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RESUMEN:  

El presente estudio aborda el fenómeno migratorio en el contexto ecuatoriano, desde el análisis de los 

primeros flujos migratorios que se establecieron en el territorio, hasta llegar al análisis del flujo 

migratorio venezolano, en base a lo establecido por la Constricción de 2008, en cuanto al reconocimiento 

del derecho a migrar, el principio de ciudanía universal, y las demás garantías y libertades pertenecientes 

al grupo poblacional migratorio. 

A medida que, este flujo migratorio venezolano se vuelve numeroso, y supuestamente peligroso para el 

orden y la seguridad pública del Estado, se muestra las contradicciones y la restricción de derechos 

fundamentes de los migrantes por parte de Estado ecuatoriano, debido a que se aplican políticas y 

normativas migratorias securtistas y selectivas, basadas en un control y condicionamiento arbitrario, que 

desemboca en un tratamiento discriminatorio encaminado a  obstaculizar,  la entrada, circulación, y 

residencia de los inmigrantes venezolanos en el Ecuador. 

ABSTRACT:  

The present study tackles the migratory phenomenon in the Ecuadorian context, since the analysis of the 

fist migratory flows that got stablished in the territory, to the analysis of the Venezuelan migratory flow, 

based on what is stablished by the Constitution, regardless to the recognition of the right to migrate, the 

universal citizenship and the others guarantees and liberties belonging to this migratory population 

group.  

Bus as this Venezuelan migrant becomes more numerous and supposedly dangerous for the national 

security, it shows contradictions and restrictions to fundamentals migrants right’s by the Ecuadorian 

State, because the government starts to apply policies and normative which are selective and securtist.  
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INTRODUCCIÓN 

 

La presente disertación aborda el tratamiento y regulación de los flujos migratorios 

internacionales en el Ecuador, por lo que esta investigación pretende detallar y analizar el 

tratamiento de dichos flujos migratorios a nivel normativo y de política pública, que se 

encuentran desarrollados en diferentes etapas, contextos, y períodos.  

El primer capítulo abordará los antecedentes históricos y legales de la migración ecuatoriana, 

en lo relativo a los antecedentes históricos se realizará un análisis documental y de recopilación 

de datos estadísticos, que permitirán identificar la existencia de flujos migratorios 

internacionales en el territorio ecuatoriano.  

Después, se analizará las causas y motivaciones por las cuales la población migrante 

colombiana y peruana decide trasladarse hacia el Ecuador, lo cual se podrá verificar, mediante 

la aplicación de las teorías de pull and push, macroeconómica, microeconómica, y del mercado 

dual. 

De acuerdo a la teoría de pull and push se podrá evidenciar, la existencia de factores de 

atracción, enmarcados en los siguientes: la posibilidad y esperanza de mejorar la calidad de 

vida de los inmigrantes y sus familiares, una mejor estabilidad social, y económica, además de 

la flexibilidad y facilidad para ingresar y transitar por el territorio; y también la posibilidad de 

adecuarse y adaptarse en la sociedad receptora a causa de rasgos culturales comunes (Arango, 

1985, p.35). Con la existencia de estos factores se podrá evidenciar el posicionamiento del 

Ecuador como un país receptor o de preferencia para los grupos migratorios internacionales.  

En lo relativo a las teorías macroeconómicas y microeconómicas se podrá evidenciar que, la 

actividad migratoria será realizada en base a indicadores como, la existencia de beneficios 

económicos, laborales y salariales, lo cual de forma similar se presenta en la teoría del mercado 

dual, puesto que un grupo poblacional migrante en particular empieza a seleccionar países de 

destino en relación a salarios que cuentan con monedas fuertes, como por ejemplo el dólar 

norteamericano (Massey, et al., 2014, p.24).  

Como siguiente punto en este capítulo también se analizará lo relativo a la emigración 

ecuatoriana hacia países extranjeros a causa de la crisis económica, producida por el feriado 
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bancario, de tal forma que en este contexto se explicarán factores de expulsión como, altos 

índice de pobreza, falta de satisfacción de necesidades básicas y altas tasas de desempleo que 

posicionarán al Ecuador como un Estado expulsor (Ramírez y Ramírez, 2005, p.30).  

Como último punto de estos antecedentes migratorios se describirá la cuestión migratoria 

venezolana, en la cual se explicarán las causas y factores de expulsión, que motivaron a los 

inmigrantes venezolanos a salir de su país de origen, para luego explicar y detallar los factores 

de atracción y preferencia que motivaron a este grupo poblacional migrar hacia el Ecuador.  

En el contexto de los antecedentes legales de la migración se analizarán los períodos 

normativos, que van desde el año de 1938 hasta el año de 1971, con la finalidad de 

conceptualizar el fenómeno de aperturismo selectivo, que primó en la regulación migratoria 

ecuatoriana (Ackerman, 2013, p.56).   

Para luego destacar y contrastar la influencia normativa, de la Constitución de 2008 y lo 

estipulado por la Ley Orgánica de Movilidad Humana, en cuanto al reconocimiento del 

derecho a migrar, el principio de ciudadanía universal y las garantías y derechos, como 

preceptos y mandatos constitucionales que se materializarán como un cambio de paradigma 

en la regulación migratoria. 

En el segundo capítulo se expondrá los antecedentes correspondientes a la política pública 

migratoria, que de igual manera se enmarcan en el año de 1938 al año 1971, puesto que 

también, se explicarán dentro de estos programas políticos la existencia del fenómeno de 

aperturismo segmentado y migración selectiva, como formas de gestión de los flujos 

migratorios (Ramírez, 2013, pp.19-21).  

Luego, se pasará a detallar la política pública desarrollada en el año 2000 hasta el año 2006, la 

cual se caracteriza por la implantación de planes y programas gubernamentales enfocados 

hacia, la protección de ecuatorianos en países extranjeros, el reforzamiento de vínculos 

familiares, y el aprovechamiento de remesas (Moncayo, 2011, p.48). 

De forma posterior se analizará la formación y desarrollo de la política migratoria, a partir de 

la Constitución del 2008, cuyos contenidos están encaminados a suprimir toda forma de 

discriminación y xenofobia hacia los migrantes; todo esto en virtud de implantar una política 
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y normativa, migratoria viabilice el, respeto, protección, ejercicio, y cumplimento integral de 

los derechos y libertades fundamentales de este grupo poblacional migratorio.  

Para finalizar, se expondrá la transformación o variación de la política y normativa migratoria 

ecuatoriana, causada, por el incremento de migrantes venezolanos, y por supuestos casos de 

violencia e inseguridad provocados. Para lo cual se explicará y analizará la posible existencia 

de los fenómenos como la securitización y positivismo selectivo migratorio, que podrían estar 

configurados en los acuerdos ministeriales 0000242, 0002444 y 000001. 

En el tercer capítulo, se analizará el caso correspondiente a la acción de inconstitucionalidad, 

que cuestiona la legitimidad y validez de lo estipulado en estos acuerdos ministeriales. Para 

ello se detallará de forma integral, la utilización del control de constitucionalidad abstracto de 

tipo material, puesto que éste permitirá verificar, si los requisitos y condicionamientos 

establecidos en estos acuerdos son o no son contrarios a la Constitución y los Instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos (Guerrero, 2011, p.26).  

A través de la aplicación del test de igualdad, en conjunto con sus elementos de idoneidad, 

necesidad y proporcionalidad (Bernal, 2005, p.85), se podrá identificar, si estos acuerdos 

ministeriales viabilizan y exteriorizan un trato discriminatorio, ilegítimo, y vulnerario de 

derechos y garantías básicas de la población migrante venezolana.  

Por último, a través de la implantación del principio de supremacía constitucional y unidad 

normativa, como aporte final de esta investigación se estructurará un criterio que armonice el 

derecho a migrar, y las demás garantías y libertades reconocidas hacia los inmigrantes, frente 

a la facultad de control y regulación fronteriza y migratoria del Estado. Todo esto en virtud de 

que los órganos estatales puedan llegar a generar normativas y políticas públicas que 

posibilitan el pleno ejercicio de los derechos de los inmigrantes en un ámbito de igualdad, 

dignidad y respeto 

La metodología utilizada en es esta investigación, se basa en el método científico, puesto que 

se emplea un análisis crítico, con el fin de describir contextos conceptos, y teorías (Clavijo, 

Guerra, y Yáñez, 2014, p.21), que han influido en el desarrollo del derecho a migrar y su 

correspondiente exteriorización en la normativa y política migratoria ecuatoriana.  



13 
 

 
 

Por otro lado, también ser comparará postulados teóricos y definiciones relativas a la 

regulación y gestión migratoria, con el objetivo de dilucidar las tendencias, reflejadas en la 

normativa y política pública migratoria ecuatoriana, correspondientes a distintos períodos y 

flujos migratorios internacionales establecidos en el territorio ecuatoriano. 

Esta investigación, se desarrollará dentro de un enfoque cualitativo, puesto que se recogerá 

información, datos, y definiciones que permitirán materializar un sentido dinámico en la 

investigación (Hernández, 2014, pp.7-8). De tal forma que, en base a dicha información y datos 

recabados, se analizará los derechos y garantías fundamentas pertenecientes a los inmigrantes 

(en especial a los inmigrantes venezolanos) que desean ingresar y residir en el Ecuador. 

En concordancia con lo establecido por el enfoque cualitativo, en aras de reforzar estos 

aspectos descriptivos correspondientes a los antecedentes migratorios en el Ecuador, se 

empleará el modo investigativo, histórico- jurídico como mecanismo, que permitirá analizar 

de forma sistemática (en su historicidad) los hechos y fenómenos migratorios suscitados en 

diferentes periodos, y contextos sociales; todo esto con el objetivo de relacionar la generación 

de políticas y normativas migratorias en un periodo o etapa histórica en particular (Salamanca, 

2015, p.70).   

En relación a la hipótesis establecida, que corresponde a la posible existencia de 

contradicciones en la normativa y política pública migratoria, a raíz de la promulgación de los 

acuerdos ministeriales 0000244 y 000001, se empleará el modo investigativo socio- jurídico, 

ya que  éste centrará su análisis en las normas jurídicas partir de perspectivas, realidades y 

dinámicas sociales especiales, es decir  que a través de este modo se puede llegar a dilucidar 

la existencia de conflictos dados en la aplicación normativa y ejecución de un programa 

político determinado (Salamanca, 2015, p.71). 

Aproximado este modo socio- jurídico, al presente estudio se exteriorizará en el 

cuestionamiento hacia la regulación normativa y de política pública migratoria en relación al 

tratamiento de flujos migratorios internacionales en el Ecuador, específicamente en el caso del 

grupo migratorio venezolano, cuyo objetivo se encaminará a verificar, si dentro de estos actos 

normativos o administrativos se desarrollan contendidos securitistas  o selectivos que pueden 

desembocar en un trato discriminatorio y vulneratorio de derechos fundamentales hacia este 

grupo migrante.  
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Una vez delimitado el enfoque metodológico y el modo de investigación, para utilidad de este 

trabajo de disertación, se contó con ciertas técnicas de investigación como, la  recopilación y 

levantamiento de información correspondiente a flujos migratorios en determinadas etapas 

históricas, también el análisis y estudio documental del fenómeno migratorio, el estudio de la 

normativa y política pública aplicable, e identificación de datos relacionados a los flujos 

migratorios recolectados por otros investigadores.  
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Capítulo 1 

Análisis de los antecedentes históricos y legales de la migración en el Ecuador 

 

1.1.Antecedentes históricos de la migración en el Ecuador 

 

La migración se manifiesta como un fenómeno social que determina el crecimiento 

poblacional en un territorio en particular, debido a que éste se define, por ser un movimiento 

de personas que ingresan o salen a través de las fronteras delimitadas, en un período de tiempo 

establecido, y con el ánimo de consolidar su residencia en un Estado diferente al de su país de 

origen (Organización Internacional para las Migraciones , 2006, p.38).  

Esta definición del fenómeno migratorio, conlleva a que los Estados empiecen a delimitar su 

estructura institucional y normativa para gestionar la actividad migratoria y flujos migratorios, 

con miras a controlar y regular la entrada, circulación e ingreso de los inmigrantes a su 

territorio.  

Para ello, cabe analizar los antecedentes históricos de la migración en el contexto ecuatoriano 

con la finalidad de determinar la tendencia gubernamental en la gestión de flujos migratorios, 

la cual se realizará de acuerdo a diferentes etapas y períodos, en los cuales se observará la 

existencia de mayor población migrante ya sea nacional o internacional.  

Como primer punto, se analizarán los flujos migratorios de fines del siglo XX y a comienzos 

del siglo XXI, ya que en estos períodos se evidencia la mayor afluencia de flujos migratorios 

internacionales en el Ecuador. 

Para iniciar con este análisis de los antecedentes históricos en materia migratoria, se evidenció 

que, a finales de los 90, se dio la primera ola migratoria puesto que, la población colombiana 

se enmarcaba como principal grupo migratorio extranjero en el Ecuador a causa del conflicto 

interno entre grupos paramilitares, guerrilleros como las FARC, y subsecuentemente su 

vinculación con el narcotráfico (Riaño, 2008, pp. 336-337). 

Ante estas situaciones de conflicto y el ambiente de violencia e inseguridad,  que se vivía en 

Colombia, se implementó el Plan Colombia, como estrategia de los EE. UU para contrarrestar 
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el narcotráfico y la presencia de grupos armados en determinadas zonas fronterizas, con el 

objetivo de salvaguardar la soberanía y la seguridad nacional; lo cual dio como efecto la 

movilización de grandes grupos poblacionales colombianos hacia el Ecuador que salían de esa 

situación de violencia y conflicto (Riaño, 2008, p.338).  

A partir del conflicto colombiano que causó la movilización de este grupo poblacional, se 

evidenció un aumento de la presencia de inmigrantes colombianos en el Ecuador, ya que de 

acuerdo a datos proporcionados por el Departamento Administrativo Nacional de Estadísticas 

de Colombia para el año 2005 se estableció que 3.378.345 colombianos tenían residencia 

permanente en el exterior, siendo los siguientes países, los que mayor afluencia de inmigrantes 

colombianos tenían: Estados Unidos, Venezuela y Ecuador (Valle, 2017, p.11). 

Aproximando esto al caso de Ecuador, investigaciones de Gioconda Herrera en conjunto con 

la Organización Internacional para la Migración (2011, p. 45) (en adelante OIM) muestran 

que, además de lo mencionado en el párrafo anterior, la cuestión económica también 

constituyó un indicador de preferencia para migrar por parte de la población inmigrante 

colombiana. Debido a que a partir de fines de los años 90 e inicios de los años 2000, el Ecuador 

adoptó como moneda oficial el dólar norteamericano (Proyecto sistema de información sobre 

migración intrenacional en los países de la comunidad Andina, 2006,  p.14). 

Siguiendo esta idea, la población migrante colombiana, definió su decisión de migrar en base 

a la estabilidad económica del Ecuador a causa de la solidez monetaria que representaba el 

dólar, hacia los migrantes colombianos quienes veían esta oportunidad de migrar como una 

posibilidad de mejorar su calidad de vida y la de sus familiares (Ortega, 2011, p.46). 

De tal forma que en base a estos dos indicadores: de estabilidad política- social 1y económica,   

se evidenció una presencia mayoritaria  de los flujos migratorios colombianos en Ecuador , en 

relación a otros países de la Región Andina, de acuerdo al cuadro a continuación, los migrantes 

colombianos en el Ecuador para este periodo representaban el 87.8% de una población de 37. 

553 personas:   

 

                                                             
1 La estabilidad política- social se refiere a la migración de población colombiana en búsqueda de una situación 

de violencia e inseguridad causado por el conflicto interno entre la guerrilla y los paramilitares; además de las 

medidas empeladas durante la vigencia del Plan Colombia  
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CUADRO I: 

Ecuador: Inmigrantes y emigrantes colombianos en la comunidad Andina 

Fechas cercanas a 1980 y 1990 

Fuente: Proyectos IMILA y SIMICA, 2006 2 

Elaboración: Rosa Bolaños  

 

Del análisis de este cuadro, como primera apreciación de la migración internacional hacia el 

Ecuador, correspondiente a los años 90 y 2000, se puede colegir que la decisión de migrar 

realizada por parte de la población migrante colombiana hacia el Ecuador, se vio influenciada 

por la estabilidad política  y económica del Ecuador como país de destino, ya que para este 

punto los migrantes colombianos salían de su país a causa de, una grave situación de conflicto 

y violencia provocada por los grupos guerrilleros y las organizaciones criminales de 

narcotráfico; y también en el ámbito económico con el objetivo de mejorar su calidad de vida 

y la de sus familiares (Rivera, et al., 2007, p.28). 

 

De ahí que como resultado de estas migraciones para finales del año 2000 e inicios del año 

2001 el número de inmigrantes de acuerdo al censo nacional del Ecuador fue de 51,556, 

ubicándose en provincias como: Pichincha representando un 41,7% de la población seguido 

de la provincia del Carchi con el 13, 5%, Guayas con el 12,5% y finalmente la provincia de 

Sucumbíos con el 8,3% de la población (Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, 2011, 

s/p), tal como lo indica el gráfico siguiente:  

 

 

 

 

                                                             
2 SIMICA: Sistema de Información sobre Migración Internacional en los países de la Comunidad Andina  

 

Países  

 

1990 

Inmigrantes  Emigrantes  

Total Número  % Inm. Masc. Numero  % Inm, Masc. 

42.743 100.0 86.7  34.453 100.0 83.8 

Bolivia    424              1.0       92.7              243           0.7        84.1         

Colombia           37.553         87.8      84.8            9.040         26.2       92.1         

Perú    2.397           5.6      104.9           1.801          5.2       60.7 

Venezuela     2.379           5.6        99.6          23.370        67.8     98.4 
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GRÁFICO I: 

Principal Ubicación Geográfica de la Población 

 

 

               Fuente: IV Censo de población y V de vivienda INEC,2001 

               Elaboración: Rosa Bolaños  

 

A partir de la primera ola migratoria colombiana, el Ecuador empezó a perfilarse como un país 

de acogida y recepción al presentar componentes como: estabilidad social y política, que 

estuvo caracterizado por un escenario libre de conflicto y violencia; además de un ambiente 

económico propicio para que la población migrante colombiana emprenda su proyecto de vida 

y la de sus familiares.  

 

En el período de los años 2000 a 2001, el Ecuador enfrenta su segunda ola migratoria con la 

inmigración de la población peruana, que de acuerdo a los datos recogidos por el Instituto 

Nacional de Estadísticas e Informática del Perú correspondiente a los años 1990 y 2011 se 

registraron 24 millones de emigrantes lo que representa el 8% de la población total del Perú se 

trasladó al territorio ecuatoriano (Valle, 2017, p.14).   

Este incremento de la migración se da en un contexto en específico que es descrito por el autor 

Altamirano (2003), en la cual, la migración se convierte en una opción para todas las clases 

sociales y los grupos poblaciones del Perú, en ese sentido existe una relación entre el volumen 

del flujo migratorio peruano con la estabilidad política y económica del país. Por tanto, este 

0.00%

5.00%

10.00%

15.00%

20.00%

25.00%

30.00%

35.00%

40.00%

45.00%

%

P
o

rc
e

n
ta

je

Pichincha

Carchi

Guayas

Sucumbíos

Orellana

Resto del país



21 
 

 
 

autor concluye que a mayor crisis económica y política existirá un mayor saldo migratorio que 

salga  otros páises con mejores condiciones de vida (p.4). 

Bajo este supuesto analizado por el autor, el contexto de la migración peruana se caracterizó 

por ser un movimiento poblacional con un interés más económico, ya que el Ecuador en ese 

período era un país más atractivo por las plazas de trabajo disponibles y salarios con una 

moneda más fuerte en este caso el dólar (Altamirano, 2003, p.7).  Entonces de este análisis 

histórico, la ola migratoria peruana llegó casi a igualar a la ola migratoria colombiana, ya que 

de acuerdo a datos de la Facultad Latinoamérica de Ciencias Sociales-  FLACSO para el 2001, 

50.548 peruanos vivían en el Ecuador (Herrea, 2008, p. 62). 

De modo que la diferencia entre la población migrante colombiana y peruana es de 1,008 

personas migrantes, siendo aún mayoritaria la población migrante colombiana; inclusive 

llegando a encontrarse distribuidos en diferentes provincias, ya que a diferencia de los 

migrantes colombianos, la población peruana se ubicó en provincias fronterizas del sur del 

Ecuador como: El Oro, Loja Azuay y Cañar, dedicándose actividades agricultura, comercio 

formal e informal (Herrera, 2008, p.63).  

De estos dos escenarios exteriorizados en la década de los 90 y el año 2000 correspondientes 

a la ola migratoria colombiana y peruana respectivamente se puede evidenciar una semejanza 

en estos hechos migratorios, ya que la decisión de migrar por parte de la población se 

encontraba motivada por la búsqueda de estabilidad económica (Dosdad y Luidor, 2018,  

p.100).    

Sin embargo la diferencia existente en el caso colombiano a causa de la violencia provocada 

por los grupos paramilitares, guerrilleros, el narcotráfico y la vulneración de derechos a efecto 

de la militarización adoptada en el Plan Colombia, se denotó una visión más social y 

humanitaria en la decisión migratoria de este grupo poblacional, puesto que los migrantes 

colombianos salían de su territorio de origen con el objetivo de huir del conflicto en su país y 

de forma complementaria mejorar su calidad de vida en un Estado de acogida en este caso el 

Ecuador (Benavides y Chavez, 2009, pp. 9-7). 

A pesar de esta diferenciación en el caso específico de Colombia, a nivel de región Andina en 

el período correspondiente a los años 90 y 2000 primó una visión de la migración de tipo 
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neoliberal que oscilaba en, la aplicación de la teoría macroeconómica y del mercado dual como 

principales factores que determinaban la migración. 

De allí que, la teoría macroeconómica  está encaminada a la movilización de personas para 

cubrir plazas de trabajo y aprovechar salarios altos con monedas económicamente fuertes3 

(Gómez, 2010, p.84), y la teoría del mercado dual configuraba a la población migrante como 

un factor de productividad ante una gran demanda laboral. Por ende, la decisión de migrar 

estaba basada en el grado de beneficio hacia ese determinado grupo de personas que salían de 

su país de origen4 (Massey,et al., p.19).  

Pero ante esta perspectiva económica de la migración también cabe analizar el factor 

decisional que motivo a la población inmigrante colombiana y peruana migrar al Ecuador, para 

ello la teoría de pull & push desarrollada por Ravenstein, permite identificar a los inmigrantes, 

cuando un país de destino o receptor podría llegar a ser más atractivo, y cuando un país de 

origen ya no es apto para una población migrante en particular (Arango, 1985, p.9).  

De acuerdo a lo expuesto por este autor, un país receptor se vuelve más atractivo para la 

población migrante, al contener factores de atracción y factores de expulsión, que influyen en 

la decisión de migrar de ciertas personas. Esto se exterioriza en la siguiente lógica, si existen 

más incentivos y estímulos en el país de destino éste es más atractivo (factores de atracción-

pull), pero si al contrario existen condiciones negativas y dificultades para satisfacer 

necesidades básicas, la población migrante decide salir del país de origen y buscar un territorio 

con mejores posibilidades (factores de expulsión-push) (Arango, 1985, pp. 19-20).  

Aproximando lo desarrollado en el párrafo anterior al caso migratorio ecuatoriano se pudo 

evidenciar que en el Ecuador existieron factores de atracción para la población migrante 

colombiana y peruana como, la potencial esperanza de hallar una mejor calidad de vida, la 

                                                             
3 Teoría Macroeconómico: la causa de la migración según esta teoría se centra en las diferencias geográficas en 

la oferta y demanda de mano de obra. En ese contexto existe una demanda por una plaza de trabajo con salarios 

altos que se entran en ciertos territorios y mercados laborales internacionales lo cual provoca el desplazamiento 

de trabajadores provenientes de países con salarios bajos hacia aquellos países con salarios altos (Gómez, 2010, 

p.84) 

4 Teoría del mercado dual La migración en este caso se da por la gran demanda de trabajo en las sociedades de 

desarrolladas, por lo que esta teoría se manifiesta a través de una práctica de reclutamiento de individuos aptos 

para aumentar la productividad de dichas sociedades (Massey, et al, p.19).  
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posibilidad de satisfacer sus necesidades, mejores oportunidades para ocupar plazas laborales 

y ganar un mejor salario que en el de su país de origen. Lo cual provocó que el Ecuador se 

posicione como un país receptor atractivo para los grupos migratorios colombianos y peruanos 

(Franco, 2012, p.21).  

Por otro lado, los factores de expulsión como ya se analizó en líneas anteriores para el caso 

colombiano, por ejemplo, estas personas salían de su país por la grave situación de violencia 

e inseguridad que vivían, por la presencia de paramilitares y guerrilleros en el territorio; 

además de los impactos sucintados por el Plan Colombina (Benavides y Chavez, 2009, pp.15-

17). En contraste con el flujo migratorio peruano el factor de expulsión existente se dio a causa 

de la crisis económicas y política suscitada en país, dando como efecto que estas primeras olas 

migratorias emigren de su país al Ecuador.  

Por consiguiente, la perspectiva de la migración a partir de estas teorías, posibilitaron el 

posicionamiento del Ecuador como un país receptor o de preferencia para la población 

migrante ya mencionada porque, se permitió a este grupo poblacional inmigrante una mejor 

calidad de vida a, estabilidad económica y laborar. Pero dentro de la perspectiva económica 

también se podría evidenciar un manejo de flujos migratorios estructurado en base a un 

ordenamiento y política migratoria que identificó a la migración como factor de productividad. 

Esto significó una visión utilitarista de la migración, ya que los inmigrantes en este contexto 

se posicionaban como un recurso humano beneficioso para la economía ecuatoriana. 

Una vez finalizado el contexto de los años 90 y 2000, a partir del año 2008, período que 

corresponde al gobierno del ex presidente Correa se planteó una forma diferente en el 

tratamiento de los flujos migratorios, cuyo desarrollo se basó en la implementación de una 

política de, apertura de fronteras, garantía de derechos y prohibición de discriminación que fue 

plasmada en la Constitución del 2008 (Velázques, 2017, p.5). 

Ante este contexto migratorio implementado por la Constitución de 2008, en los años 2009 

hasta 2015 aproximadamente, el Ecuador enfrentó su tercera ola migratoria, la migración 

cubana, y haitiana en donde la gestión de la migración se caracterizó por presentar un discurso 

institucional de fronteras abiertas, que posicionó al Ecuador como un Estado de tránsito o su 

vez de destino para la población migrante cubana y haitiana (Velázques, 2017, p.9).  
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A nivel estadístico se denotó un crecimiento en la entrada de migrantes cubanos al país a causa 

de las garantías y flexibilidad en materia migratoria, ya que del año 2009 al año 2014 se 

registró la mayor entrada de ciudadanos cubanos. Así para el Año 2009 se registraron 24,157 

entradas, para el 2010, 24,057 entradas, en el 2011 21, 734 entradas, al 2012, 18, 058 entradas, 

en el 2013 19,964 entradas y finalmente en el 2014 35, 753 entradas, siendo este último saldo 

migratorio el más alto en la demografía migratoria ecuatoriana (INEC, 2011, s/p), tal como lo 

refiere el grafico siguiente: 

GRÁFICO II: 

Entrada de ciudadanos cubanos

 
Fuente: Instituto Nacional de Estadísticas y Censos,2011 

Elaboración: Rosa Bolaños 

 

En el caso del flujo migratorio haitiano según las estadísticas a finales del año 2008 e inicios 

del año 2009, se registraron 1,257 entradas de inmigrantes haitianos, y de forma posterior para 

el año 2010 hasta el año 2015 a causa del terremoto y el huracán Sandy, se evidenció el ingreso 

de 39.196 inmigrantes haitianos al Ecuador, tal como lo refiere el cuadro a continuación 

(Burbano, 2017, p.19):  
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CUADRO II: 

Entradas de haitianos a Ecuador (2010-2015) 

Año  Entradas  

2010 1.681 

2011 2.546 

2012 3.024 

2013 14. 162 

2014 17.287 

2015 14.658 

Total 39.196 

Fuente: Unidad de Control Migratorio / Anuarios de Entradas y Salidas Internacionales, 2009  

Elaboración: Rosa Bolaños 

 

En relación a estos datos correspondientes al ingreso de inmigrantes haitianos a Ecuador el 

autor Mauricio Burbano señaló que, a partir de la vigencia del Decreto Ejecutivo Nro. 258 de 

9 de febrero de 2010, se denotó la influencia de esta política de puertas abiertas debido a que 

el ex mandatario permitió mediante este Decreto la posibilidad de regularización de 

ciudadanos y ciudadanas de nacionalidad haitiana, que se encontraban de forma irregular en 

el Ecuador, estableciendo como condición que estas personas hayan ingresado al país hasta el 

31 de enero de 2010 (Burbano, 2017, p.20).  

Aproximando  lo estipulado en el Decreto ejecutivo hacia el flujo migratorio proveniente de 

Haití, el Ecuador se posicionó como un país receptor y de tránsito para este grupo migratorio 

debido a que, presentaba factores de atracción, preferencia, y ventaja en, la regulación 

migratoria, porque dicho Decreto contempló la posibilidad de obtener una visa humanitaria 

con duración de 5 años, lo cual permitió  a los inmigrantes haitianos tramitar, su residencia 

temporal o permanente en el país; o su vez mediante el órgano consular haitiano en Quito 

tramitar el tránsito hacia Brasil, puesto que también este país permitía similares facilidades en 

cuanto a regularización y residencia de este grupo migrante (López y Wessel, 2017, p.26). 
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Por otro lado en el caso de inmigración cubana, también se denotó la influencia de esta política 

de “fronteras o puertas abiertas” como factor de atracción y preferencia   hacia los inmigrantes 

cubanos, ya que a través del Decreto Ejecutivo de 20 de junio de 2008,  se implementó la libre 

entrada de ciudadanos de todos los países con un límite de 90 de días de estadía en el territorio 

ecuatoriano; todo esto en virtud del discurso político de, superar las limitaciones de control 

fronterizo, en el que se incluía como objetivo el establecimiento de equidad política, 

económica y social a través de la integración con todos los ciudadanos del mundo 

(Montenegro, 2012, p.15). 

Bajo la implementación normativa establecida en el Decreto Ejecutivo mencionado, el tema 

migratorio cubano en este contexto se caracterizó por tener un enfoque más social, con 

observancia y respeto a los derechos de las personas migrantes, ya que para este punto la 

migración debía ser entendida como un factor de desarrollo e intercambio cultural y 

económico. En el cual primó el principio de reciprocidad, como precepto rector que guío el 

actuar del Estado ecuatoriano y los demás Estados de la región, en aras de garantizar el 

ejercicio y acceso a derechos fundamentales a todas las personas que se encuentren en su 

territorio, tal y como sucedería si una persona de otra nacionalidad se encontrará en territorio 

ecuatoriano (Grijalva, 2017, p.247) 

Sin embargo, al analizar la ejecución de lo decretado por el ex presidente Rafael Correa, tanto 

para el flujo migratorio cubano como para el flujo migratorio haitiano, el Ministerio de 

Relaciones Exteriores y de Movilidad Humana, a través de acuerdos ministeriales, empezó a 

implementar una agenda que, contrariaba este aperturismo y flexibilidad. Por ejemplo, el 

Acuerdo Ministerial 000105, emitido el 3 de septiembre de 2010, establecía más 

requerimientos y filtros burocráticos a determinadas nacionalidades como: Kenia, Nepal, 

Nigeria, Pakistán, Somalia, Afganistán, Bangladesh, Eritrea, y Etiopía, a las cuales se 

condicionó la presentación de la visa como requisito obligatorio para ingreso al país 

(Velázques, 2017, p.17).  

De tal forma que a partir de este ejemplo, el criterio de gobernabilidad de los flujos migratorios 

cubano y haitiano, para este contexto se según el autor Velázquez ( 2017) se dio dentro de un 

ámbito de doble discurso y doble actuación por parte de los órganos gubernamentales, ya que 

por un lado se establecía la flexibilización en el control fronterizo y de ingreso de inmigrantes 

bajo una noción de reciprocidad en la región latinoamericana y del Caribe; y por otro lado se 
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hacía una selección y condicionamiento de requisitos y formalidades para migrantes de otras 

nacionalidades como las que fueron mencionadas en el párrafo anterior (p.16). 

Como muestra de esta doble actuación por parte del gobierno en materia migratoria, a partir 

del 15 de enero de 2013 se estableció que, para el ingreso de inmigrantes cubanos al país se 

requería la presentación de una carta de invitación, requisito que según el autor Velásquez 

(2017) es atribuido a una técnica estatal para disuadir y condicionar la entrada de grandes flujos 

migratorios (p.18). Mientras que para el caso de los inmigrantes haitianos a partir del año de 

2015, se estableció como requisito la obligación de presentar un formulario único de validación 

turística, lo cual a interpretación de los autores López y Wessel (2017), se manifestó como un 

mecanismo para registrar y controlar la estadía de los inmigrantes haitianos en el Ecuador, de 

modo que, si superaban esta estadía de 90 días los agentes de control migratorio tenían mucha 

más discrecionalidad para catalogar a estas personas migrantes irregulares e ilegales, 

facilitando así su deportación (López y Wessel, 2017, p.28).  

A efecto de estas medidas implementadas hacia los flujos migratorios cubano y haitiano se 

pudo evidenciar la implementación de mecanismos burocráticos para impedir la entrada y 

circulación de esta población migrante. Por ejemplo, en el año en el año 2016, se dio paso a la 

detención y deportación masiva de los migrantes cubanos (Velázques, 2017, p.21), y para los 

inmigrantes haitianos a partir del año 2012 al 2015 se registró la deportación de 68 personas 

por el hecho haber prolongado su estadía más allá de los 90 días registrados en dicho 

formulario único (Burbano, 2017, p.21).  

De estos hechos narrados se puede interpretar que, generaron como consecuencia la 

transformación en el manejo estatal de la migración, debido a que se empezó a implementar 

un discurso político securtista que estigmatizó el masivo ingreso de cubanos y haitianos al 

país, dado como resultado un tratamiento y regulación migratoria como un asunto o problema 

de seguridad nacional que requería medidas urgentes y excepcionales  

Es decir que, a causa de la política de libre entrada de migrantes al Ecuador, el gobierno 

enfrentó una crisis en la gestión de grandes flujos migratorios, por lo que se empezó a formar 

una agenda estatal dentro de una visión de seguridad y registro de dichos flujos migratorios, 

con la finalidad de controlar el período correspondiente a la:  estadía y las actividades que 

realizaron los migrantes cubanos y haitianos en el territorio (Flor, 2015, p.34).  
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De lo analizado en el caso de la ola migratoria cubana y haitiana se pudo verificar que, si bien 

en un primer momento las gestiones de estos flujos migratorios se dieron en un contexto de 

apertura para esta población migrante, se evidenció un contraste al momento en que este grupo 

poblacional se hizo más visible y numeroso en la sociedad ecuatoriana. Dando como resultado 

una transformación en la gestión migratoria ecuatoriana; puesto que el Estado empezó a 

implementar medidas y condicionamientos burocráticos cuyo objetivo fue frenar el aumento 

de personas migrantes en el país (Flor, 2015, p.35).  

Por consiguiente, al trasladar este hecho migratorio hacia un tratamiento urgente y prioritario 

al momento en que se evidencia la existencia de un flujo migratorio masivo e incontrolable 

para el Estado, se crea un escenario de crisis ante un problema de gobernabilidad determinado, 

en este caso la ola migratoria cubana y haitiana (Arcentales, 2011, pp.36-37).  Exteriorizando 

como resultado directo de aquello que, la decisión política del Estado transforme su discurso 

inicial de flexibilidad y fronteras abiertas, hacia la imposición de restricciones y 

condicionamientos a la actividad migratoria por razones de seguridad y de soberanía estatal.  

Entonces de este análisis correspondiente a las olas migratorias colombianas, peruanas y 

cubanas, y haitianas se podría llegar a concluir que el Ecuador se posicionó como un país 

receptor a causa de sus factores de atracción enmarcados en el ámbito económico laboral, y 

además por posibilitar factores como flexibilidad y apertura de fronteras que facilitaron el 

ingreso, circulación y residencia de estos flujos migratorios. Sin embargo, como se pudo 

apreciar del caso migratorio colombiano y cubano y haitiano esta gestión de flujos migratorios 

tuvo un cambio, ya que al momento en que ingresó una gran cantidad de inmigrantes el 

Ecuador dicha gestión se encamino hacia un control fronterizo rígido y reforzado que 

obstaculizó el ingreso y tránsito de estas personas inmigrantes.  

1.2. Ecuador como Estado expulsor de emigrantes 

El siguiente antecedente histórico en la migración ecuatoriana, corresponde a la salida de 

ecuatorianos a países desarrollados a causa de las crisis económicas suscitadas entre los años 

60 y 90, hasta inicios de los años 20005, (Herrera, Moncayo y Escobar, 2012, p.35).  

                                                             
5 Como se mencionó en el acápite anterior esta crisis económica suscitada en el Ecuador podría ser asimilada 

como un factor de expulsión (push), que para utilidad de este punto será analizado para detallar el contexto del 

Ecuador como Estado expulsor de emigrantes.  
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En este contexto se analizarán los períodos en los cuales se dieron estas crisis económicas, 

para determinar qué cantidad de población salió del país y cuáles fueron los principales 

destinos elegidos, con la finalidad de identificar cual fue la actuación gubernamental del 

Estado ecuatoriano frente a estos flujos migratorios.  

En primer lugar, en los años 50 a inicios de los años 60 se evidenció que, una significativa 

cantidad de ecuatorianos emigró hacia Estados Unidos, Canadá y Venezuela, todo esto debido 

a la crisis que se produjo en el mercado de la paja toquilla en los años 50, que dejó a la mitad 

de la población de la sierra en el desempleo, generando como efecto que los sectores 

poblaciones provenientes del sur y austro del país empiecen a movilizarse de forma masiva a 

New York y Canadá; lo cual dio lugar a que se formen los primeros grupos emigrantes pioneros 

del país (Herrera, Carillo, y Torres, 2005, p.17). 

De igual manera también, se evidenció la presencia de vínculos comerciales en los sectores 

indígenas del país que motivaron la emigración ecuatoriana , ya que a causa de la elaboración 

de productos artesanales por parte de la comunidad Otavelaña, esta actividad generó la 

creación de una red de comunicación en la que también determinados grupos poblacionales  

emigraron hacia Estados Unidos y ciertos países europeos, con el objetivo de mejorar su 

situación económica y fomentar el intercambio culturar  a través de, la generación de  un 

mercado internacional en donde se promuevan dichos productos artesanales (OIM, 2008,p.17) 

En un segundo momento, de los periodos correspondientes a los años de 1998 al año 2004, se 

determinó el posicionamiento del Ecuador como un Estado expulsor de la población emigrante 

a causa de: el impacto económico como consecuencia del acelerado nivel de empobrecimiento 

a causa de la crisis bancaria, el alto incremento en las necesidades básicas de la población, y 

la no cobertura del mismo, cuyos factores que corroboraron a que se dé la “estampida 

migratoria ecuatoriana” (Tomalá, 2016, p. 17). 

En el año de 1998 esta no cobertura de necesidades básicas, afectó a un 25% de la población 

ecuatoriana y a un 32% para el año de 1999; lo cual denota un incremento del 7% en cuanto a 

la afectación de la población; en comparación con el año de 1995 en el cual apenas el 5% de 

la población se encontraba en la desocupación; situación que para el año 2000 incrementó 

exponencialmente al punto de llegar a un 38% de la población sin una ocupación en el mercado 

laboral, (Gratton, 2005, p.36).  
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Después de este análisis estadístico en relación al sector poblacional que decide abandonar el 

país en el contexto de la crisis económica a causa de la devaluación monetaria, se puede 

concluir que, el Ecuador se consolidó como un Estado expulsor de emigrantes de sus 

nacionales por factores como: inestabilidad económica, desempleo, altos índices de pobreza y 

una distribución salarial que generaba la falta de cobertura en las necesidades básicas.  

A causa de los factores expuestos, esta población emigrante consolidó a otros Estados como 

países de acogida o receptores de la migración, como resultado de aquello, España se convirtió 

en el país de preferencia para la población emigrante ecuatoriana; puesto que estas salidas 

migratorias se dispararon a 5,000 personas al año a principios de los años 90 y a 150,000 al 

año después del año 2000 (León, 2001, p.54).   

En el año 2001 casi el 50% de la población ecuatoriana estaba ubicada en España como Estado 

emergente en cuanto a país de preferencia y acogida, dándose un incremento de 140.631 

ecuatorianos; llegándose a triplicar a 387,5665 emigrantes ecuatorianos quienes constituían el 

15 % de población extranjera ubicada en España, que permaneció como un flujo regular de 

emigrantes hasta el año 2003; todo esto a causa de que no se necesitaba visado para entrar a 

España (Gratton, 2005, p.44). 

Por lo que se puede concluir que, al igual que las olas migratorias anteriormente analizadas, el 

patrón de la población migratoria que salió del Ecuador en este período, también se enmarca 

en las primeras teorías sobre la migración: microeconómicas, dual y de los sistemas.  

En lo relativo a la teoría micro económica  y su relación con la emigración ecuatoriana, esta 

se basó en la decisión de cada individuo por salir del país con el objetivo de buscar mejores 

fuentes de empleo, salarios y bienestar para su familia, esto significa que dentro de la 

perspectiva microeconómica la decisión de migrar se realizaba de forma individual en base a 

las ventajas y beneficios para el núcleo familiar  (Massey, et al., 2014, p.11), estas decisiones 

individuales para migrar en el contexto ecuatoriano provocaron la separación de núcleos 

familiares, ya que bajo estas decisiones de emigración solo ciertos miembros del grupo familiar 

podían salir del país mientras los demás miembros debían quedarse en el Ecuador a la espera 

de las remesas.  

En cuanto a la teoría de los sistemas, la actividad migratoria realizada por a la población 

ecuatoriana consistió en la búsqueda de países con una economía estable y plazas de trabajo 
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disponibles, esto significa que los flujos migratorios realizaban la actividad migratoria en base 

a la sistematización de países de destino que pudieran llegar a ser más útiles y ventajosos, ya 

sea en el ámbito laboral, económico. o social (Massey, et al., 2014, p.12).  

De ahí que de acuerdo a esta teoría relacionado con el flujo migratorio ecuatoriano se denota 

esta sistematización de países de destino ventajosos, puesto que el grupo emígrate ecuatoriano 

se estableció en países receptores como: España, Italia y EE. UU, debido a que estos contaban 

con esas características requeridas por la población migrante proveniente del Ecuador 

(Gratton, 2005, p.50).   

Ahora. la diferenciación que se evidenció en la actividad migratoria ecuatoriana 

correspondiente al contexto de la crisis económica  es que, si bien en primera instancia la 

decisión de los migrantes ecuatorianos se vio marcada por la búsqueda de una mejor situación 

económica, también se vio influenciada por la teoría de las redes migratorias la cual consiste 

en que, los individuos que comprenden esta población emigrante que salió de su país de origen 

se convirtió en un población trasnacional de intercambio de información, cuyo conteniendo de 

información formó ciertos patrones que determinaron  la decisión de emigrar en base a: las 

experiencias, la cultura del país de destino y la situación laboral de mismo (Ramírez Gallegos 

y Ramírez, 2005, pp.78-79). 

Por tal razón también se puede llegar a la conclusión de que, a mayor flexibilidad en el 

ordenamiento y política migratoria, mucho más preferencial es un Estado para los flujos 

migratorios que salen del país de origen, puesto que en complementariedad con las teorías 

económicas de la migración, y  a través de la teoría de redes en la migración también se puede 

determinar que, este intercambio de información en la población migrante en un contexto y 

período en particular puede convertir a un Estado expulsor en un  Estado de destino y acogida 

1.3. Ecuador como país de acogida de inmigrantes: residencia temporal y permanente 

 

A raíz del contexto analizado en cuanto a la crisis económica del Ecuador surgida por la 

dolarización en el periodo de 1998 al 2000 y las olas migratorias de: peruanos colombianos, 

cubanos y haitianos detalladas anteriormente, el Ecuador empieza a flexibilizar la gestión de 

flujos migratorios para convertirse en Estado receptor o de acogida para los inmigrantes a 

través de mecanismos de regularización temporal o permanente.   
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En concordancia con lo expuesto, uno de los factores que determinó esta transición del 

Ecuador como Estado expulsor de emigrantes durante la crisis económica a un Estado receptor 

y de acogida de la inmigración internacional fue, la transformación del tratamiento de flujos 

migratorios desde la perspectiva de la migración económica, hacia el enfoque de movilidad 

humana como una herramienta de intercambio y desarrollo, ya que desde este enfoque la 

actividad migratororia se consolidó como un mecanismo encaminado a facilitar la actividad 

migratoria en aras de posicionar al migrante como un agente de desarrollo económico e 

intercambio cultural (Moncayo, 2011, p.31).  

De modo que, a partir de este enfoque a nivel de gobierno se inició con un programa que, 

permitió una especie de regularización de la población migrante internacional, lo cual fue 

facilitado mediante la suscripción del Acuerdo de Residencia MERCOSUR, que enfocó su 

agenda a la promoción de la integración, desarrollo, e intercambio económico cultural y 

económico a través de la migración (Ramírez, 2017,p.183). 

De tal forma que, a través de este Acuerdo Regional para el período de 2002 a 2012 se 

regularizó la residencia de 780.000 personas, y en el caso específico del Ecuador este Acuerdo 

permitió la regularización de la mayoría de la población migrante colombiana que representaba 

el 50% de migrantes; mientras que el 70%, de la población regularizada representaba 

poblaciones migrantes de Cuba, Perú y Haití (Ramírez, 2017, p.184).  

En esta misma línea, el Ecuador también se consolidó como un país de acogida en materia de 

refugio, ya que, en el contexto del Acuerdo MERCOSUR, otro de los objetivos en este 

instrumento internacional fue que, el Estado se establezca como un país de acogida para la 

población desplazada que comprendió el grupo de refugiados de Colombia que salieron de su 

país a causa del conflicto armado entre las fuerzas armadas colombianas, la guerrilla y las 

fuerzas paramilitares. Dando lugar a que para el año 2012 se encontraron 56, 398 refugiados 

de nacionalidad colombiana en el Ecuador (Ortega, 2011, p.55).  

Adicionalmente a este contexto del Ecuador como Estado receptor o de acogida, también se 

sumó el factor de vacancia laboral que estuvo determinado por la desocupación de ciertas 

plazas laborales que fueron dejadas por los emigrantes ecuatorianos durante el período de crisis 

económica (Sánchez, 2004, p.60). Lo cual implicó que, para el año 2004 en adelante se dé una 

adaptación de transición económica a partir de la crisis bancaria, con miras a atraer nuevos 
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agentes que ocupen esta vacancia laboral y a su vez fusionarlo con la nueva línea de 

intercambio y desarrollo, establecida en el Acuerdo Mercosur. 

Entonces el gobierno ecuatoriano al fusionar estos factores de vacancia laboral disponible 

hacia la población inmigrante internacional y el factor de intercambio y desarrollo que 

representa la migración en el contexto del acuerdo MERCOSUR, generaron la imagen del 

Estado ecuatoriano como un país receptor o de acogida al, facilitar el ingreso y regularización 

de flujos migratorios, y además  generar herramientas económicas para que la población 

migrante pueda mejorar su calidad de vida en el país receptor que ha escogido (Rosero, 2014, 

p.44).  

Pero ante este ámbito expuesto, también se empieza a generar un nuevo patrón en cuanto al 

carácter decisional de población migratoria en este caso de Latinoamérica, ya que para este 

punto no solamente se encuentra el factor de costo beneficio como elemento para mejorar la 

calidad de vida de los migrantes; si no que también de acuerdo al concepto desarrollado en la 

teoría migratoria de intercambio de información, entran en juego cuestiones sociales y 

culturales en la cual se puede entender a la migración a través de la formación de la experiencia 

migratoria de otros grupos migratorios (Jokish y Kyle, 2005, p.66).  

Por tanto, esta experiencia migratoria generada por este intercambio de información en la 

población migrante, concretó las decisiones al momento de realizar la actividad migratoria 

hacia un territorio determinado; en este caso el Ecuador, debido a que estas dediciones se dan 

a partir de la generación de toda una red de información de migrantes y sus experiencias 

migratorias en el país, en base a aspectos como: existencia de oportunidades laborales, menos 

dificultades estructurales de sobrevivencia y la integración en la sociedad receptora, 

configurando finalmente un patrón de decisión más preferente hacia al Ecuador, 

transformándolo en un país receptor (Sylva, 2011, pp.44-45).  

De modo que a partir de esta estructuración de información territorial entre países receptores 

y países emisores, se conforman redes sociales de intercambio de información migratoria cuyo 

contenido determinan la decisión de salir del país de origen a través del direccionamiento de 

aspectos de preferencia o de no preferencia para elegir dicho país en particular.  Por lo tanto, 

en el escenario del Estado ecuatoriano como Estado receptor y de acogida a causa de cuestiones 

políticas y económicas, éste se configura como un Estado de destino preferencial por parte de 
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la población inmigrante, al generar una percepción de estabilidad económica, preferencia 

salarial y plazas de trabajo disponibles; además de un enmarcarse como territorio de tránsito 

conveniente que permite el acceso a los otros territorios de América Latina (Ramírez y 

Ramírez, 2005, p. 76).  

De ahí que en este periodo de, transición de la crisis financiera, la adaptación a la dolarización 

en la economía, y la flexibilización de los territorios fronterizos que facilitaban el tránsito y 

circulación de los migrantes,  estas redes sociales de intercambio de información migratoria 

empezaron a construir la percepción del Ecuador como Estado receptor bajo la lógica de que 

el país necesitaba de fuerza de trabajo, a causa de la salida de sus nacionales, por la crisis 

económica ; además que también se vislumbró como preferencia , una oportunidad salarial con 

una moneda más fuerte que la de su país de origen, y también por la facilidad de integración a 

la sociedad ecuatoriana al compartir rasgos culturales comunes en cierta medida, y 

adicionalmente  la ventaja de movilización que permitía el territorio ecuatoriano a los grupos 

migratorios que se dirigían a  otros países receptores  (Thayer, 2016, p.5).  

Sin embargo, la consecuencia de esta percepción del Ecuador como país receptor también 

permitió la creación de figuras de subempleo y explotación laboral hacia la población migrante 

internacional, además de que no toda la población migratoria se encontraba en una situación 

regular en el país (Pedone, 2005, pp.107-108). Por tanto, de dicha afirmación en la que se 

considera al migrante como agente de desarrollo económico e intercambio cultural se puede 

concluir que, si bien un flujo migratorio podía residir y regularizarse ya sea de forma 

permanente o temporal en el Ecuador necesariamente esta población migrante debía aportar 

con algo en el país receptor o de acogida.  

De modo que al momento en que no se detecta esta aportación o productividad laboral o 

económica por parte de la población migrante, la flexibilización en la política migratoria se 

reduce a una gestión del flujo migratorio de tipo securitario dando como resultado a que el 

Estado diseñe el ordenamiento jurídico y la política pública migratoria bajo el enfoque de 

control migratorio, con el objetivo de limitar y condicionar el ingreso de la población migrante 

incluso si aquello vulnera derechos fundamentales reconocidos, como es el caso de la gestión 

del flujo migratorio venezolano en el Ecuador (Valle, Bolaños, y Rodríguez, 2018, p.226), 

fenómeno que será analizado a lo largo de esta investigación.   
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1.4. La inmigración venezolana 

A partir de la cronología correspondiente a los flujos migratorios, cabe mencionar que para el 

año 2015, se manifestó la ola migratoria de la población venezolana en varios países de la 

región Andina, siendo los principales países de destino Colombia, Perú y Ecuador; de tal forma 

que para el caso ecuatoriano al ser un Estado receptor y de tránsito, y de acuerdo a los datos 

recopilados por la OIM (2016) se evidenció que  2.4 millones de venezolanos salieron de su 

país para insertarse en otros Estados, siendo la elección principal el Ecuador (p.58).  

Para empezar este acápite en un primer momento cabe analizar, las causas que impulsaron a 

la migración de la población venezolana dentro del contexto de crisis humanitaria (Comisión 

Interamericana de Derechos Humanos, Informe de la situación en Venezuela, 2017, p.41), y 

de forma complementaria analizar las políticas aplicadas en el Ecuador ante este flujo masivo 

migratorio venezolano, con la finalidad de dilucidar la posición del Ecuador en la gestión de 

flujos migratorios. Todo esto en razón de identificar si existió un manejo dentro del ámbito 

garantista y de protección de los derechos de los migrantes o si se dio la aplicación del 

securitismo como método de restricción y limitación de la migración.  

Antes de pasar a señalar las causas que motivaron a la migración venezolana hay que detallar 

lo que sucedía en ese país, empezando en el gobierno de Hugo Chávez quien después del golpe 

de Estado surgido en el 2002 por el paro petrolero, tuvo una gran influencia en la economía 

del país,  puesto que desde al año 2004 hasta el año 2013 se produjo un Estado de bonanza por 

el alza de los precios del petróleo, lo cual provocó estabilidad económica hasta que se dio la 

muerte del presidente Chávez en marzo de 2013 (Ramírez, Linares, y Usache, 2019, p.4).  

Posterior a este suceso, el presidente Nicolás Maduro toma el poder en Venezuela y se dio una 

grave caída y baja en los precios del petróleo empezando la crisis económica del país, ya que 

dependía de forma directa de la exportación del petróleo, lo cual marcó el inicio de los 

movimientos migratorios en el país (Ramírez,et al., p.5). Puesto que, de acuerdo a lo analizado 

en puntos anteriores, estos sucesos se podrían materializar como factores de expulsión (push) 

o causas que motivaron a la población venezolana salir de su país. 

De lo señalado en el párrafo anterior se desprende que, la primera causa de la migración 

venezolana se dio en el contexto económico, ya que, ante un PIB en decrecimiento continuo, 

hiperinflación, y la devaluación de la moneda, como resultado de aquello, el país ya no tuvo 
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la capacidad para producir los productos necesarios o mucho menos importar los alimentos y 

productos de primera necesidad (Ramírez, et al.,  2019, p.8).  De tal forma que ante la crisis 

económica se evidencia un incremento en los índices de pobreza,6 lo cual impulsó a la 

población venezolana a buscar estabilidad económica fuera de las fronteras nacionales.  

Otra de las causas que determinó la inmigración venezolana, se enmarcó dentro del contexto 

político, ya que de acuerdo al informe de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(2017) el régimen de Nicolás Maduro destacó por representar un período de deterioro 

institucional del gobierno, las funciones estatales y, la injerencia y manipulación del ejecutivo 

en el ordenamiento jurídico con el objetivo de modificar la legislación a beneficio del gobierno 

de turno (pp.46-48).  

Por ello, a inicios de 2014 iniciaron las protestas contra el régimen de Nicolás Maduro que 

fueron lideras por el opositor Leopoldo López y la diputada Marina Collado quienes pedían la 

renuncia del presidente Maduro, el presidente no cedió a las exigencias de las protestas y 

procedió hacer uso de la fuerza pública policial y militar para apaciguar dichas protestas, 

generando un ambiente de conmoción interna y violencia en la población civil ante las 

ambiciones del gobierno actual para aferrarse al poder (Torres, 2018, p. 13).  

Estos sucesos de instabilidad política, violencia e inseguridad se configuraron como factores 

y motivos para que miles de venezolanos emigrasen hacia las distintas regiones de 

Latinoamérica en búsqueda de seguridad para sus familias y evitar las múltiples vulneraciones 

a los derechos humanos propiciadas por el régimen del presidente Maduro (Heredia, 2018, 

p.6).  

Por último, dentro de las causas sociales la razón y motivación principal de los venezolanos 

para salir del país fue la crisis en el sector alimentario, salud, educación y seguridad, ya que la 

preocupación general de población fue la falta de medicinas y la atención precaria en los 

hospitales por los múltiples apagones y la falta de agua potable; además de que a causa de la 

inflación y la devaluación monetaria la afectación en los salarios y el acceso a productos de 

                                                             
6 De acuerdo a lo analizado por la organización de Human Rigths Watch el sueldo básico de Venezuela no alcanza para 

comprar la canasta básica y para el mes de junio del presente año el sueldo básico incremento de 1 millón de bolívares a 3 

millones lo que equivale a 38$ lo cual no cubre al acceso a productos básicos (Torres , 2011, p.13).  
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primera necesidad dio como resultado la falta de acceso a los alimentos por parte de las 

familias para sus hijos (Torres, 2018, pp.17-18). 

En razón de aquello, las tasas de mortalidad infantil y materna producto de los escases de 

medicina y alimento para el 2016 representó el 18,61% en relación a muertes infantiles 

correspondiente a los primeros 5 meses de vida, incluso llegando a influenciar la movilización 

en los casos de mujeres embarazadas, puesto que estas decidieron abandonar sus hogares para 

poder dar a luz en territorios con atención medica más salubre y segura (Torres, 2018, p.19).  

De modo que, a partir de estas causas expuestas, la preferencia principal de la población 

migrante se encaminó hacia el Ecuador a causa de la flexibilidad y apertura, en materia 

migratoria; ya que ante la crisis suscitada en el vecino país la idea era auxiliar a los “hermanos 

venezolanos” a través de todos los mecanismos de protección y acceso a garantías y derechos 

fundamentales en base al principio de libre circulación de personas y reciprocidad entre los 

Estados (Ministerio de Relaciones Exteriores, Boletín de Prensa Nro.398, 2018, s/p). 

Es así que, a partir de este pronunciamiento de apertura de fronteras por parte del gobierno 

ecuatoriano, también se evidenció la utilización de otros mecanismos como,  la suscripción del 

Estatuto migratorio entre la República del Ecuador y la Republica de Venezuela (2011), 

instrumento internacional que permitió la regularización de la mayoría de ciudadanos 

venezolanos, a través del reforzamiento de la ciudadanía sudamericana como precepto de 

reciprocidad entre los países de la región andina, lo cual dio lugar a un incremento de  

migrantes venezolanos en el Ecuador , puesto que para el año 2017, 226,867 venezolanos 

residían en el Ecuador  tal como lo refiere el gráfico siguiente: 
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GRÁFICO III: 

Entrada y salida de migrantes venezolanos a Ecuador (2013-2017) 

 

Fuente: Ministerio del Interior 
Elaboración: Rosa Bolaños  
 

A través de los datos proporcionados por el Ministerio del Interior y el Ministerio de 

Relaciones Exteriores y Movilidad Humana hasta mediados de agosto de 2018 se puede 

apreciar una gestión de apertura y regularización del flujo migratorio venezolano bajo los 

principios contemplados en el Estatuto migratorio suscrito.  

Sin embargo, el Estado ecuatoriano transformó su política migratoria ante el incremento de 

migrantes venezolanos, llegando a emitir una declaratoria de emergencia en las provincias del 

Carchi, el Oro y Pichincha por contener el ingreso de transito migratorio venezolano (Ramírez, 

et al.,  2019, p.30).  

Al igual que en, la resolución Ministerial número 152, en la cual se estableció un Estado de 

alerta y la implementación de operativos para realizar acciones inmediatas requeridas para 

detener el ingreso de flujo migratorio irregular e inusual, dando como resultado la aplicación 

de lineamientos bajo criterios de control migratorio y de seguridad nacional (Resolución 

Ministerial Nro. 152, 2018, art.1). 

Como efecto de estas medidas se generó un impacto en el saldo migratorio venezolano, el cual, 

presentó un aumento en la salida y un decrecimiento en la entrada de la población migrante 

venezolana al Ecuador. Pues para el 2018 a partir de las medidas aplicadas por el gobierno 
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ecuatoriano salieron del país 21,171 migrantes venezolanos del Ecuador, tal como lo especifica 

el siguiente gráfico (Ramírez, et al.,  2019, p.33). 

GRÁFICO IV:  

Disminución de entrada y aumento de salida de migrantes venezolanos (2017-2018) 

 

Fuente: Ministerio del Interior 
Elaboración: Rosa Bolaños  
 

En ese sentido, a partir del análisis de las estadísticas y la gestión gubernamental ecuatoriana 

del flujo migratorio venezolano se pudo evidenciar que, en un inicio el gobierno ecuatoriano 

estableció facilidades de ingreso, tránsito y residencia a los inmigrantes venezolanos, pero a 

medida que aumentó la población migrante venezolana fue aplicando e implementando 

medidas encaminadas a limitar dicho ingreso, tal como también sucedió en el caso del flujo 

migratorio cubano.   

Por consiguiente, del análisis realizado en relación a los flujos migratorios internacionales en 

Ecuador, y el del flujo migratorio venezolano se pude colegir que, el tratamiento de dichos 

grupos migratorios se caracterizó por, la estructuración de una regulación migratoria 

improvisada y no planificada, desencadenando en la formación de un patrón de gestión 

migratoria que empezó a categorizar a estos flujos migratorios como posibles amenazas a la 
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seguridad y soberanía nacional, dando lugar a que la respuesta gubernamental sea el control, 

discriminación y exclusión de un grupo poblacional migratorio. 

1.5.Antecedentes legales de la regulación de la migración en el Ecuador 

 

1.5.1. Análisis de leyes de migración y extranjería: Emigración /inmigración 

Con respecto a lo desarrollado en los antecedentes históricos de la migración en el Ecuador, 

también cabe abordar en esta investigación hacia los antecedentes legales que regulan la 

migración en el país, ya que a través de este análisis se podrá identificar la influencia y los 

efectos de la normativa en diferentes contextos migratorios.  

Al detallar y describir la forma en que se regula la actividad migratoria en este acápite, se 

podrá visibilizar la tendencia del sistema jurídico ecuatoriano en la gestión de flujos 

migratorios, con la finalidad de verificar si dicha tendencia corresponde a una inclinación 

estatal y normativa enfocada a, una migración flexible y aperturista, o a una legislación basada 

en el control y rigidez que condiciona la circulación y residencia de flujos migratorios en el 

Ecuador. 

De ahí que, ante lo expuesto arriba, las primeras normas migratorias en el Ecuador datan desde 

el siglo XIX, como por ejemplo la Ley de Extranjería en 1886, y subsiguiente aquella, la Ley 

de Extranjería Extradición y Naturalización de 1892, estructurando en un primer momento la 

normativa desde el enfoque de aperturismo segmentado. Lo cual según el autor Jaques Ramírez 

(2013) consiste en los privilegios normativos que tiene ciertos grupos migratorios para entrar 

al país, cuyo desarrollo desembocó en la creación de una normativa segregativa, estructurada 

en razón de determinar a qué población o nacionalidad se da entrada, y que grupo poblacional 

se negaba dicho ingreso al país (p.12). 

Después con la Ley de Migración de 1938, bajo este paradigma de aperturismo segmentado se 

disponía que, si los extranjeros no representaban un beneficio para el país podían ser 

expulsados, lo cual implicaba que dentro de la normativa migratoria un extranjero tenía un 

tratamiento diferente. La razón de entrada al país dependía del nivel de productividad y el 

aporte económico que traería al Ecuador; caso contrario podía ser deportado (Ackerman, 2013, 

p.48). 
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También se identificó una tendencia similar en el Decreto Ejecutivo de migración de 1940 en 

el que se determinó la facultad estatal del control de inmigración, emigración y extranjería, 

bajo la idea de que se debía considerar como sospechosos a los extranjeros que entraban al 

país. Como consecuencia de aquello en el artículo 15 de este Decreto el Cónsul ecuatoriano 

debía visar los pasaportes de los extranjeros bajo la condición de que este se haya cerciorado 

de que no exsiste ninguna irregularidad en la conducta u otras cuestiones personales de la 

persona que va ingresar al país (Ramírez, 2013, p.18). 

De igual manera en el del Decreto 339 de 1941 se establecía el cobro por el otorgamiento de 

visas, además de la determinación de buena conducta de los inmigrantes, y quienes debían ser 

admitidos como migrantes deseables en contribución al Ecuador. Este proceso era realizado 

por la autoridad migratoria competente que admitía este criterio de moralidad en el marco de 

la subjetividad de que tipo inmigrantes eran deseables y quienes resultaban una amenaza para 

el país (Ramírez, 2013, p. 18).  

En los artículos 5 y 7 del reglamento de la Ley de migración de 1941 no se admitía a las 

siguientes personas: los expulsados de otros países, los analfabetos, los locos, dementes y los 

idiotas; los vagabundos; las prostitutas; los polígamos; los que adolecieran de enfermedad 

incurable o contagiosa para la salud pública; los que hubieren sido expulsados anteriormente 

del país (Ley de Migración, 1941, art. 5 y art.7). 

En esa misma línea en el año de 1971, la legislación migratoria se vinculó con lo desarrollado 

en el contexto de la Doctrina de la Seguridad Nacional, puesto que la influencia de estos 

postulados determinó, la utilización de la norma como un mecanismo de control y límite de 

ingreso del flujo migratorio, cuya finalidad era prevenir la entrada de posibles individuos 

peligrosos al país (Ramírez , 2013, p.20). Este hecho se exteriorizó mediante el registro de la 

población migrante, ya que el objetivo de la Ley de 1971 era la vigilancia de las actividades y 

ocupación de la población migrante en el país (Ley de Migración,1971, art. 10). 

Como primera apreciación de la tendencia normativa en materia migratoria, se pudo enviciar 

que, hasta el año de 1971, la legislación migratoria se caracterizó por la inclusión de actos 

normativos que consolidaron el sectarismo y la selectividad de la población migrante, ya que 

el aparataje normativo estaba construido para controlar, categorizar, y fichar a una persona 

migrante como “otro”, y como amenaza para el orden público del país.  
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Ante este esquema de control fronterizo y condicionamiento en el ingreso de flujos 

migratorios, como siguiente punto de esta investigación se desarrollará la transformación 

surgida el escenario de la Constitución del 2008, en base al análisis de la influencia del derecho 

a migrar y el principio de ciudadanía universal como preceptos rectores que están encaminados 

a maximizar el acceso, ejercicio, y protección de los derechos y garantías fundamentales hacia 

la población migrante (Zambrano, 2019, p.75). 

1.5.2. Constitución ecuatoriana de 2008: La inclusión del Derecho a migrar y el 

principio de ciudadanía universal 

 

La transformación del paradigma migratorio en el contexto de la Constitución de 2008 (en 

adelante CRE), se concibe dentro en un ámbito constitucional que rompe con los esquemas 

tradicionales del ordenamiento jurídico anterior, ya que como hito se determina el 

reconocimiento de garantías y derechos fundamentales manifestados de forma transversal en 

todos los niveles de gobierno y en todas las materias normativas (Grijalva, 2017, p.250). 

Es decir que este reconocimiento transversal de derechos y garantías se caracteriza por, la 

protección y promoción directa y progresiva de estos preceptos que se encuentran en un rango 

constitucional a efecto de aquello estas normas constitucionales, contienen un valor substancial 

que, da lugar a que todos los actos normativos y administrativos infra constitucionales deban 

supeditarse, ser coherentes. y concordantes con lo establecido por la Constitución e 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos, con la finalidad de proteger y hacer 

progresivos estos derechos fundamentales (Prieto Sanchís, 2009, pp.54-55).  

En el numeral 8 del artículo 11 se establece que el contenido de los derechos y garantías 

reconocidos en la Constitución, deben desarrollarse de manera progresiva en todos los niveles 

incluso en las políticas públicas con el objetivo de alcanzar el pleno ejercicio de estos (CRE, 

2008, Art. 11; numeral 8). De acuerdo al numeral 4 de mismo artículo ninguna norma jurídica 

puede restringir, menoscabar o limitar el contenido de los derechos y garantías constitucionales 

(CRE, 2008, art.11; núm. 4).   

En este contexto de transversalización y progresividad de derechos expuestos en la 

Constitución, el gobierno ecuatoriano se enfrenta con la realidad de regular el fenómeno 
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migratorio después de la crisis bancaría y además el manejo de flujos migratorios 

internacionales en el país.  

Así se empieza a desarrollar una estructura normativa que tiene como objetivo dar mayor 

protección y favorabilidad en el ejercicio de derechos fundamentales, para superar el 

antecedente de migración formado en el modelo neoliberal, el cual desatendía el ejercicio 

pleno de garantías y derechos fundamentales de la población migrante (Grijalva, 2012, pp. 60-

61). 

En ese sentido, la Constitución recoge como preceptos rectores: la incorporación del principio 

de igualdad, y derecho al libre tránsito y movilidad por el territorio, como mecanismo de 

optimización en los derechos de los migrantes. 

Empezando, por este precepto de igualdad en el art. 9 de la Constitución, se establece que las 

personas extranjeras que se encuentren en el territorio ecuatoriano tendrán los mismos 

derechos y deberes que los ecuatorianos; lo cual implica que no se puede limitar el acceso y 

ejercicio de derechos a una persona por su condición de nacionalidad (CRE, 2008, art. 9).  

También se incorpora el principio de no discriminación por condición migratoria, de acuerdo 

a lo establecido en el artículo 11 numeral dos se determina que todas personas son iguales y 

gozan de los mismos derechos, deberes y oportunidades. Por ende, nadie podrá ser 

discriminado por cuestiones de condición migratoria, condición, sexual o cualquier otra 

distinción que tenga por objeto menoscabar el ejercicio de los derechos (CRE, 2008, Art.11; 

núm. 2). 

Por tal razón, en base al principio expuesto anteriormente el Estado ecuatoriano tiene la 

obligación directa de prevenir y abstenerse de incurrir actos discriminatorios que vulneren los 

derechos de las personas en situación de movilidad humana, dando lugar que el Estado deba 

prestar especial protección a los derechos de las personas en movilidad humana, llegando a 

establecer un ejercicio de estos derechos fundamentales enmarcada en la igualdad formal y 

material (CRE, 2008, art. 66).  

De ahí que, englobando estos principios de igualdad, no discriminación, y el derecho de 

libertad de ingreso y salida del territorio ecuatoriano, en el artículo 40 se llega a incluir el 

derecho a migrar como facultad de todas las personas estableciendo además que, ningún ser 
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humano debe ser identificado o considerado ilegal por su condición migratoria (CRE, 2008; 

art. 40). De lo que puede llegar interpretarse que el derecho a migrar debería estar orientado al 

ejercicio integral de la libertad de tránsito por el territorio ecuatoriano, en un escenario de 

respeto, libre de discriminación y con un igual acceso y ejercicio a los derechos reconocidos 

en la Constitución  

Es así que, en el texto constitucional también se estipulan los principios de las relaciones 

internacionales reconociendo la exigencia del respeto a los derechos humanos con especial 

observancia a los derechos de las personas migrantes, todo esto en virtud de la aplicación del 

principio de ciudadanía universal como elemento transformador en la movilidad humana y las 

relaciones desiguales entre los países (CRE, 2008, Art. 416).  

1.5.2.1. Principio de ciudadanía universal 

 

El principio de ciudadanía universal parte de que todas las personas al llegar a un nuevo país 

tienen los mismos derechos que son inherentes aquellos que tienen la condición de nacionales. 

Por lo cual, este precepto se manifiesta como un cuestionamiento a la noción de ciudanía 

tradicional entendida como, el estatus jurídico-político dado por el Estado para el acceso y 

ejercicio de derechos políticos y civiles, desembocando en un desafío al Estado uninacional y 

homogéneo provocado por los flujos migratorios dados (Rodríguez y Navarro, 2012, p.55).  

De ahí que, los Estados si bien tienen la facultad de regular, controlar, y determinar los 

requisitos para ingreso y salida de migrantes bajo el precepto de soberanía nacional, también 

se debe tener en cuenta la protección de derechos de todas las personas independientemente 

del status migratorio en el que se encuentren.   

En ese sentido Rawls en la obra Law of Peoples, manifiesta que todos los seres humanos son 

sujetos de derechos universales, libres e iguales ante la sociedad y los Estados, reafirmando 

que la universalidad del derecho a migrar debe ser en la misma proporción igualitaria que los 

derechos de los que gozan los nacionales de un Estado (Rawls, 1993, p.40). 

Ahora si bien, la Constitución del 2008 establece este principio como un precepto para las 

relaciones internacionales en cuanto la promoción y protección de derechos de los migrantes 
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en la comunidad internacional, cabe analizar la formación de este principio desde varias 

posiciones teóricas, y a su vez explicar la influencia de dicho precepto en el derecho a migrar.  

En un primer lugar la formación del principio de ciudanía universal, se ve influenciado por lo 

expuesto por Kant, de acuerdo a las teorías de: la hospitalidad universal y Estado cosmopolita. 

De esta teoría de hospitalidad universal se analizó el respeto de los derechos del no nacional 

en cuanto a la observancia de máximas como la igualdad y libertad que tiene el extranjero ante 

los ciudadanos de un determinado Estado (Kant, 1933, p.26).  

Kant parte de que la tierra (extensión geográfica donde se ubica un país) es una propiedad 

común y por tanto no puede pertenecer a un hombre o Estado como propiedad privada, por 

ende, los extranjeros al transitar por esta extensión territorial común deben ser tratados 

hospitalariamente (Kant , 1933, p.27).  

Pero, para el contexto histórico en el análisis kantiano esta hospitalidad universal se entiende 

como una garantía para el intercambio comercial en relación a la superación de obstáculos 

fronterizos en los territorios para facilitar dicha actividad (Ayala, 2013, p.164). Por 

consiguiente, el extranjero debe ser protegido en la medida en que representa un beneficio en 

la optimización de tráfico comercial; por lo que Kant (1998) contextualiza esta primera 

aproximación de la ciudadanía universal de la siguiente manera:  

El derecho de hospitalidad, no obstante, es decir, la facultad de los extranjeros recién 

llegados no se extiende más allá de las condiciones de posibilidad para intentar un tráfico 

con los antiguos habitantes y aquellos que no representan este goce de propiedad o se ven 

desposeídos son confinados a su tierra natal, sin más derechos que sus bienes se los permitan 

(p.28).  

Siguiendo lo expuesto por el autor, es posible llegar a interpretar que, si bien los extranjeros 

en un principio gozan de esta hospitalidad universal, siempre están sometidos a las reglas del 

Estado que los acogió. Por tanto, si no representan un beneficio en la sociedad a la que se 

insertaron bajo las reglas del Estado pueden ser devueltos a su país de origen.  

En segundo lugar, Jürgen Habermas (1998) también realiza un análisis de la ciudadanía 

universal, a través del análisis de, la teoría del cosmopolitismo racional que parte de la 

siguiente premisa:  

Todo socio puede esperar que el beneficio que se deriva de las relaciones de intercambio 

con otros socios sea proporcional a los rendimientos que se producen con las interacciones 
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con sus allegados, por ello se justifica una reciprocidad entre los derechos y las obligaciones 

especiales que, por ejemplo, impide la discriminación de los inmigrantes (p.21). 

El cosmopolitismo que es abarcado por Habermas puede ser entendido como el resultado de 

un procedimiento discursivo que potencialmente pasa a ser una construcción universalmente 

inclusiva. Es decir, el cosmopolitismo es un proyecto de la modernidad que debe ir a la par 

con lo formulado por Kant en cuanto: a la unidad moral del género humano, para que como 

resultado se dé la máxima optimización de los derechos humanos, la cual encuentra su punto 

de materialización a través del mayor grado de participación de los ciudadanos en la toma de 

decisiones en diferentes niveles e instancias (Ayala, 2013, p.166).  

De tal forma que el cosmopolitismo racional es aquel que se da en este ámbito decisional 

combinado con la unidad moral del género humano que permite la aceptación de los 

inmigrantes al momento en que estos adoptan la cultura a la que se adhieren, por ello Habermas 

(1998) remarca esta práctica decisional y racional en la siguiente forma:  

El posible ciudadano debe desear y ser capaz de convertirse en miembro de esa particular 

comunidad histórica, de su pasado y de su futuro, de sus formas de vida y de las instituciones 

en las cuales sus miembros piensan y actúan. En una comunidad que valora la autonomía y 

el buen criterio de sus miembros esto obviamente, no es un requisito que exija la sola 

conformidad. Se requiere más bien el conocimiento del lenguaje y de la cultura, así como el 

reconocimiento de aquellas instituciones que fomentan la reproducción de ciudadanos 

capaces de un juicio autónomo y responsable (p.25).  

Por lo tanto, la teoría Habermasiana parte de la idea de un cosmopolitismo que fusiona la idea 

unidad de género humano y su instrumentalización en los derechos humanos, dando lugar a 

que los inmigrantes al llegar a una comunidad política y gubernamental nueva deben 

encontrase en la disposición de adecuarse y aprender de dicha cultura política.  Para que, como 

resultado, la migración se convierta en un factor que dinamice la perspectiva de la 

interpretación de la cultura política jurídica de un Estado en particular al momento en que 

cuenta con una nueva gama de ciudadanos e integrantes (Ayala, 2013, p.167).  

En tercer lugar, otro de los aportes para conceptualizar el principio de ciudadanía universal, es 

analizado por Ferrajoli (2001) quien aborda este precepto desde la desnacionalización de los 

derechos humanos, ya que para lograr la universalización de los derechos fundamentales de 

forma efectiva y progresiva debe superarse la idea de ciudadanía como una categoría 
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conceptual excluyente que se traduce a una forma de estatización de derechos fundamentales 

(p.21).  

Es decir que, estos derechos fundamentales deben estar reconocidos por un Estado en 

particular para ser protegidos para ello, se debe superar la conceptualización de ciudadanía 

desde su acepción tradicional en cuanto al acceso y disfrute de derechos fundamentales, puesto 

que desde la teoría de Ferrajoli se debe apuntar a la desnacionalización de los derechos 

fundamentales para equilibrar el acceso y ejercicio de derechos y garantías fundamentales de 

forma universal (Ayala, 2013. p.168).  

Por ende, la universalización en los derechos fundamentales y la adaptación del mismo en la 

categoría de ciudadanía debería obedecer a la desnacionalización con la finalidad de garantizar 

el acceso, goce, y ejercicio de libertades y derechos fundamentales independiente del estatus 

migratorio o de los requisitos y condiciones establecidos por los Estados.  

 En adición a aquello, Boaventura de Sousa también determina que se debe desarrollar una 

nueva teoría de ciudadanía con el fin de atender las demandas y efectos de la globalización en 

la población para ello, al igual que Ferrajoli el autor propone una desterritorialización con la 

finalidad de estructurar una convivencia más igualitaria y, que sea una directriz para el cambio 

de paradigma en observancia a la dignidad humana de todas las personas (Sousa, 1998, p.214).  

Pero a diferencia de Ferrajoli y Kant, Boaventura remarca que este proceso debe ser construido 

desde abajo, con el objetivo final de homogeneizar las cultura de los otros para llegar a un 

resultado emancipatorio en el que se refuercen los derechos humanos y que, la categoría de 

ciudadanía desde este enfoque responda a las necesidades y desafíos a los que se enfrentan los 

migrantes a causa de la ciudadanía hegemónica y nacionalizada de los Estados (Sousa, 2012, 

p.20).  

A partir del desarrollo de la ciudanía universal en diferentes posiciones y acepciones teóricas, 

Rainer Bauböck en un argumento similar también propone el cambio del concepto clásico de 

ciudadanía para implementar una política migratoria de integración en el ámbito de flujo 

migratorio hacia la sociedad receptora. Por lo que el autor, parte de la idea de que la ciudadanía 

es la primera categoría que marca la distinción entre insiders y outsiders, lo cual concreta esta 

colisión del concepto de exclusión de la ciudadanía y lo que debe ser un Estado democrático 

(Bauböck, 2006, p.17). 
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Por tanto, la ciudadanía según el autor Bauböck se manifiesta como: “un mecanismo de filtro 

para los Estados que adoptan este concepto como una facultad para imponer restricciones 

específicas para ciertas nacionalidades; exteriorizando dicha facultada como prerrogativa para 

determinar a quiénes abren sus fronteras y a quienes no” (Bauböck, 2006, p.20). 

De ahí que, para superar estas restricciones y filtros, Bauböck desarrolla la teoría de ciudadanía 

trasnacional como un nuevo concepto y paradigma frente al concepto clásico de ciudadanía 

configurada por, la formación de derechos que existen más allá de los estipulados en el Estado 

de origen.  Lo cual consiste en que, la salida del Estado de origen por parte de una persona 

debilita la concepción tradicional de sujeto de derechos del Estado-Nación, generando así un 

espacio mundial de ejercicio de derechos por parte de los migrantes en cualquier de país de 

destino que se haya seleccionado (Bauböck, 2006, pp. 21-22).  

El autor Wagbau (2012), también se suma al análisis en base a que, la ciudadanía en una 

categoría que puede ser susceptible de reformación con la finalidad de que se construya una 

política y ordenamiento jurídico de integración, ya que a partir de este principio no es que se 

genera la ideología de un control migratorio inexistente, o una apertura de fronteras absoluta 

(p.120).   

En base a lo expuesto en líneas anteriores, lo que se pretende con la inclusión del principio de 

ciudanía universal a partir de todas estas acepciones y nociones teóricas analizadas es que, 

todas las personas que llegan a un nuevo país tiene los mismos derechos que les son inherentes 

aquellos que tienen la condición de ciudadanos, de modo que por el estatus de sujetos derechos 

al menos se debe llegar a un disfrute de derechos fundamentales básicos (Wabgou, 2012, 

p.125).  

Ante este principio de ciudanía universal analizado desde el enfoque de diferentes aristas 

teóricas y además de lo estipulado en la Constitución de 2008, la estructuración normativa 

inferior y de la política migratoria debería estar enfocada, a la superación de la ciudadanía 

desde su acepción tradicional, y estar encaminada al reconocimiento integral de derechos 

fundamentales hacia la población migratoria en miras de lograr la integración de los 

inmigrantes al territorio ecuatoriano en un ambiente de respeto dignidad y libertad sin importar 

su condición migratoria o nacionalidad. Para ello en el siguiente punto se analizará la 
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normativa correspondiente a Ley Orgánica de Movilidad Humana con la finalidad de 

determinar qué derechos y garantías son reconocidos a la población migrante. 

1.5.3. Análisis de la Ley Orgánica de Movilidad Humana con relación a los Derechos 

y Garantías de los inmigrantes 

 

Una vez analizado lo referente al derecho a migrar y los derechos y principios fundamentales 

contenidos en la Constitución, cabe también detallar lo establecido por la Ley Orgánica de 

Movilidad Humana (en adelante LOMH), la cual en su primer capítulo empieza por determinar 

el objeto, principios, definiciones y finalidades en materia migratoria.  

Es así que de acuerdo al artículo primero de la LOMH se establece que, el objeto de esta ley 

es, la regulación del ejercicio de derechos, obligaciones institucionalidad y mecanismos que 

están vinculados a las personas en movilidad humana, categorizándolas entre, emigrantes, 

inmigrantes, personas en tránsito, personas ecuatorianas retornadas, personas que requieren de 

protección internacional, víctimas de delitos de trata y tráfico de migrantes, y sus familiares 

(LOMH, 2017, art. 1).  

De esta categorización realizada por el artículo 1 de la LOMH se puede interpretar que esta 

calidad de emigrante inmigrante o personas en tránsito se da o se obtiene una vez que la 

población migrante ha sido regularizada y ha ingresado ya al territorio, por lo que aún no se 

da un adecuado tratamiento a la realidad que representa la migración irregular.  

Por otro lado, en el artículo 2 se establecen los principios que rigen a la movilidad humana, 

entre ellos: la ciudadanía universal, la libre movilidad humana, la prohibición de 

discriminación, igualad ante la ley y no discriminación y el principio pro persona en movilidad 

humana, siendo este último el principio que define la forma de interpretación de los derechos 

de las personas en situación de movilidad humana; determinando que dicha interpretación, se 

debe realizar  en el sentido más favorable, incluyendo de forma expresa que el objetivo es que 

ningún requisito o procedimiento obstaculice  el ejercicio de los derechos en la población 

migrante ( LOMH, 2017, art.2).  

A través de este principio pro persona se optimiza la eficacia y aplicación de los demás 

principios y derechos contenidos en la ley y la Constitución,  siendo el caso de los principios 
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de igualdad, no discriminación y prohibición de criminalización, los cuales dan paso a que el 

Estado ecuatoriano refuerce ordenamiento jurídico y la generación de políticas públicas en 

razón de asegurar el máximo cumplimiento, disfrute y acceso a derechos fundamentales por 

parte de los inmigrantes, con la finalidad evitar que normas secundarias desarrollen criterios 

restrictivos y discriminatorios. 

Dentro de esta ley se definen las finalidades de la movilidad humana en la cual se establece 

como una de ellas, el desarrollar y regular el ejercicio de los derechos y obligaciones de las 

personas en movilidad humana, en conjunto con la normalización de ingreso, tránsito, 

permanencia, salida y retorno de las personas en movilidad humana que ingresen o salgan del 

territorio ecuatoriano (LOMH, 2017, art.4).  

Dando como consecuencia que, en base a esta normalización de las personas en movilidad 

humana, en el Artículo 3, se desarrolla una serie de definiciones de las distintas categorías 

migratorias las cuales en su generalidad dependen de la voluntad institucional del Estado para 

regularizarse y poder acceder y ejercer derechos dentro del territorio ecuatoriano (LOMH, 

2017, art.3).  

De igual manera en el capítulo III se desarrolla, lo relacionado a las personas extranjeras en 

cuanto a la definición de persona extranjera, los derechos y obligaciones de las mismas, 

enmarcado dicha definición de acuerdo a la condición migratoria de visitante temporal o 

residente, estableciendo de forma posterior los derechos que les corresponde a las personas 

extranjeras bajo el parámetro de libre movilidad humana responsable y migración segura 

(LOMH, 2017, art.44).  Lo cual significa que, para el ejercicio y goce de estos derechos 

establecidos en la ley, se de pasar por el filtro gubernamental de obtención de una categoría o 

condición migratoria en particular.  

En el Reglamento de la LOMH, se establecen los requisitos y procedimientos para lograr la 

regularización y normalización de la población migrante, en el artículo 18 del reglamento 

establece de forma expresa que la obtención de condición migratoria dentro del estatus de 

residente o visitante temporal es otorgado por el Estado lo cual se materializa a través de un 

permiso de permanencia en el país, incluyendo en esta misma línea el procedimiento de 

revocatoria de este estatus migratorio ( Reglamento a la LOMH, 2017, art.18).  
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A pesar de los derechos determinados en la Ley Orgánica de Movilidad Humana aún se 

presentan ciertas inconsistencias con los principios rectores correspondientes al derecho a 

migrar desarrollado en la Constitución, ya que partir de este análisis realizado tanto la ley como 

el reglamento de movilidad humana aun manifiestan la primacía y discrecionalidad estatal para 

autorizar y normalizar la condición migratoria como mecanismo de gestión de flujos 

migratorios y control fronterizo. 

Por ello es posible interpretar que, la estructura de la LOMH y su respectivo reglamento 

contienen normativa contraria a la Constitución en cuanto a progresividad de derechos, ya que 

esta normativa mantiene la discrecionalidad de los filtros burocráticos y controles migratorios 

por sobre los principios de ciudanía universal, igualdad y no discriminación. 

Entonces como conclusión de este capítulo, al analizar los antecedentes históricos y legales de 

la migración en Ecuador se podría afirmar que, el manejo y gestión de grandes flujos 

migratorios se manifiesta en una regulación migratoria ambivalente y contradictoria, puesto 

que como se vio en acápites anteriores, la política y normativa migratoria del Ecuador ante 

grandes grupos migratorios en inicio muestra  cierta buena voluntad como país receptor ,para 

cooperar  y garantizar libertades y derechos básicos hacia la población inmigrante 

internacional.  

Sin embargo, esta regulación contradictoria y ambivalente se presenta al momento en que se 

evidencia demasiada afluencia de personas inmigrantes en el país, dando como efecto a que 

esta buena voluntad política pueda ser reemplazada, y se transforma en una política y una 

normativa encaminada específicamente a limitar, condicionar y obstaculizar la migración. 

Todo esto en virtud de aplicar y utilizar medidas extraordinarias que legitiman y justifican un 

trato discriminatorio y vulneratorio de derechos fundamentales hacia los inmigrantes; lo cual 

para análisis del segundo capítulo se materializa en el fenómeno de securtización de la 

migración y positivismo selectivo, cuyo estudio permitirá identificar las paradojas y 

contradicciones existentes en el régimen normativo y gubernamental migratorio del Estado 

ecuatoriano.  
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Capítulo 2 

Análisis de las variaciones en la política pública migratoria y el derecho a migrar 

 

2.1. Antecedentes de la política migratoria ecuatoriana 

 

La gestión de la migración en el contexto ecuatoriano de acuerdo a los autores Eguiguren y 

Araujo se ha caracterizado por contener tendencias que politizan la cuestión migratoria (2009, 

p.2), lo cual derivó en la formación de ciertos períodos, en donde se pudo  evidenciar 

posiciones como, control fronterizo y a la población migrante, o a su vez el desarrollo de 

políticas migratorias para protección de migrantes nacionales en el extranjero y, por último, se 

desarrolló  una  política enfocada hacia  la apertura de fronteras e integración de la población 

migrante en el Ecuador como Estado receptor y de acogida (Eguiguren y Araujo, 2009, p. 4). 

En ese sentido cabe detallar, determinados períodos en los que se desarrolla la política 

migratoria ecuatoriana con el objetivo de identificar la tendencia contenida en la política del 

Estado ecuatoriano referente al tema migratorio.  

Para empezar, se analizará la política migratoria desarrollada a finales del siglo XIX, entre 

1938 hasta el año 1971, la cual se caracterizó por materializarse dentro de dos fenómenos: el 

aperturismo segmentado y la selectividad migratoria. 

Estos conceptos son acuñados por el autor Jaques Ramírez (2013) para definir una política 

migratoria que permitía el ingreso de ciertos grupos poblacionales al país en base a categorías 

como, la nacionalidad o un perfil aceptable de buena conducta en el Estado ecuatoriano, 

permitiendo contrastar el tratamiento de otros grupos poblaciones migrantes que no contaban 

con esas características; y por tanto se le impedía la entrada al país (p.15). 

Para iniciar con este enfoque de aperturismo segmentado, en la política migratoria 

correspondiente a los años de 1938 y 1940, este fenómeno se caracterizó por seleccionar a la 

población migrante que ingresaban al país, en base a criterios  de nacionalidad; de modo que 

grupos migratorios que provenía de países de la región andina, europeos, y norteamericanos 

gozaban de estos privilegios de recepción sin obstáculos burocráticos o normativos, puesto 
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que esta población migrante era consideraba como un grupo poblacional deseable y 

beneficioso dentro del país (Ramírez, 2013, pp. 15- 16).  

Por otra parte, en el caso de los inmigrantes de nacionalidad china, y aquellos que provenían 

de la región caribeña e incluso los gitanos, dentro de este enfoque de aperturismo segmentado, 

no gozaban de estas ventajas institucionales y normativas, por lo que fueron considerados no 

deseables y por tanto se les impidió la entrada al Ecuador (Ramírez, 2013, p.16).  

En una segunda etapa, para el período correspondiente a los años 60, el desarrollo de la política 

migratoria ecuatoriana se vio influenciada por la Doctrina de la Seguridad Nacional que 

reforzó este fenómeno de aperturismo segmentado al añadir otra condición para posibilitar el 

ingreso de inmigrantes, la cual estaba basada en la entrada de personas migrantes que 

manifiesten rasgos de buen comportamiento y que no perjudiquen el orden público del Estado 

(Ramírez, 2013, p.19).  

Producto de este condicionamiento influenciado por la doctrina norteamericana, la regulación 

de la entrada de migrantes al Ecuador se estructuró en base a un control poblacional de los 

inmigrantes, que estaba orientado a vigilar el ingreso, salida y registro de estas personas, todo 

esto en aras de proteger la seguridad nacional ante estos individuos potencialmente peligrosos 

(Ramírez, 2013, p.20).  

Bajo este programa político el aparataje institucional ecuatoriano se dedicó al fichaje de ciertos 

individuos (en este caso los inmigrantes) que representaban una amenaza o potencial amenaza 

para la seguridad nacional (Ackerman, 2013, p.54). 

Como muestra de este fichaje de inmigrantes, en los Decretos Ejecutivos de 1960,1958 y 1957, 

se realizó un censo de extranjeros con la finalidad de registrar información relativa al, 

domicilio, dirección y ocupación. Todo esto se realizó con el objeto de, identificar aquellos 

individuos que se encontraban dentro de los estándares del modelo de Estado u orden público, 

y por otro lado identificar aquellos que representaban una amenaza para el orden estatal, por 

las actividades a las que se dedicaban e incluso si se trataba de cuestiones ideológicas 

(Ackerman, 2013, pp.54-55).  

Con toda esta información que se recopiló a través del censo, ésta era remitida a la Dirección 

de Inmigración y Extranjería y a la Oficina de Estadísticas, debido a que estos organismos 
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tenían como función determinar si, la conducta y características de los inmigrantes que 

deseaban ingresar al territorio ecuatoriano se consideran aceptables o no. Como consecuencia 

de aquello, los migrantes que ingresaron al Ecuador fueron: hombres de ciencia, profesores y 

empresarios, mientras que aquellos inmigrantes no cumplían con este perfil de personas 

aceptables se le negaba su entrada al país (Ackerman, 2013, p.50).  

En base a esta política de los años 60 también se pudo evidenciar  regulaciones destinadas a la 

, verificación de actividad sospechosa o perfil sospecho de la persona inmigrante la cual fue 

estipulada por el Decreto 339 de 1994, puesto que, de igual manera facultaba a la receptación 

de información de conducta de la población migrantes a través de la Oficina de Estadísticas, 

además de que en este Decreto  también autorizaba a los  agentes de inmigración, a investigar  

la  conducta del extranjero con el objeto de asegurar su probidad antes de ingresar al territorio 

ecuatoriano (Ackerman, 2013, p.56).  

Por último, a partir del año de 1971 se desarrolló la política migratoria bajo el enfoque de 

migración selectiva, que de igual manera es conceptualizada por el autor Ramírez (2013) para 

evidenciar los períodos que definieron la categorización entre migrantes deseables y no 

deseables, con la particularidad de que en este concepto se da mayor importancia a los criterios 

de contribución al desarrollo económico, social y cultural al país, puesto que estos elementos  

condicionan la entrada o rechazo del migrante en el Ecuador. Lo cual se diferencia del 

concepto de aperturismo segmentado, cuyo contenido ser remitía exclusivamente a cuestiones 

de nacionalidad y conducta del migrante que deseaba entrar al Ecuador (p.21).  

Este enfoque de migración selectiva dividió a la población migrante entre aquellos que se 

radicaban en el país para realizar actividades lícitas y productivas y aquellos migrantes que no 

tenían animo de radicarse en el país, pero ingresaban de forma lícita (Ackerman, 2013, p.52).  

El Estado ecuatoriano a partir de esta política selectiva de la migración, llegó a consolidar 

mecanismos de categorización y discriminación del migrante como un “otro” extranjero en 

base a criterios que, personificaban a un migrante legal o un migrante ilegal.  Como efecto de 

esta categorización la política de Estado estaba orientada a la implantación de mecanismos 

normativos y burocráticos para vigilar a este individuo en caso de amenaza el orden y la 

seguridad del Estado (Ramírez, 2013, p.21).  
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Por otro lado, la política migratoria correspondiente a finales de los años 90 y principios del 

año 2000; hasta el año 2006, destacaron por contener una gestión migratoria encaminada al 

tratamiento de la ola emigratoria ecuatoriana en el extranjero producto de la crisis financiera 

en el Ecuador, puesto que la mitad de la población ecuatoriana se encontraba en países 

europeos para mejorar su estilo de vida y enviar ingresos a sus familias en el Ecuador. 

(Quiloango, 2011, p.8).  

Para el año de 1999 e inicios del año 2000, se impulsó el primer programa político para tratar 

la cuestión de población emigrante ecuatoriana en países europeos con mayor afluencia de 

población migrante ecuatoriana en este caso, España; debido a que este país acogió a más de 

la mitad de personas migrantes provenientes del Ecuador. Bajo el liderazgo del presidente 

Noboa, se estableció el Plan Migración, Comunicación y Desarrollo, cuyo contendido 

pretendía facilitar la movilización de la población migrante hacia España a través de la 

flexibilización en el requerimiento de visas y pasaportes para ingresar al país (Cortés, 2009, 

p.145).  

En virtud de que dicha política pretendía fomentar un plan de gobernabilidad de desarrollo de 

la migración, bajo la lógica de cooperación para el desarrollo que consistía en, dar plazas de 

trabajo a los emigrantes ecuatorianos, establecer un adecuado manejo de las remesas enviadas 

al país, y eliminar los índices de subdesarrollo a través un programa político bilateral que 

centraba a las personas migrantes como agentes activos de la economía (Cortés, 2009, pp.146-

147).   

Luego para el 2001 se instauró el Plan Nacional de Migrantes Ecuatorianos en el Exterior que 

tenía como objetivo principal la superación de dificultades que enfrentaban los ecuatorianos 

fuera del país. Además de que esto género un modelo de gestión de vínculos familiares y redes 

de compatriotas que se encontraban en territorios extranjeros, en adición aquello también se 

planteó como parte del Plan Nacional, la incidencia de las remesas en la economía ecuatoriana 

durante y después de la crisis bancaria (Ministerio de Relaciones Exterioires, Comercio e 

Integración y Subsecretaría de Asuntos Migratorios y Consulares, 2000, p.3).  

En este período, la política migratoria ecuatoriana apuntaba a la formación de la 

gobernabilidad de la migración con la finalidad de crear vínculos sociales políticos y 

económicos con los nacionales que se encontraban en el exterior; y de forma complementaria 
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aprovechar la entrada de ingresos económicos a partir de la cooperación y codesarrollo 

internacional con los Estados receptores de los flujos migratorios que salen del Ecuador 

(Cortés, 2009, p 90). 

En atención a la entrada de ingresos económicos a partir de las remesas enviadas desde el 

exterior se implementó el Programa de Ayuda, Ahorro e Inversión para los migrantes 

ecuatorianos y sus familias, acompañado del Plan de Retorno Voluntario instrumento que 

funcionó como un incentivo para el retorno de la población migrante ecuatoriana después de 

haber alcanzado cierta estabilidad económica e invertir dichas ganancias en el territorio 

nacional (Moncayo, 2011, p.34).  

De allí que para concretar esta política de protección de emigrantes ecuatorianos en el 

extranjero y la correcta utilización de remesas se plantearon objetivos como los siguientes: i) 

Procurar la regularización de los emigrantes que se encuentran condiciones irregulares ii) 

Procurar la concertación de acuerdo bilaterales para la regulación y ordenamiento de flujos 

migratorios, y iii) Proteger a las familias de los migrantes y propiciar su reunificación 

(Ministerio de Relaciones Exterioires, Comercio e Integración y Subsecretaría de Asuntos 

Migratorios y Consulares, 2001, pp.3-4).  

Como producto de estos objetivos la política migratoria de 1999 al año 2000 se consolidó en: 

la gestión del flujo migratorio ecuatoriano bajo una óptica de ganancias en base a la emisión 

de capital humano, la generación de vínculos con las familias que se quedaron y el 

aprovechamiento de las remesas enviadas por los emigrantes ecuatorianos en el extranjero. 

(Herrea, 2007, p.198). 

En la misma línea de la política migratoria anterior, para el año 2002 también se estableció el 

Plan “Bienvenidos a Casa” que destacaba por ser una estrategia institucional de la Secretaría 

Nacional del Migrante (en adelante SENAMI) y el PNDHM, para consolidar los vínculos de 

los ecuatorianos que se encontraban en territorios extranjeros con el Estado Ecuatoriano, a 

través de herramientas que permitían y viabilizaban el retorno de los migrantes, 

desarrollándose tres iniciativas como: el Programa de Vínculos, el Programa de Incentivos y 

Orientación personas para la Inversión Social y Productiva y el Programa Volver a Casa 

(Moncayo, 2011, p.35).  



57 
 

 
 

Todos estos planes tenían como finalidad asegurar el retorno voluntario de los migrantes 

ecuatorianos; y que además que, se garantice su reinserción económica y productiva en el país, 

a través de fondos de inversión para emprendimientos que tenían el objetivo de facilitar un 

retorno estable que posicione a los migrantes ecuatorianos como agentes de desarrollo en el 

territorio ecuatoriano (Moncayo, 2011, p. 36).  

Finalmente, para el 2006 se evidenció un cambio en la política migratoria ecuatoriana que 

empieza desde figura del candidato presidencial Rafael Correa (2009) quien planteaba lo 

siguiente:  

 La formación de una política integral que buscaba la vigencia de los derechos para los y las 

emigrantes, así como para los refugiados e inmigrantes. Esta política debe ser concebida como 

un mecanismo orientado a aportar el establecimiento de un nuevo modelo de desarrollo 

(Discurso del candidato en Santo Domingo). 

De este discurso se desprende que la  formación de la política migratoria se caracterizó por 

tres ejes: eje de acción en el campo social, en el campo político, y en el campo económico con 

la finalidad de promover la inmigración en condiciones regulares, consolidando como criterio 

transversal al ser humano, ya que al ser un sujeto pleno de derechos la situación migratoria de 

este no debe estar condicionada por cuestiones normativas o razones de control y soberanía de 

otro Estado destacando como principios rectores en materia migratoria: la igualdad, el respeto 

y la prohibición de criminalización del migrante7 (Nasimba, 2013, p.24).  

A partir de la promulgación de estos principios en el discurso político del ex presidente Correa, 

se evidenció el inicio de una política migratoria de Fronteras Abiertas caracterizado por ser un 

mecanismo estatal de optimización de relaciones internacionales de solidaridad y ayuda 

humanitaria a la población migrante; por lo que dentro de esta política se planteó también la 

regularización de migrantes peruanos y colombianos en el país (Montenegro, 2012, p. 48).  

Para el 21 de febrero de 2007, entró en vigencia el Acuerdo para regularizar la situación laboral 

y migratoria de nacionales del Ecuador y del Perú en la Región de Integración Fronteriza 

Ampliada, dando lugar que se inicien procesos de regularización migratoria y laboral dentro 

de los principios de igualdad, no discriminación, y dignidad humana. Lo cual implicó que la 

gestión de flujos migratorios debía estar apegada estos principios con la finalidad de prevenir 

                                                             
7 Dentro de su discurso el candidato determino como consigna de gobierno: no existen seres humanos ilegales 

(Correa, 2007, s/p) 
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actos normativos y administrativos que restrinjan dichos derechos y garantías fundamentales 

en la población migrante (Nasimba, 2013, p.38).  

Sin embargo, a pesar de los compromisos y el programa político de gratina y flexibilidad en 

materia migratoria, se puedo evidenciar que el ex mandatorio retomó el discurso de defensa 

de seguridad nacional a causa de la migración , ya que para este punto dicha seguridad  

supuestamente se encontraba amenazada por la migración colombiana, de tal forma que ante 

esto el ex presidente Correa (2009) llego a pronunciarse de la siguiente mañanera: “si uno va 

sumando el control en frontera, el pasado judicial a colombianos, el estado de excepción, Si 

unimos todo eso, la política es de control de aquellos que no son de aquí”. 

De acuerdo a este discurso por parte del ex mandatario se puede evidenciar la colisión y 

contradicción de estos derechos básicos que en primera instancia fueron reconocidos a la 

población migrante, para que luego sean reemplazados por un discurso de defensa de la 

soberanía nacional y la seguridad, al momento en que se da un tratamiento excepcional al 

hecho migratorio. Dando lugar a que en la política migratoria se promulguen actuaciones 

gubernamentales ambivalentes; es decir que en un primer momento establezcan: flexibilidad 

en controles fronterizos y requisitos migratorios de ingreso al país, para luego en una segunda 

instancia implantar técnicas estatales de migración selectiva que se activan cuando los flujos 

migratorios representan un problema de seguridad.  

Por lo tanto, del análisis cronológico relativo a la política migratoria ecuatoriana, que va desde 

1938 hasta el año 2006 e inicios del 2007 se puede evidenciar y concluir la existencia de una 

política pendular y contradictoria. Esto significa que, en determinados contextos sociales la 

migración se presentó como una ventaja que traía beneficios al país, por lo que los agentes 

estatales optaron por dotar a la población migrante de todas las facilidades, derechos y 

garantías básicas para que ingresen al territorio ecuatoriano.  

En cuanto la migración se manifestó como un problema para la sociedad y la seguridad del 

Estado, los agentes estatales transformaron esta política pública bajo mecanismos que 

refuerzan el control fronterizo y rigidez en los requisitos de ingreso y residencia en el país. 

Dando lugar a que coexista una gestión migratoria de doble naturaleza, por un lado, a través 

de una política de Estado totalmente aperturista, y por el otro una política absolutamente 

prohibitiva, sancionatoria y restrictiva.  



59 
 

 
 

De modo que para análisis del siguiente acápite se describirá la política migratoria a partir de 

la Constitución de 2008; todo esto con el objetivo de identificar si persisten estas prácticas de 

selectividad y condicionamiento de ingreso de flujos migratorios, o si se manifiesta como una 

política de Estado totalmente flexible y aperturista hacia la población migrante que quiere 

ingresar al país.  

2.2. La Constitución del 2008: supremacía constitucional como eje transversal en “la 

política migratoria de “puertas abiertas” 

 

La política migratoria a la luz de la Constitución de 2008 tiene su antesala en el  discurso 

político del ex presidente Rafael Correa, quien promulgaba la construcción de una política y 

gestión de la migración en base a la configuración de una institucionalidad que debía responder 

a la compleja necesidad y realidad de la población migrante, llegando a calificar dicha 

estructuración institucional como “una deuda a los exiliados de la patria por el fracaso del 

modelo neoliberal que los obligó a abandonar su país” (Nasimba, 2013, p.26). A raíz de dicho 

discurso se estableció que la política migratoria debería estar orientada hacia una visión 

integral y humanista fomentando a que se dé una nueva compresión del desarrollo en relación 

a las migraciones 

En base a aquello la institucionalidad del gobierno ecuatoriano situó como centro al migrante 

y sus derechos ; los cuales para este punto, constituyen la atención prioritaria del Estado, pues 

la lógica de esta política migratoria correspondía a un deber ser bajo el siguiente supuesto: si 

en la dinámica de la globalización existe esta la libre circulación de bienes y capitales, desde 

esta visión integral y humana del desarrollo también se debería garantizar la libre circulación 

de las personas y la protección de sus derechos en cualquier territorio del mundo (Nasimba, 

2013, pp.27-28).  

De ahí que, para el 20 de junio de 2008, se instauró la Política de “Puertas Abiertas”, que se 

basó en, el libre tránsito de personas, bajo la premisa de que, ninguna persona es ilegal y por 

tanto no debe ser discriminada por su condición migratoria; lo cual provocó que dicho 

postulado de gobierno se consolide como pilar fundamental en la actuación estatal y normativa. 

Esto quiere decir que, todas las actuaciones de los órganos estatales debían estar subordinadas 
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a los principios de igualdad, no discriminación y respeto hacia los migrantes (Ministerio de 

Relaciones Exteriores, Comercio e Integración, Boletín Nro. 398, 2008, s/p). 

En ese contexto, el paradigma en la política migratoria para el 2008, se configuró en la 

observancia y aplicación directa de los Derechos Humanos y Constitucionales como ejes 

transversales en la generación de políticas públicas en materia migratoria, puesto que el 

objetivo de esta aplicación directa estaba encaminada a superar prácticas estatales excluyentes, 

discriminatorias, y vulneratorias de los derechos básicos de las personas migrantes (Grijalva, 

2017, p.245). 

En relación a aquello, la SENAMI, en ese entonces órgano estatal encargado de definir y 

ejecutar la política migratoria plasmó como política de gobierno el Plan Nacional de Desarrollo 

Humano para la Migración (en adelante PNDHM), estructurando como contendido de este 

Plan la formación una la política de gobierno en materia migratoria teniendo como base lo 

establecido en la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos 

(Escudero, 2017, p.165).  

De modo que lo expuesto por el discurso político del ex presidente Rafael Correa en 

concordancia con la formación y ejecución de la política migratoria desarrollada por la 

SENAMI se adoptó como objetivo principal, la reivindicación del derecho a la libre movilidad 

a través de la generación de políticas encaminadas a dignificar el proceso migratorio  en base 

a la observancia y aplicación directa de los preceptos y normas contenidos en los en la 

Constitución e instrumentos internacionales de Derechos Humanos (Secretaria Nacional del 

Migrante, 2009, p.2).  

Por ello, la formación de la política de gobierno referente al tema migratorio, se centró en la 

búsqueda de coherencia, integralidad, e igualdad como mecanismos de progresividad de los 

derechos de los ciudadanos ecuatorianos en el exterior y los extranjeros que se encontraban en 

el territorio nacional. Todo esto a través del postulado común de reciprocidad en el que se 

determinó esta reivindicación de derechos y garantías por igual, independientemente de la 

situación de movilidad humana en la que se encuentre una persona (Escudero, 2017, p.176).  

De tal forma que para materializar esta coherencia, integralidad e igualdad en los derechos de 

la población migrante dentro del PDHM (2007-2010) se manifestaron 5 ejes que orientaron a 

la ejecución de la política pública migratoria:  
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1. No hay seres humanos ilegales. Existen prácticas ilegales que atentan contra los derechos de 

las personas.  

2. Se reconoce la labor fundamental que desempeñan cotidianamente las personas migrantes en 

el desarrollo económico y social de nuestro país y en los lugres donde residen actualmente.  

3. De la misma manera que reclamamos los derechos para nuestros compatriotas que viven en 

otros destinos, impulsamos el reconocimiento de los derechos de los inmigrantes que residen 

en nuestro país.  

4. El diseño, ejecución y evaluación de las políticas públicas migratorias son construidas sobre la 

base de los principios de corresponsabilidad y de complementariedad entre las instituciones 

del Estado ecuatoriano, las organizaciones sociales, los actores del hecho migratorio en 

coordinación con las sociedades de acogida  

5. Las relaciones con los otros Estados se construyen con base en el acatamiento a la legislación 

internación, bajo el principio de reciprocidad (Escudero, 2017, p.154).  

En complementariedad de los ejes trazados en esta política pública, también se viabilizó el 

desarrollo de la Agenda Nacional de Igualdad para la Movilidad Humana (en adelante 

ANIMHU), la cual se encargó de generar mecanismos para hacer transversales las políticas 

públicas en materia migratoria, en base al derecho a la igualdad y el respeto a las garantías de 

los grupos prioritarios de atención, en este caso la población migrante (Escudero, 2017, p.171). 

En ese sentido el objetivo de la ANIMHU fue la introducción de fundamentos éticos, políticos 

y teóricos que influenciaron el proceso y diseño de creación, aplicación, y evaluación en la 

transversalisalización de la política de puertas abiertas y trato digno e igualitario a los grupos 

migratorios, la cual se manifestó como directriz rectora en la política pública de movilidad 

humana (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, 2014, p.20).  

Adicionalmente en la ANIMHU también se evidenció como precepto principal el ejercicio de 

la ciudadanía universal como base en la política de Estado como herramienta para la 

eliminación de desigualdades que excluyen y discriminan a las personas en una situación de 

movilidad humana en particular (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 

Humana,2014, p.21).  

Por último, para concretar estos objetivos configurados en el programa de gobierno descrito y 

eliminar la generación de políticas y normativa discriminatoria y excluyente, también se este 

programa se enfocó hacia la construcción de una normativa secundaria que aplique y adopte 

directamente estos preceptos; debido a que según lo expuesto por la ANIMHU no se podía 

concebir en el ordenamiento jurídico la existencia de normas contrarias y restrictivas frente a 

los derechos y garantías de los migrantes. Por ello, para evitar estas contradicciones e 
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incoherencias también se expuso estos linimentos para generación de política y normativa en 

materia migratoria: 

i) Las políticas públicas sobre movilidad humana deben formularse a partir de un enfoque 

basado en derechos y de desarrollo humano, que ponen en el centro del proceso de 

planificación a los seres humanos, permitiendo identificar inequidades de origen nacional 

y condición migratoria.  

 

ii) El proceso de planificación, en todas sus fases debe contemplar la universalidad, la 

inalienabilidad y la interdependencia de los derechos, la igualdad, y no discriminación, la 

participación e inclusión de la población migrante.  

 

iii) El diseño, la ejecución y la evaluación de políticas públicas sobre movilidad humana deben 

construirse sobre la base de los principios de corresponsabilidad y de complementariedad 

entre los Estados, las instituciones del Estado ecuatoriano, las organizaciones sociales y 

los actores de movilidad humana, y principalmente con la corresponsabilidad de nacionales 

y extranjeros en el Ecuador (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 

Humana,2014, p.22).   

 

En base a lo estipulado por la ANIMHU y el PNHDM, la política pública en el contexto de la 

CRE de 2008, se basó en el diseño de una institucionalidad y normativa integral, coherente y 

de corresponsabilidad en el hecho migratorio, llegando a implantar como un compromiso de 

Estado la protección y progresividad de derechos fundamentales de las personas migrantes en 

el territorio ecuatoriano.  

De tal forma que para materializar este compromiso del gobierno ecuatoriano, en cuanto a la 

protección y progresividad de derechos hacia la población migrante, estos programas y 

agendas de política pública migratoria debían, estar concebidos en miras a fortalecer el 

desarrollo progresivo y material de derechos y garantías básicas a través de actuaciones 

administrativas que reflejen un nivel integral de coherencia y concordancia con lo establecido 

en la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos (Zambrano, 2019, 

p.75).  

En un contexto similar a la política pública anteriormente descrita, en el Plan Nacional de 

Desarrollo o también conocido como Plan “Toda una vida”, correspondiente al periodo 

presidencial de Lenin Moreno, también se determina de forma similar el reconocimiento 

inalterable de estos derechos fundamentales sin discriminación alguna. Todo esto con el 

objetivo de eliminar toda práctica discriminatoria, xenófoba, o violenta en contra de las 

personas migrantes (Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017, p.56).  
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En aras de eliminar dichas prácticas discriminatorias y velar por el cumplimento de derechos 

fundamentales de los migrantes, el Estado asume tres obligaciones básicas que corresponden 

a: respetar, proteger y realizar (Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017; p.47). 

La obligación de respetar implica que, el Estado no debe vulnerar estos derechos 

fundamentales, de modo que, en la obligación de proteger debe vigilar que no se vulneren 

dichos derechos y,  es así que finalmente  en la obligación de realizar, el Estado debe actuar 

como ente garante para asegurar el cumplimento integral de los derechos fundamentales, 

especialmente en los grupos de atención prioritaria, en este caso los inmigrantes (Secretaría 

Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017, pp.57-58).  

A partir de estos ejes en este Plan de gobierno también se establecen ciertos objetivos para 

prevenir y superar estas prácticas discriminatorias. El objetivo 1 contenido en este Plan, 

determina la garantía de una vida digna con iguales oportunidades para todas las personas, en 

las mismas condiciones y oportunidades para que puedan alcanzar su proyecto de vida 

independientemente del grupo o clase social a la que pertenezcan, salvaguardando de igual 

forma la garantía de igualdad de oportunidades en el ejercicio y acceso de derechos humanos 

básicos (Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017, p.57).  

De forma similar en el objetivo número 2 se plantea la afirmación de la interculturalidad y 

plurinacionalidad, como mecanismo para la revalorización de identidades diversas, 

estableciendo, así como compromiso del gobierno ecuatoriano, la construcción y 

fortalecimiento de una sociedad sin discriminación,  por cuestiones de etnia, cultura o por 

situación de movilidad humana; que puede ser exteriorizado por medio de la generación de 

medidas alternativas y de reparación que permitan la estructuración de una sociedad inclusiva 

y tolerante en el marco de las relaciones de identidades y culturas diferentes (Secretaría 

Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017, p.61).  

Esto conlleva también a que se plante como objetivo la formación del sentido de identidad 

plurinacionalidad y multiculturalidad superando la construcción nacionalista, puesto que el 

Estado también debe garantizar y efectivizar un espacio territorial y social de intercambio 

intercultural e intergeneracional, salvaguardo el respeto y la promoción de los derechos de las 

personas en situación de movilidad humana (Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 

2017, p.62). 
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En complementariedad con lo expuesto anteriormente, en esta misma línea el objetivo 9 

referente a la garantía de soberanía y la paz, en adición al posicionamiento estratégico del país 

en la región y el mundo, señala la importancia de la integración regional y la ciudadanía 

universal, como mecanismo de promoción de la institucionalidad para garantizar el 

seguimiento y cumplimento de los instrumentos internacionales y los derechos de las personas 

en situación de movilidad humana en el territorio nacional y en el exterior (Secretaría Nacional 

de Planificación y Desarrollo, 2017, p.104).  

En observancia de estos objetivos contenidos en el Plan “Toda una vida” y a través de lo 

descrito en la política migratoria de la Constitución  de 2008,  se desprende la consolidación 

de un compromiso gubernamental dirigido hacia  la formación de una institucionalidad y 

ordenamiento jurídico, que tenga como fin la eliminación toda forma de discriminación;  y 

además la inclusión e integración de la población migrante a la sociedad ecuatoriana a través 

del goce y ejercicio de  derechos dentro de un contexto de igualdad de oportunidades y vida 

digna (Secretaria Nacional de Planificación y Desarrollo, 2017, p.110). 

Como punto final de este acápite es posible afirmar que la política migratoria a lo largo de la 

Constitución de 2008, representa un cambio de paradigma que rompe el esquema en la gestión 

de flujos migratorios; puesto que a través de la aplicación directa de los preceptos 

constitucionales y lo establecido en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos,  

las actuaciones gubernamentales de todos los órganos de la administración pública en materia 

de movilidad humana tienen como deber último la protección y promoción de derechos y 

garantías fundamentales en igualdad de condiciones, como si se tratara de un nacional 

ecuatoriano.  

Al igual que en el caso del primer capítulo8, al momento en que estos preceptos políticos de 

puertas abiertas y libre movilidad humana llegan a representar ciertos desafíos, este programa 

político empieza a tener  un revés y cambia cuando la migración se ve como un asunto 

insostenible que genera inseguridad, problemas económicos; y  que por tanto debe ser 

controlado y limitado. 

                                                             
8 En el primer capítulo se identificó que, al momento de existir dificultades en el tratamiento de flujos migratorios 

masivos como: el colombiano y cubano, el Estado ecuatoriano empezó a implementar medidas drásticas y 

condicionamientos en el ingreso de inmigrantes, puesto que el objetivo era disuadir y limitar la entrada de 

migrantes al país.  
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Bajo lo descrito y analizado en los antecedentes de la política migratoria ecuatoriana y lo 

relativo a los antecedentes legislativos en materia migratoria que han sido detallados en el 

capítulo anterior, el próximo acápite tiene como finalidad identificar de forma material y 

concreta este cambio tanto en la política de gobierno como en la normativa migratoria 

ecuatoriana. Lo cual es posible a través de la verificación individualizada de discursos y actos 

normativos contradictorios, cuyo contenido desemboca en la implementación de femémonos 

como: securtización de la migración y positivismo selectivo que se posicionan como 

mecanismos que posibilitan la generación de un régimen que justifica medidas y prácticas 

discriminatorias, que para el caso de esta investigación están dirigidas específicamente a la 

población inmigrante venezolana.  

 2.3. Contradicciones en la política pública y normativa migratoria ecuatoriana: análisis 

de la adecuación de la securtización y positivismo selectivo en la regulación migratoria 

 

La política migratoria ecuatoriana de “Puertas Abiertas” promulgada en el año 2008, fundó un 

cambio de paradigma en materia migratoria, poniendo en debate la idea tradicional del control 

de fronteras y la soberanía nacional de los Estados, a través de la gestión de flujos migratorios 

con observancia y respeto de derechos fundamentales de los migrantes, con la finalidad de 

evitar prácticas discriminatorias, y fomentar la integración total de la población migrante en la 

sociedad. 

En ese contexto, esta política migratoria se vio influenciada por el aspecto positivo dentro del 

concepto ideal o del deber ser de  la globalización establecido en la flexibilización de fronteras 

para fomentar el intercambio económico, cultural y político, lo cual implica que la política 

migratoria en este ámbito tenga una gestión “más humana”; es decir en beneficio de la 

población migrante a través de la facilitación de movilización e ingreso a un país receptor o de 

destino para cumplir con su proyecto de vida. 

Sin embargo, al momento en que el Ecuador como país de destino evidencia una gran carga 

poblacional producto de grandes olas migratorias: como las ya analizadas en el capítulo 

anterior da como efecto que el programa político ecuatoriano cambie; desembocando esta 

transformación en, la   formación de la política pública y normativa migratoria direccionada 

hacia dos fenómenos en particular: por un lado el proceso de securitización y,  por otro lado el 
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proceso de positivismo selectivo, cuyo objetivo es frenar y limitar el ingreso de estas olas 

migratorias, en aplicación de medidas extra ordinas que llegan a vulnerar los derechos y 

garantías de los inmigrantes.  

Ante esta transformación de la política y normativa migratoria a causa de la presencia del 

securitismo y positivismo selectivo en este acápite se desarrollará la formación de dichos 

fenómenos, conceptualizado cada una de sus etapas y elementos, desde un ámbito netamente 

teórico; para luego de forma posterior identificar  paradojas y contradicciones existentes en la 

normativa y política pública migratoria ecuatoriana, debido a que estos fenómenos actúan 

como mecanismos de límite y contención de la ola migratoria venezolana en el país.  

2.3.1. Análisis del proceso de securtización de la migración: etapas y elementos 

 

Para entender, el proceso de securitización es necesario detallar el contexto teórico y mundial 

que conlleva este fenómeno, ya que de forma posterior se podrá identificar su relación con el 

hecho migratorio.  

El primer elemento de este proceso se enmarca en la determinación de objetos y asuntos a 

securitizar, la cual consiste en la ampliación del concepto de seguridad y los asuntos que pasan 

a ser prioritarios dentro de dicho concepto; todo esto en virtud de formar un marco de actuación 

de los poderes estatales frente un problema en particular, en este caso la migración (Perelló, 

2018, p.276).  

Inicialmente, la seguridad nacional radicaba en la capacidad de los Estados para proteger la 

integridad territorial ante amenazas externas, de modo que en un primer momento la 

determinación de objetos y asuntos a securitizar estaba relacionado con la capacidad militar 

del Estado para salvaguardar su territorio de amenazas externas, ante un conflicto bélico 

(Perelló, 2018, p.277). 

Luego en el contexto de la Guerra Fría a raíz de la reestructuración del orden mundial entre 

los bloques capitalista y comunista se denota una ampliación del objeto u asunto a securitizar, 

ya que para este escenario se establecía como asunto de seguridad nacional, la protección del 

modelo de Estado ante el avance del régimen comunista en el hemisferio occidental; 
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priorizando así la detección de filtraciones comunistas en el gobierno como un asunto de 

seguridad nacional que requería medidas inmediatas y extraordinarias (López, 2013, pp.33-4). 

Más tarde, en la modernidad se identifica otra ampliación en el objeto a securtizar, el cual se 

da a partir de los ataques terroristas en Inglaterra, España y Estados Unidos, siendo este último 

el que determinó la transformación de la agenda mundial de seguridad, ya que instauró como 

compromiso internacional por parte de todos los Estados combatir el terrorismo, y otras formas 

de criminalidad como: crimen organizado, narcotráfico y tráfico de personas (Magliano y 

Clavijo, 2011, p.151). 

A partir de los ataques terroristas suscitados en estos países, se amplía el concepto de seguridad 

nacional vinculando todas estas nuevas formas de criminalidad directamente relacionados con 

la movilización de grandes flujos migratorios, pasando estos a ser asuntos prioritarios para la 

seguridad nacional de los Estados y a su vez introduciendo dicho compromiso internacional 

dentro de los discursos políticos a nivel mundial como forma de gobernabilidad en el contexto 

de la globalización (Clavijo, 2017, p.21).  

En esta primera etapa se pude evidenciar que las problemáticas o realidades que pasan a ser 

asuntos de seguridad nacional devienen de la generación de nuevos riesgos y amenazas que se 

generan en un contexto en particular (Valle, et al., 2018, p.194).  

El sociólogo Ulrich Beck (1998) denomina a la creación de estos nuevos peligros y amenazas 

en el fenómeno conocido como sociedad de riesgo, ubicando estos nuevos riesgos y amenazas 

como producto del aprovechamiento de las ventajas dadas por la globalización; ya que para el 

autor se liberan fuerzas destructivas que ponen en peligro el orden y seguridad establecido en 

una sociedad (p.26).  

En adición aquello Ulrich Beck (1998) aporta con la característica de superación de riesgo, 

como elemento que justifica la incorporación de nuevos peligros a la gama de actuación de la 

seguridad nacional, ya que, a través de este elemento, estas nuevas amenazas se tornan 

relevantes al manifestarse como problemáticas incontenibles e incontrolables para la gestión 

gubernamental tradicional, requiriendo así un tratamiento más drástico y extraordinario (p.27). 

Una vez que se llega a determinar una nueva amenaza, que además posee esta característica 

de incontrolable e incontenible para el Estado, se habilita el rol reaccionario o combativo del 
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Estado frente a una fuente de peligro en particular, que debe ser eliminada, para así devolver 

el orden y a paz que fueron alterados (Diez Ripolléz, 2005, p.5).  

Este rol reaccionario del Estado se enmarca dentro de lo establecido por el modelo trans 

personalista:  en el cual priman los intereses colectivos para la construcción del bien común, 

incluso si aquello implica sacrificar o suprimir ciertas garantías y derechos fundamentales en 

aras de garantizar la protección de dicho bien común (García, 1966, p.18), que para el caso de 

estudio es la seguridad u orden público ante el fenómeno migratorio.  

De lo cual, se puede concluir que para esta primera etapa del proceso de securtización, el objeto 

u asunto a securitizar es la gestión de flujos migratorios masivos, ya que estos representan un 

problema de seguridad y orden público al momento en que son vinculados directamente con 

actividades delictivas transnacionales terrorismo y narcotráfico, dando lugar a que este 

problema o amenaza adopte la cualidad de incontrolable e incontenible para las estructuras 

estatales (Thayer, 2016, p.112).  

Acto de seguido de aquello, el Estado activa como plan de contingencia, la adopción de un rol 

combativo y reaccionario para enfrentar esta fuente de peligro (Taureck, 2006, p.60), que para 

el caso de este acápite es, la migración; todo esto en razón de prevenir el ingreso de individuos 

peligrosos que se enmarcan como factores directos en la afectación de la seguridad y el orden 

público, inclusive si aquello desemboca en la aplicación de medidas restrictivas y vulneratorias 

de derechos fundamentales (Perelló, 2018, p.278).  

La siguiente etapa del proceso de securtización se enmarca en a la retórica de la seguridad o 

“Speech Act”, la cual se caracteriza por el discurso de las elites políticas que desarrollan una 

retórica encaminada a categorizar e identificar sectores u objetos que deben ser tratados como 

urgentes (Taureck, 2006, p.113). 

A través de una proclamación enfática y de priorización de ciertos conflictos sociales, estas 

elites políticas se consolidan como actores securtizadores que manifiestan ante el público la 

existencia de supuestos peligros o amenazas, que necesariamente deben ser combatidos y 

eliminados (Perelló, 2018, p.279).  

En este contexto, la migración alcanza esta categoría de extraordinario y prioritario al 

momento en que los gobiernos de turno materializan un discurso que vincula a la migración 
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directamente como un problema que afecta a la seguridad nacional y a la soberanía del Estado; 

llegando a influir en la opinión pública y en la ideología fortaleciendo la imagen de la 

migración y los migrantes como potencial amenaza en la sociedad; tal como lo refiere Verdes- 

Montenegro (2015): 

Los discursos reproducidos dentro de las esferas del poder político, se basan en el mero hecho 

de señalar un determinado asunto y calificarlo como una amenaza, se asocia a una racionalidad 

específica cargada de poder simbólico que da forma a un posicionamiento en base al binomio 

amigo / enemigo- legal /ilegal, en el cual se legitima el uso de los medios necesarios para 

acabar con esta amenaza de forma urgente ya que pone en riesgo la vida de una o varias 

personas de una comunidad (p. 117). 

Entonces, el autor determina que es fundamental señalar con precisión la naturaleza, impacto 

e incidencia de estas amenazas para influir en el colectivo social del Estado, remarcando 

además; la importancia de las fuerzas políticas como actores securitizadores que toman las 

decisiones y definen el ordenamiento y las políticas migratorias en función de sus tendencias 

e intereses particulares, coadyuvando  a construir en el imaginario colectivo a la migración 

como a un problema de seguridad que debe ser tratado (Valle, 2012, p.17).  

En ese sentido, el discurso político aplicado a la migración es empleado para aumentar la 

inquietud y la alarma en la en la población reforzando esta idea de peligrosidad de la migración, 

así en palabras de Weaver (1998) “algo es un problema de seguridad cuando las elites declaran 

que así sea” (p,6). Lo cual provoca que dentro de esta etapa se cuente con el elemento de 

movilización securtizadora, que se da al momento en que la sociedad al ser receptor de este 

discurso de peligro y amenaza, acepta, facilita y legitima al Estado para que utilice mecanismos 

excepcionales, incluso si aquello contraria el sistema de garantías y libertades establecidos 

(Perelló, 2018, p.281).  

Como consecuencia de este discurso político dentro del colectivo social se forman posturas y 

percepciones hostiles hacia la población migrante, así el colectivo social en un primer nivel  

percibe al migrante como una amenaza socio económica, ya que a causa de las crisis 

económicas y la falta de trabajo el discurso político se encarga de generar la idea  de los 

migrantes como competidores desleales en la ocupación de plazas laborales, generando ya un 

sentimiento de rechazo y discriminación en la sociedad (Domenech, 2017, p.21). 

En un segundo nivel a través del discurso político se asocie la idea del inmigrante como 

delincuente y como principal foco de la inseguridad y de la violencia que existe; debido aquello 
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esta movilización securtizadora exige al Estado la utilización de medidas para prevenir todos 

estos conflictos derivados de la migración (Domenech, 2017, p.22).  

La tercera etapa en el proceso de securtización, la cual consiste en activar y utilizar 

mecanismos extraordinarios y excepcionales para tratar la problemática de la migración 

(Taureck, 2006, p.115).  Esto es emplear instrumentos excepcionales que están encaminados 

a transgredir los procedimientos ordinarios y garantías normativas para tratar la amenaza ya 

cimentada en las instituciones políticas del Estado y en el colectivo social en este caso la 

migración; que se configura como la amenaza que desafía a la soberanía y orden público del 

Estado debiendo esta ser eliminada a toda costa y por cualquier medio (Perelló, 2018, p.287).  

A criterio de Buzan (1998) esta etapa que se da dentro del ámbito de la excepción, se manifiesta 

de la siguiente manera:  

En base a esto un tema se convierte en un problema de seguridad, cuando un fenómeno 

representa una amenaza existencial para un objeto referente. Consiguientemente, la 

securitización se dará cuando con el objeto de frenarla, se apliquen medidas de emergencia y 

acciones que sobrepasen los límites normales de los procesos políticos (pp.21-23). 

De acuerdo a lo expuesto por el autor, la securtización permite entender como en los 

ordenamientos y políticas públicas de ciertos países, la migración  pasa de ser un tema de 

política ordinaria a un asunto que justifica la implementación de medidas urgentes, ya que a 

través de los conceptos de seguridad derivados de la sociedad de riesgo, se llega plantear como 

medida del Estado la relación de la migración y la seguridad nacional a través del desarrollo 

de políticas de miedo que incorporan mecanismos de contención y restricción de la migración, 

llegando incluso a vulnerar derechos fundamentales de migrantes con la pretensión de hacer 

frente a la amenaza que representa la migración (Perelló, 2018, p.290).  

De modo que, en primera instancia, la movilidad humana, antes considerada como un 

fenómeno económico, demográfico y, laboral pasa a ser reubicada en el ámbito de un riesgo 

real, latente, o probable favoreciendo a la formación de una gestión de la migración propia de 

un Estado de excepción como lo indica Agameven (2005) 

El Estado de excepción ha alcanzado hoy su máximo despliegue planetario. El aspecto 

normativo del derecho puede ser así impunemente obliterado y contradicho por una violencia 

gubernamental que, ignorando externamente el derecho internacional y produciendo 



71 
 

 
 

internamente un estado de excepción permanente, pretende sin embargo estar aplicando el 

derecho (pp.155-156). 

De allí que, retomando las características de las fases anteriormente explicadas, dentro del rol 

combativo del Estado frente a la migración, la normativa y política pública gubernamental, en 

esta materia amplían la facultad de actuación de los órganos estatales para combatir este 

problema llegando a plantear la tecnificación de instrumentos de vigilancia y control 

migratoria (Joao, 2012, p.591). 

El resultado de lo analizado es, el aumento de requisitos y condiciones para ingresar al país 

como: visas, pasaportes, pasado judicial, entre otros; marcando así a la población migrante 

como legales e ilegales dentro del territorio, reforzando aún más esta percepción de amenaza, 

tal como lo específica Massey (2012):   

Al categorizar al inmigrante como amenaza se crearon en la sociedad espacios excluyentes, 

en los cuales se originó el despertar de un electorado y la puesta en marcha de leyes restrictivas 

a la inmigración y políticas más duras en la frontera, que aumentaron el número de detenciones 

de inmigrantes y justificaron nuevas restricciones y acciones en la aplicación de la ley 

migratoria (p. 212). 

Estas nuevas restricciones y acciones que señala el autor repercuten inclusive en la ley 

migratoria llegando a elevar el ámbito sancionatorio del derecho reforzando esta calidad de 

ilegalidad o irregularidad del migrante en un país receptor, al punto de privar y restringir los 

derechos fundamentales de los migrantes por razones de seguridad nacional y orden público 

(Ramírez, 2018, pp.12-13). 

Adicionalmente, se evidencia que este concepto es utilizado como una técnica para gestionar 

los flujos migratorios, en el cual se convierte al tema migratorio en un problema, el cual debe 

ser incluido en la agenda nacional de forma urgente; además de que se deben activar 

mecanismos e instrumentos para que enfrentar este nuevo problema; incluso si aquello implica 

sacrificar y limitar libertades y derechos básicos.  

A través de la securtización se facilita la utilización dichos mecanismos en un campo de 

excepcionalidad y de emergencia que permite la selectividad de las migraciones; pues al 

trasladar el tema migratorio dentro de un ámbito urgente y prioritario, las instituciones 

gubernamentales poseen la discrecionalidad y facultad de categorizar a las personas deseables 
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y no deseables; a quienes se les condicionará su entrada o permanecía en el territorio nacional, 

lo cual desemboca en el fenómeno de positivismo selectivo que será analizado en el siguiente 

punto. 

 2.3.2. Análisis del positivismo selectivo:  el estereotipo del otro – migrante como 

fuente de amenaza 

 

El siguiente fenómeno a analizar en este estudio corresponde, a los elementos y fases del 

positivismo selectivo, cuyo contenido determina de forma concreta el estereotipo del migrante 

como fuente de amenaza o peligrosidad a través del discurso político que enmarca al migrante 

como un sujeto peligroso que no se integra a la cultura nacional, y por ende debe ser 

discriminado y rechazado por la sociedad (Valle, 2012, p.18). 

El orden para desarrollar y describir las fases de este fenómeno serán en: en primer lugar la 

construcción del imaginario social del inmigrante en el colectivo social, en segundo plano  

determinar la construcción de la alteridad u otredad de este colectivo social, frente a los 

migrantes; hasta llegar a un tercer nivel en donde se generan representaciones sociales de la 

migración dentro de estereotipos y prejuicios que estigmatiza al migrante como un “otro” al 

cual se le atribuyen conductas negativas y problemáticas como: la delincuencia, inseguridad, 

violencia y reducción de fuentes de trabajo para la ciudadanía local (Valle, 2012, p.20).  

Como último elemento identificar, la utilización de toda esta estructura de estereotipos y 

categorizaciones exteriorizadas en el ordenamiento jurídico, el cual para utilidad de esta 

investigación permitirá visibilizar la utilización de la norma, como instrumento selectivo entre, 

migrantes peligrosos y no peligrosos (migrantes deseables e indeseables), a través de la 

existencia de actos normativos que refuerzan la represión, discriminación y rechazo del 

migrante en el ámbito social, político. 

Bajo este argumento, cabe empezar con el primer elemento correspondiente a la estructuración 

del imaginario social como una forma de representación o reproducción de la realidad de los 

individuos frente a un determinado concepto, fenómeno, o sector poblacional; todo esto con la 

finalidad de categorizar a un determinado ente bajo un aspecto positivo o negativo para el 

colectivo social.  
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Aplicado este concepto a la representación del imaginario social frente a los migrantes, el 

colectivo social receptor empieza a formar percepciones del sujeto migrante, lo cual se 

caracteriza por la generación de características valorativas positivas o negativas en torno a 

dicha población migrante (Valle, 2012, p.18). 

Es así que, la asignación de estas valoraciones positivas o negativas dependerán del discurso 

o ideología hegemónica ya cimentada en la sociedad9, que para el análisis de la migración este 

discurso hegemónico se basa en la determinación de la migración como un problema, que 

resulta en la categorización de los migrantes como individuos que representan un peligro 

latente para la sociedad (Aliaga, 2008, p.8). 

Dicho discurso hegemónico empieza a moldear la representación del migrante en el imaginario 

social, a partir de la idea de amenaza y peligrosidad de estos individuos hacia los valores, 

intereses y la armonía social preestablecida (Stefoni, 2011, p.83). 

La estructura gubernamental a partir del discurso predominante de riesgo y peligrosidad que 

estos individuos representan para el sistema de valores sociales preestablecidos, trasmiten a la 

sociedad la existencia de un otro frente a un nosotros, que pone en peligro esta armonía y paz 

social, generando como efecto la percepción generalizada del migrante como el “centro de 

todos los males” (Dalmasso, 2017, p.24).   

A partir de esta existencia de individuos u otros peligrosos para la armonía social, el colectivo 

social empieza a internalizar la idea de alteridad u otredad para categoriza a un sector 

poblacional (en este caso los migrantes); quienes para este punto ya se personifican como 

agentes contrarios o enemigos de la sociedad al momento que atentan con la identidad y los 

valores socialmente aceptados (Gigliotti, et al., 2019, p.20).  

En ese sentido, el primer nivel que configura esta representación del migrante en el imaginario 

social, se da a partir de la internalización colectiva de dicho discurso hegemónico, que permite 

la naturalización del sujeto migrante como  un otro- extraño, peligroso bajo un esquema 

negativo, ya que este sujeto no ofrece estabilidad para la sociedad de llegada; y por 

consiguiente se  lo que se lo debe categorizar como el principal portador y causante de todos 

                                                             
9 Esta ideología hegemónica corresponda a lo analizado en el acápite anterior donde, las elites políticas han 

determinado que la migración; y por ende los inmigrantes son un problema que afecta a la sociedad y a la 

seguridad nacional.  
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los conflictos y situaciones problemáticas de la existencia humana (Izaola y Zubero, 2015, 

pp.116-117). 

De tal forma que, ante lo anteriormente expuesto, una vez que el imaginario social internaliza 

esta representación negativa del migrante como un otro peligroso, para el segundo nivel se 

empieza por la construcción de la alteridad frente a estos extraños- migrantes. Dando lugar a 

que se genere una esquematización de un sistema binario de agentes sociales conformado por 

quienes son parte del nosotros – ciudadanos y por otro lado quienes forman parte de los otros 

-migrantes (Cruz, 2017, pp.54-55).  

De ahí que en esta construcción binaria de, los otros- migrantes frente el nosotros ciudadanos, 

la forma de percibir al migrante se da bajo la dinámica en la cual sociedad receptora atribuye 

comportamientos y conductas a la población migrante empezando a asignar cargas valorativas 

y rasgos que le son típicos a este grupo poblacional en particular (Alsina, 2007, p.75).  

Para pasar a un tercer nivel en la construcción social del migrante dentro del imaginario social, 

a través de esta identificación de la otredad, el colectivo social empieza a otorgar estos rasgos 

“típicos” de los migrantes, en base a valoraciones negativas y subjetivas. Dando como efecto 

la vinculación del estatus migratorio con conductas delictivas y violentas (Aliaga, 2008, p.10-

11), que según el autor Eduardo Menéndez (2002) determina en la construcción de este 

estereotipo como:  

El proceso de construcción de visiones descalificadoras subjetivas que se van atribuyendo 

hacia ciertos grupos poblacionales, sobre los cuales la sociedad ha construido una 

representación o imagen negativa del “otro”, y este a su vez responde a la imagen que se tiene 

del él, desembocando en un uso simbólico de la diferenciación del otro migrante de este como 

instrumento que profundiza el tratamiento discriminatorio y de rechazo por parte de los 

ciudadanos locales frente a los migrantes ( p.222).  

Del párrafo anteriormente citado se traduce que, el objetivo es consolidar un estereotipo fijo 

del migrante como un ente peligroso, que lo relega a una categoría de estigma social, 

provocando que consolide una percepción dominante del migrante como: delincuente, 

desocupado y violento que debe ser identificado y detenido por cuanto representa una amenaza 

para el colectivo social a causa de las conductas negativas que ya le son atribuidas (Alsina, 

2007, p.60).  
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Bajo esta lógica, en el imaginario social también confluye como medio de categorización la 

forma de adaptación del migrante en la sociedad de acogida, pues para este punto, la sociedad 

receptora deposita un cierto grado de confianza hacia el migrante, ya que este debe manifestar 

una actitud de obediencia y adaptación a los valores e intereses socialmente aceptados; con el 

objetivo de logra una convivencia estable y ordenada entre sujetos iguales (Aliaga,  2014, 

p.169).   

Sin embargo, al estar presentes estas percepciones y estereotipos negativos sobre los migrantes 

se genera un ambiente de desconfianza categorizando al migrante como un bárbaro o 

incivilizado que no puede adaptarse a este sistema de valores culturales; y que por tanto debe 

ser excluido para evitar el desequilibrio de esta armonía social (Aliaga, 2014, p.170).  

De aquello, se puede determinar, que el inmigrante debe ofrecer un comportamiento acorde al 

sistema de valores con la finalidad de adherirse a este sistema de expectativas sociales, caso 

contrario al desafiar este sistema de expectativas y valores constituidos se empieza a catalogar 

a este otro como un enemigo de la sociedad, que se manifiesta como un agente invasor y 

destructor de la identidad y valores sociales arraigados (Estrada, 2018, pp. 66-67).  

A partir de esta construcción del migrante dentro del imaginario social, a través de estos niveles 

de representación social del sujeto migrante se puede evidenciar que este al ser estructurado 

como otro frente a la sociedad,  es categorizado como un sujeto peligroso: a causa del discurso 

político hegemónico del migrante como peligro, para que, a partir del discurso institucional ya 

implantado; el colectivo social internaliza esta percepción de peligrosidad a través de 

estereotipos; encasillando al migrante como el eje y culpable de todos males como: la 

delincuencia y la violencia (Valle, et al., 2018, p.203).  

En una etapa final en concordancia con todos estos niveles ya mencionados, se reproduce la 

idea del migrante como enemigo que se inserta en la sociedad, como un agente destructor de 

este sistema de valores intereses compartidos por todos los ciudadanos (Aliaga, 2008, p.12). 

Dando como resultado la estigmatización del migrante como un otro- enemigo que debe ser 

marginado de la sociedad al presentarse como un sujeto que no está bajo control de la 

administración pública; produciendo así el aumento de incertidumbre e inseguridad en la 

población (Appadurai, 2007, p.63).  
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Por consiguiente, ante este crecimiento de incertidumbre, desconfianza e inseguridad a causa 

de nuevos agentes sociales como los migrantes, da lugar a que los sujetos sociales aumenten 

el nivel de valoración de quienes son riesgosos o peligrosos (Aliaga, 2014, p.171). Lo cual 

según Bauman (2009) produce desorientación, y de alguna forma miedo frente a lo 

desconocido configurándose así, un imaginario social del riesgo que debe ser controlado y 

detenido por la estructura gubernamental (p.166). 

Lo narrado de este proceso, desemboca en el positivismo selectivo 10de la migración, es decir 

la utilización de la norma como mecanismo de selección de la población migratoria en base al 

análisis de comportamientos, y conductas, que determinarán si este individuo se encuentra 

dentro lo socialmente aceptado o se personifica como otro- enemigo peligroso que de ser 

excluido del Estado al que pretende ingresar (Krauth, 2018, p.57).  

De tal forma que dentro del positivismo selectivo se pretende la división de personas entre a 

sujetos peligrosos y sujetos no peligrosos, lo cual para el caso de la migración se enmarca en 

la división categórica entre enemigos- migrantes y ciudadanos, a través de la utilización de la 

ley como mecanismo que identifica estas conductas y características peligrosas propias del 

migrante. Para que luego a través de la expansión del régimen sancionatorio dentro de la 

normativa migratoria se refuercen procedimientos de deportación, expulsión y limitación de 

entrada a ciertos grupos extranjeros por la carga negativa de amenaza y peligrosidad que 

poseen (Brandariz, 2011, pp.6-7).  

De manera que la incorporación de este otro- enemigo dentro de la normativa migratoria 

corresponde a la estructuración de un ente que debe ser identificado y eliminado por el Estado; 

es así, los órganos gubernamentales y agentes estatales institucionalizan las cualidades de 

peligrosidad que son típicas de los migrantes.  

En ese contexto los agentes estatales empiezan a designar características negativas sobre este 

enemigo- migrante, de allí que categorías como ilegal, irregular o sin documentos, pasan a ser 

                                                             
10 Este término es acuñado por el Profesor Stefan Krauth (2018) en materia penal, estableciendo que el 

positivismo selectivo se manifiesta como un mecanismo para utilizar a la norma como instrumento de 

identificación, detención y sanción de delincuentes que presentan características de peligrosidad y amenaza hacia 

el colectivo social (pp.57-58). Esto aproximado al contexto migratorio se viabiliza a través de la utilización de 

las normas como instrumento para fichar e impedir la entrada circulación y residencia a inmigrantes que podrían 

ser potencialmente peligrosos para el orden y seguridad de un determinado Estado.  
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directamente vinculados con el cometimiento de actividades delictivas y la desobediencia a 

los estándares de control migratorio del Estado (Valle, et al., 2018, p.208). 

Lo cual provoca que se forme un régimen de tratamiento diferenciado, ya que por un lado los 

ciudadanos- que cumplen las expectativas y valores sociales preestablecidos son designados 

como sujetos de derecho con el total acceso a derechos y garantías básicas. Mientras que por 

otro lado el migrante al ser internalizado como enemigo dentro del Estado y el colectivo social, 

inmediatamente es designado como un no ciudadano o sujeto de segunda clase al que se le 

debe restringir derechos y garantías fundamentales por su calidad de peligrosidad y amenaza 

ya establecida (Araya, 2017, pp.47-48).  

Este régimen de tratamiento diferenciado se fundamenta en la categorización de los migrantes 

como sospechosos o potencialmente peligrosos, pues a través de la norma migratoria se 

empieza a manifestar el fenómeno de labelling aproach. Es decir, el etiquetamiento o fichaje 

de estos sujetos peligrosos en base a la construcción de perfiles de conducta y comportamientos 

donde los migrantes son destinarios propicios; lo que implica que la norma migratoria está 

dirigida a categorizar y sancionar en base a la visibilizarían de dichos perfiles peligrosos 

enmarcados en los migrantes (Cholaky, 2018, p.46).  

Por ende, la norma en este ámbito selectivo de la migración actúa como una herramienta que, 

refuerza la discriminación y exclusión de ciertos flujos migratorios consolidando la categoría 

de no cuidadnos en la población migrante  generado así un ordenamiento que instituye,  rígidos 

controles fronterizos, la categorización de amenaza permanente en los migrantes por su 

condición de movilidad humana , y de forma subsecuente la vinculación directa de esta 

categoría de irregularidad e ilegalidad en la movilidad  con la comisión  de delitos y la 

violación de la ley migratoria (Moreno, 2014, pp.136-137).  

De ahí que como producto de esta positivismo selectivo se evidencia la generación de 

contradicción en la normativa de un Estado, puesto que  si bien se reconocen derechos y 

libertades básicas, también se genera un régimen contradictorio aquello que, en aras de 

combatir y limitar los efectos de estos sujetos peligrosos se pueden limitar y restringir derechos 

básicos hacia estas otras personas por manifestarse como sujetos idóneos en el ámbito del riego 

y la potencial amenaza que representan;  legitimando así un sistema estatal de discriminación, 

rechazo y restricción de derechos básicos hacia este grupo de personas (Ramírez, 2018, p.20).  
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Lo cual como resultado final legitima y normaliza la aplicación intensiva y extensiva de una 

normativa dirigida a la identificación de enemigos en base a supuestas características 

peligrosas delimitadas, enmarcando al migrante como un sujeto de control y vigilancia por 

parte del ordenamiento jurídico, reforzando en última instancia la protección de la soberanía y 

la seguridad del Estado y sus ciudadanos a través de la utilización de la norma como un 

mecanismo estratégico de prevención y restricción de ingreso de migrantes peligrosos incluso 

si aquello significa,  crear un régimen contradictorio e incoherente  de normas excepcionales 

que vulneran el acceso, y ejercicio de derechos fundamentales de todas las personas (Valle, et 

al., 2018, p.218).  

2.4. Análisis de la securitización y positivismo selectivo en la normativa y política 

migratoria ecuatoriana: Caso venezolano 2017-2018 

 

Una vez detallada la conceptualización teórica de la securitización y el positivismo selectivo 

en el ámbito migratorio, como objeto de este acápite se pretende verificar la existencia de estos 

postulados dentro de la normativa y política pública migratoria ecuatoriana con especial 

observancia al caso de los inmigrantes venezolanos en el período de 2017 a 2018.  

Como antesala de este análisis cabe retomar lo verificado en líneas anteriores, puesto que el 

Ecuador al ser identificado como un país de origen, tránsito y destino para los flujos 

migratorios, en primera instancia se evidenció la configuración de una política de Estado 

aperturista11, además de una construcción normativa garantista y flexible en cuanto al goce y 

ejercicio de derechos hacia la población migrante.  

A pesar de esta estructuración aperturista y garantista de los derechos fundamentales de los 

migrantes, también se verificó que, al manifestarse situaciones como, excesivo flujo 

migratorio, problemas de inseguridad y violencia en el país.12 El gobierno tiende a trasforma 

estas facilidades y garantías optado por la implantación de un régimen securitista y selectivo 

de la migración, dándole a este fenómeno un tratamiento urgente y excepcional, lo cual ha 

                                                             
11 Política de Estado que se da a partir de la Constitución de 2008 
12 Esta transformación se pudo verificar en el primer capítulo con el caso de la población migrante cubana y 

colombiana. 
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generado en la formación de un ordenamiento jurídico contradictorio a la Constitución y los 

instrumentos internacionales de Derechos Humanos. 

A raíz de aquello, en este acápite se analizará la formación del proceso securitario y la 

normativa selectiva migratoria selectiva en aplicación al flujo migratorio venezolano 

correspondiente a los años 2017-2018, con la finalidad de identificar el discurso institucional 

ambivalente, que en primera instancia manifiesta la protección y promoción de derechos 

fundamentes de esta población migrante; además de una política de Estado flexible y 

aperturista hacia la migración venezolana. En una segunda fase identificar la trasformación de 

la política y normativa ecuatoriana al momento en que este fenómeno migratorio es catalogado 

como un problema de seguridad que pone en peligro la soberanía y el orden público. 

Para ello, se analizará la política pública y el discurso de los agentes estatales en el Ecuador 

frente al flujo migratorio venezolano para luego evidenciar la transformación de dicha política 

y normativa en un sistema jurídico e institucional que justifica y legitima un trato diferenciado 

discriminatorio y de rechazo hacia la población migrante de Venezuela.  

En base a los argumentos anteriormente manifestados, cabe iniciar  con la política migratoria 

ecuatoriana, dentro  del Plan Nacional de Desarrollo 2017-2021 “Toda una vida “ ( PND), ya 

que en el objetivo número nueve numeral 6, enmarca como rol del Estado la protección y 

promoción de los derechos de las personas en situación de movilidad humana en el territorio 

nacional y en el exterior retirando a la comunidad internacional el compromiso del Estado 

ecuatoriano relativo al: respeto, igualdad, prevención y eliminación de toda forma de 

discriminación y xenofobia hacia la población migrante.  

Dicha línea de gobierno también es reforzada en la Agenda de Política Exterior 2017-2021, la 

cual dentro de su objetivo número 5 establece la promoción de derechos y garantías en todos 

los niveles de gobierno hacia las personas en condición de movilidad humana en todas las 

dimensiones y circunstancias (Agenda de Política Exterior, 2018, p. 14). 

Luego en el Plan Nacional de Movilidad Humana 2017-2021, se institucionaliza y reconoce 

como ejes principales en la movilidad humana y la gestión migratoria: la transversalización, 

corresponsabilidad, progresividad, y universalidad como, instrumentos que permitirán la 

aplicación gradual y global de un régimen de derechos y obligaciones que se extiende hacia 

todas personas en situación de movilidad humana. Lo cual denota en un inicio la posición 
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garantista de la política migratoria ecuatoriana (Ministerio de Relaciones Exteriores y 

Movilidad Humana, 2018, p.10). 

Bajo este argumento el Ecuador al reconocer el incremento del flujo migratorio de ciudadanos 

venezolanos a causa de la crisis económica y política suscitada en Venezuela. La política 

migratoria en un primer momento pretende enfrentar esta situación bajo el discurso político 

transversal de protección y promoción de ejercicio de derechos fundamentales a todas las 

personas en situación de movilidad humana, en todas sus dimensiones, así el Presidente Lenin 

Moreno (2018) se pronunció sobre el flujo migratorio venezolano de la siguiente manera:  

Ecuador es un ejemplo de movilidad humana, en primer lugar, porqué a causa del feriado 

Bancario tuvimos un éxodo inmenso de ecuatorianos (…) Esto dejo un vació muy grande que 

todavía no se llena. Debemos recordar el momento en que vemos seres humanos desplazados 

por las condiciones en las que se está viviendo actualmente en Venezuela; no es por voluntad 

propia que ellos han abandonado su país. Lo menos que podemos hacer, como seres humanos 

solidarios que somos los ecuatorianos es darles toda nuestra protección (s/p).  

A raíz del aumento en el ingreso del flujo migrante venezolano que se dio entre al año 2017 y 

2018 llegando a 281,748 migrantes venezolanos en el Ecuador (Dirección de Servicios 

Migratorios, 2018, s/p), el Estado empezó a identificar este hecho como una nueva 

problemática y factor de riesgo potencial o latente categorizando dicha situación como 

insostenible para gobierno ecuatoriano en la gestión de flujos migratorios provenientes de 

Venezuela.  Por ende, ante lo descrito se puede verificar la implementación de la primera fase 

del proceso securitizador, que está establecida en la determinación de objetos o asuntos que el 

gobierno va securtizar (Perelló, 2018, p.276).  

Bajo esta lógica el gobierno ecuatoriano retoma lo establecido en el Plan Nacional de 

Seguridad Integral del Ministerio Coordinador de Seguridad que se encontraba vigente para 

los años 2011 hasta 2014, adoptando e insertando a la política actual el criterio oficial y 

dominante de las migraciones descontroladas como una amenaza a la seguridad del Estado, 

acompañando este postulado bajo el eslogan político de una gestión migratoria ordenada y 

segura (Ramírez, 2018, p.15). Lo que al final implica el encasillamiento de la migración como 

un problema de seguridad que debe ser tratado de forma enfática y enérgica dentro de la agenda 

nacional.   

De aquello, se desprende que ola migratoria masiva venezolana pasa a ser un asunto de 

seguridad nacional, tornándose como asuntos relevantes dentro de la política del Estado 
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ecuatoriano, lo cual se puede identificar dentro del PNHM al determinar cómo acción 

prioritaria de la política migratoria, la profundización y fortalecimiento de los sistemas y 

mecanismos de control migratorio. Esta primera fase correspondiente a la ampliación del 

objeto a securtizar trae consigo la formación de la migración como un problema incontrolable 

e incontenible para la administración pública (Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad 

Humana, 2018, p.40) 

Lo cual significa que, en este primer nivel, el objeto a securtizar es el incremento de flujos 

migratorios venezolanos en los periodos de 2017 y 2018 en el Ecuador, dando lugar a que esta 

problemática pase a ser tratada como un asunto de seguridad nacional al representar una 

amenaza a la soberanía y el orden público, ya que, bajo la lógica estatal la ampliación de este 

concepto de seguridad también se fundamenta en la protección de la integralidad territorial y 

la de los ciudadanos. Pues esto, implica que el Estado a través de sus instituciones adopta un 

rol de garante de dicha seguridad; y ante la presencia de una amenaza potencial o latente debe 

actuar aras de detenerla y restaurar el orden alterado.  

Como siguiente etapa del proceso de securtización en la migración, aplicado al contexto 

ecuatoriano y la gestión del flujo migratorio venezolano, se evidencia también la existencia de 

la retórica de seguridad o “Speech Act”, ya que a través del ex Ministro del Interior Toscanini 

(2018, s/p) se puedo evidenciar esta retórica de seguridad al momento en que se decretó el 

Estado de excepción en las provincias del Oro, Pichincha y Carchi bajo la siguiente moción:  

En vista de la tendencia actual de aproximadamente 300 ingresos por día y la tendencia de 

ingresar al país únicamente con el documento nacional de identidad, que no presenta como un 

dispositivo de seguridad que permitan comprobar la autenticidad del mismo o sin ningún 

documento reconocido por el país, podría impactar negativamente en el país, en la capacidad 

nacional de prevención, control y protección de estos fenómenos, por lo que es necesario se 

establezcan políticas que permitan prevenir la migración irregular y riesgosa (Ramírez, et. al, 

2019, p.10).  

De esta retórica de securtización se, puedo verificar el reforzamiento del enfoque de control y 

seguridad migratoria, por la gran influencia discursiva de los organismos gubernamentales 

como: el Ministerio de Relaciones Exteriores, el Ministerio del Interior y el Presidente de la 

República, ya que dentro de estos discursos oficiales, estos agentes estatales se configuraron 

como actores securitizadores directos al haber moldeado las decisiones políticas y las normas 
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jurídicas en función de sus  tendencias e intereses particulares; que en este caso correspondía 

a la contención de la ola migratoria venezolana.  

Así estos actores securtizadores, en un inicio sostenía un discurso de reciprocidad y ayuda 

humanitaria a la población migrante venezolana, para luego en un contexto de riesgo y peligro 

que representa el aumento del flujo migratorio venezolano, transformó este discurso político 

basado en lo siguiente:  

Como país de tránsito y acogida de migrantes se debe apuntar a la protección de los ciudadanos 

en el territorio y la protección de los migrantes que pretenden ingresar al país. Así estas 

medidas permitirán controlar la expansión de actividades delictivas transnacionales y la trata 

ilegal de personas, todo esto en razón de aplicar una política migratoria controlada y segura 

que actuara como elemento de prevención y gestión de riesgos en la actividad migratoria 

(Ministerio de Relaciones Exteriores, Boletín 445 de la Secretaría de Comunicación, 2018, 

s/p).  

De lo expuesto por el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad humana, frente a la 

migración venezolana, se puede identificar como un determinando fenómeno, en este caso la 

ola migratoria venezolana que se enmarcaba dentro de un escenario de regulación ordinaria, 

pasa a ser un asunto de atención prioritaria, urgente, e inmediata para las demás instituciones 

estatales. Lo que conlleva a que se dé la tercera etapa de este proceso, la habilitación y 

utilización de mecanismos extraordinarios y excepcionales que se presentan como 

instrumentos legítimos para tratar la problemática de la migración, bajo la justificación de 

proteger la seguridad y el orden público (Taureck, 2006, p.6).  

De ahí que la cuestión migratoria venezolana al ser incluida dentro de la agenda de seguridad 

nacional, a partir del discurso político de protección del orden y la seguridad, también 

desencadenó en, la categorización de la migración venezolana como factores de peligro para 

la sociedad ecuatoriana, ya que el migrante venezolano para este punto se manifestó en la 

sociedad como el sujeto culpable del escenario de pobreza, falta de trabajo e inseguridad 

(Ramírez, et al., 2019,  p.22).  

Es así que esta representación dominante del migrante como un otro- peligroso arrigida al 

imaginario colectivo ecuatoriano a partir del discurso político implementado por el Ministerio 

de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana, permitió al Estado materializar estas medidas 

excepcionales en base a normas migratorias restrictivas y sancionatorias, que tienen el objetivo 
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de categorizar e identificar de forma directa al migrante como el eje central de todos los males 

de la sociedad. 

Lo cual, se traduce a la formación de una normativa estructurada dentro del positivismo 

selectivo de la migración, ya que partir de la legislación se asignarán características y 

estereotipos negativos hacia los migrantes venezolanos; (cuestión que no se evidencia dirigida 

hacia migrantes de otras nacionalidades por ejemplo), con la finalidad de justificar la 

utilización de estas medidas excepcionales; y además legitimar como política y normativa de 

Estado la estructuración de un régimen diferenciado entre migrantes y ciudadanos.  

Este positivismo selectivo, como concepto desarrollado por el profesor Krauth (2017) en 

materia penal (p.57) se puede aproximar al contexto de la migración, al momento en que los 

órganos estatales producen  normas secundarias que regulan la movilidad humana, 

encaminadas a etiquetar a la población migrante, dando como resultado la identificación y 

categorización del migrante como un ente sospecho y peligroso; consolidando así la facultad 

de control, restricción y deportación arbitraria, de órganos estales como el Ministerio del 

Interior y el Ministerio de Relaciones Exteriores y Movilidad Humana. 

Es así que, estas normas secundarias de carácter selectivo, se reflejaron en los acuerdos 

ministeriales 0000242 y 0000244 de agosto de 2018, las cuales estaban encaminadas a fichar 

y categorizar a los flujos migratorios masivos e irregulares provenientes de Venezuela dentro 

de una categoría sospechosa, al no contar con la documentación requerida para ingresar al 

Ecuador.  De modo que, de acuerdo a estos actos normativos ministeriales se pretende etiquetar 

y categorizar y seleccionar a la población migrante a través de la verificación, originalidad y 

validez legal de documentos de identidad13 (Acuerdo 0000243,2018, art.1).  

Por ende, para el periodo de 2018 la actuación del Estado frente al flujo masivo de migrantes 

venezolanos se encaminó a limitar y contener el ingreso de la población migrante a través del 

condicionamiento y requerimiento de documentos de identificación y pasaporte con la 

finalidad de identificar la condición de irregularidad o ilegalidad de dicha población migrante 

(Acuerdo 0000244, 2018, art.1). Lo cual de forma subsecuente permitirá al Estado ecuatoriano 

                                                             
13 Para interpretación de los autores Jaques Ramírez, Linares y Usache (2019), estos requisitos y formalidades 

exigidos a los inmigrantes venezolanos para ingresar al país, funcionan como herramientas para encasillar a las 

personas migrantes dentro de un determinado perfil (p.11). Es decir, si aquellos que desean ingresar al Ecuador 

son migrantes peligrosos o no peligrosos  
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aplicar disipaciones migratorias sancionatorias como deportación o expulsión, generando 

como efecto directo la disminución de la carga poblacional migrante en el país. 

Un caso que también cabe apuntar, es lo sucedido en Ibarra el 19 de enero de 2019, donde se 

suscitó un delito de femicidio cometido por una persona de nacionalidad venezolana hacia su 

ex pareja quien se encontraba embarazada (Ecuavisa, 2019; s/p), ya que posterior a este hecho, 

se puede denotar la influencia que tuvo en la formación de política y normativa migratoria 

ecuatoriana. Pues de este evento se empezó a materializar un discurso político hegemónico de 

discriminación total hacia migrantes venezolanos, debido a que estos supuestamente 

representaban un peligro material a la población a causa de su presunta tendencia y, conducta 

delictiva y violenta.  

En ese sentido, el objeto a securtizar para este escenario es el control de la población migrante 

proveniente de Venezuela, bajo la consigna de evitar y prevenir el cometimiento de delitos y 

brotes de violencia por parte de estos individuos, por lo que en el segundo nivel se empieza 

generar una retórica de seguridad (Speech Act) liderada por el Presidente Lenin Moreno (2019) 

en los siguientes términos:  

Ecuador es y será un país de paz. No permitiré que ninguna antisocial no las arrebate, la 

integridad de nuestras madres, hijas y compañeras es mi prioridad, 

He dispuesto la conformación inmediata de brigadas para controlar la situación ilegal de los 

inmigrantes venezolanos en las calles m en los lugares de trabajo y en la frontera, Analizamos 

la posibilidad de crear un permiso especial de ingreso al país.  

Les hemos abierto las puertas, pero no sacrificaremos la seguridad de nadie (Secretaría 

Nacional del Comunicación; s/p).  

Como consecuencia de este discurso de seguridad enfocad hacia los migrantes venezolanos, 

se evidencia la superación del riesgo en la cuestión migratoria, dando como resultado la 

generación de un fenómeno que no puede ser gestionado bajo técnicas estales ordinarias.  

De modo que, ante esta situación de amenaza incontrolable e incontenible, en un tercer nivel 

del proceso de securtización se evidencia la activación del rol de garante del Estado en la 

protección de la seguridad nacional y ciudadana, habilitando la utilización de un régimen 

combativo ante esta problemática. Lo cual generó un ámbito de legitimización en la utilización 

de medidas excepcionales para detener y eliminar el impacto negativo de los migrantes 

venezolanos en el Ecuador.  
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Bajo ese supuesto, se dio paso a la flexibilización y relativización de derechos y garantías 

fundamentales, ya que, en este ambiente de conflicto y tensión frente a la población migrante, 

desde el poder ejecutivo se facultó a la utilización de mecanismos excepcionales incluso si 

aquello era contrario a la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos que amparan a la población migrante.  

Es ente contexto la utilización de dichos mecanismos excepcionales se reflejaron en la 

ampliación del periodo de Estado de excepción en las provincias de Carchi el Oro y Pichicha 

hasta el 31 de mayo de 2019 (Ramírez, et al., 2019, p.22); y de forma subsecuente también en 

la declaratoria de Estado de Excepción en la provincia de Ibarra por el hecho sucedido y el 

brote de violencia en contra de las personas migrantes en dicha provincia.  

Entonces, al igual que lo sucedido en los años 2017 y 2018, para el año 2019 se añade a la 

agenda de seguridad nacional también la misma percepción de amenaza y el peligro que 

representa los migrantes venezolanos en Ecuador, estableciendo, así como política de Estado 

un régimen que cataloga y generaliza a los migrantes venezolanos como sujetos peligrosos y 

enemigos de la paz social. Lo cual fortificó y consolidó la percepción de la población migrante 

venezolana frente a la sociedad ecuatoriana generando como realidad del colectivo social, la 

designación directa e incuestionable del sujeto migrante venezolano con los problemas de 

inseguridad y violencia dados. 

A efecto de este régimen dominante de los migrantes venezolanos como entes peligrosos, en 

la respuesta estatal del gobierno ecuatoriano también se verifica la utilización del positivismo 

selectivo como instrumento normativo que posibilita un trato diferenciado y discriminatorio 

hacia este grupo social en particular. Es así que este mecanismo selectivo se concretó con la 

expedición del acuerdo ministerial 000001 de 21 de enero de 2019, que dictaminó la 

presentación obligatoria del certificado de antecedentes penales, como requisito de ingreso de 

los migrantes venezolanos al país (Acuerdo Interministerial 000001, 2019, art.1).  

Generando como efecto de la promulgación de estos acuerdos ministeriales, el reforzamiento 

de la normativa migratoria hacia los migrantes venezolanos, a partir de la creación de normas 

contrarias a la Constitución vigente; lo cual significó la legalización de un tratamiento 

diferenciado, discriminatorio y de exclusión como forma de prevenir y superar los problemas 

derivados de la migración y las personas migrantes de nacionalidad venezolana.  
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De acuerdo a la descripción de estos contextos relativos a la política pública y normativa 

migratoria de los años 2017-2018 y 2019, se puede evidenciar la tendencia securtista de la 

política pública y la selectividad de la norma migratoria, como una opción estatal de primera 

ratio ante un problema en particular, en este caso, el incremento del flujo migratorio 

venezolano y los supuestos problemas de inseguridad y violencia derivados de este.  

En base a lo expuesto se puede llegar a concluir que   la formación de la normativa y política 

pública migratoria  ecuatoriana se exterioriza en una gestión migratoria ambivalente y 

contradictoria, pues como se ha especificado en puntos anteriores, en primera instancia la 

política pública migratoria plantea como como eje transversal hacia el tratamiento de la  

migración, el respeto y promoción integral de los derechos y garantías fundamentales de las 

personas en situación de movilidad humana; todo esto a través de la observancia, cumplimento 

y coherencia con los derechos y principios rectores que regulan la actividad migratoria.  

Pero, al evidenciarse una situación problemática o de crisis incontenible en la gestión 

migratoria (como lo detallado en el caso venezolano) estos preceptos de respeto igualdad y no 

discriminación se subordinan a las practicas securitarias que ubican a la seguridad y soberanía 

como asunto prioritario, antes que la salvaguarda y protección del derecho a migrar y los 

derechos que les corresponde al grupo poblacional migratorio venezolano. Surgiendo, así 

como práctica generalizada en los agentes estatales y legisladores, la instrumentalización y 

creación de normas secundarías que contradicen los mandatos constitucionales; todo esto en 

virtud fomentar e institucionalizar un sistema gubernamental y normativo diferenciado y 

discriminatorio.  

Por lo tanto, en el siguiente capítulo se analizará el efecto de esta normativa y política 

migratoria contradictoria y ambivalente, ya que, de acuerdo a lo establecido en la Constitución, 

este texto normativo guía de forma transversal la creación de políticas públicas y normas 

inferiores. Entonces al momento en que se evidencia la posible existencia de preceptos 

contrarios a la Constitución que vulneran o restringen derechos fundamentales, en este caso el 

derecho a migrar; dentro de la justicia constitucional se debería optar por el desarrollo de otras 

interpretaciones o valoraciones ante estos actos normativos al manifestarse como normas 

contradictorias, restrictivas y vulneratorias de derechos fundamentales.  
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Capítulo 3 

Propuesta de armonización del derecho a migrar en la normativa y política pública del 

Estado Ecuatoriano 

 

El derecho a migrar establecido en la Constitución de 2008 a través de lo estipulado en el 

articula 40, denota la existencia de derechos y libertades básicas para la población migrante 

que desea ingresar y residir en el país (CRE, 2008, art.40). 

De acuerdo aquello en la normativa constitucional también se puede llegar a interpretar que la 

migración al configurase como un derecho fundamental, debería ser ejercido dentro de los 

parámetros de igualdad, respeto, prohibición de discriminación y de criminalización en todos 

los niveles tanto administrativos como normativos (CRE, 2008, art.40, art, 11; núm. 2 y art 66; 

núm. 12). 

En ese contexto el derecho a migrar de acuerdo a lo determinado por la Constitución, da lugar 

a que se enmarque como una expresión normativa fundamental que consolida y garantiza el 

ejercicio y acceso a libertades y demás derechos básicos como si se tratara de un ciudadano- 

nacional de dicho país (Grijalva, 2017, p. 23).  

De ahí que, a partir de lo expuesto en el párrafo anterior, el Estado ecuatoriano como 

obligación directa debe materializar todo acto estatal y normativo en concordancia y 

coherencia a lo establecido por el texto constitucional, con el objetivo de garantizar y optimizar 

el pleno cumplimento de dicho derecho hacia toda la población independientemente de su 

condición o situación de movilidad humana (CRE, 2008, art. 11; núm. 4) 

A pesar de esta estipulación, en el capítulo anterior se pudo verificar la existencia de una 

política securtista y normativa selectiva en materia migratoria, exteriorizada en los acuerdos 

normativos 0000242, 0000244 y 000001, cuyos contenidos podrían llegar a limitar el 

cumplimento pleno de este derecho fundamental en la población migrante, específicamente en 

el caso de los inmigrantes venezolanos. Al momento en que estos actos normativos 

establecieron nuevas condiciones de ingreso al país dentro de un régimen diferenciado y 

discriminatorio. 



88 
 

 
 

Según lo analizado en el segundo capítulo esto resultó, en el surgimiento del fenómeno de 

securtización y positivismo selectivo de la migración, materializado en la confrontación del 

derecho a migrar y la facultad de estatal de control migratorio y fronterizo, generando un 

tratamiento ambivalente e incoherente que legitima y justifica la utilización de mecanismos 

excepcionales para limitar dicho derecho fundamental y los demás derechos básicos hacia los 

migrantes venezolanos.  

Con la finalidad de evitar estas contradicciones e incoherencias normativas y de política 

pública en materia migratoria, como propuesta de esta investigación se pretende viabilizar la 

observancia y aplicación del principio de supremacía constitucional y unidad normativa como 

precepto de armonización entre el derecho a migrar frente a la facultad estatal de control 

migratorio y fronterizo establecido en la Constitución. 

Con el objetivo de que dicho principio funcione como directriz en el desarrollo de las otras 

normas y políticas públicas relacionadas la regulación migratoria; por lo que también como 

análisis de este capítulo se estudiara el caso relacionado a la acción de inconstitucionalidad 

interpuesta en contra de estos acuerdos ministeriales con miras a identificar la influencia de la 

jurisdicción constitucional en el control constitucional de dichos actos normativos,  

Por ende, en esta investigación se presentará un criterio de equilibrio y coherencia entre el 

derecho a migrar y la facultad estatal de regular dicha actividad, para poder llegar a la 

estructuración de una normativa y política pública que, garantice una actividad migratoria en 

igualdad y respeto; en aras de garantizar el acceso y ejercicio integral de los derechos 

fundamentales hacia la población migrante en cualquier circunstancia y condición de 

movilidad humana. 

 3.1. Principio de supremacía y unidad constitucional: preceptos de limite y equilibrio en 

la normativa y actuación estatal en materia migratoria  

 

La normativa y política migratoria ecuatoriana reconoce de forma expresa el derecho a migrar 

como un derecho fundamental para las personas que se encuentran en una cierta condición de 

movilidad humana, estableciendo como preceptos rectores de este derecho: la igualdad, el 

respeto, y la prohibición de discriminación (CRE, 2008, art.11; núm. 2).  Esto también se 

encuentra reflejado en la política de gobierno del Ecuador al determinar una política pública 
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con enfoque de derechos humanos que permita una movilidad segura hacia las zonas de 

tránsito y destino, a través del acceso a servicios y garantías básicas (Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Movilidad Humana, 2019, p.59).  

Ante esta postura garantista y aperturista en el contexto de la movilidad humana, dentro del 

ordenamiento jurídico y la política pública también se evidencia como facultad estatal, el 

control fronterizo y de los flujos migratorios como una potestad soberana del Estado para 

regular el ingreso y tránsito de flujos migratorios en el país (Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Movilidad Humana,2019, p.60). 

De acuerdo a lo anteriormente apuntado, esta facultad del Estado de regular los flujos 

migratorios y controlar las zonas fronterizas, necesariamente deben estar supeditadas a lo 

establecido por la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos; todo 

esto en virtud de llegar a un punto de equilibrio y armonización entre esta potestad estatal y el 

derecho a la migración constitucionalmente reconocido.  

Es así que esta armonización es posible a través de la aplicación y observancia del principio 

de supremacía constitucional y unidad normativa que actúa como insumo para la producción 

de una normativa y de una política pública uniforme y coherente con lo establecido en 

Constitución y los instrumentos internacionales en materia de Derechos Humanos. 

Por ello dentro de este acápite se analizará el principio de supremacía constitucional y unidad 

normativa con el objetivo de materializar esta armonización del derecho a migrar y la facultad 

estatal de control migratorio y fronterizo, al configurar dicho precepto como, una herramienta 

guía en la producción normativa y de política migratoria en el Ecuador; además de que este se 

consolide como una presupuesto de verificación y control por parte de la jurisdicción 

constitucional para evitar vulneraciones a derechos fundamentales de la población migratoria 

venezolana. 

En lo relativo a análisis del principio de supremacía constitucional y unidad normativa cabe 

realizar un estudio de dicho precepto desde sus diferentes dimensiones y acepciones como las 

siguientes: i) en sentido formal, ii) en sentido material, y iii) como mecanismo de concordancia 

o garantía derechos fundamentales (Rodríguez, 2011, p.102). Todo esto con el objetivo de 

direccionar la política y normativa migratoria ecuatoriana hacia un tratamiento adecuado del 
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flujo migratorio venezolano dentro de un enfoque de respeto e igualdad establecido en la 

Constitución y los instrumentos internacionales de derechos humanos. 

Correspondiente a la dimensión de supremacía constitucional i) en el sentido formal, este 

concepto inicia con lo desarrollado a partir de la promulgación de la Constitución 

Norteamericana de 1787, ya que en este momento histórico se empieza a identificar a la norma 

constitucional como una ley suprema que limita el poder de las autoridades estales, integra los 

valores y derechos fundamentales de la organización estatal, además de los medios de 

protección constitucional de dichos derechos (Blanco, 2006, p.103).  

De tal forma que, con la influencia constitucional norteamericana el principio de supremacía 

constitucional se configuró en base al surgimiento de directrices de carácter fundacional del 

Estado. Esto se traduce a que, al ser la Constitución la norma suprema que contiene mandatos 

que dividen limitan y determinan las funciones y actuaciones del gobierno, esta 

necesariamente debe contar con un procedimiento de modificación especial y diferenciado al 

de las leyes ordinarias, puesto que esto actúa como un blindaje del texto constitucional ante 

arbitrariedades de poder (Rodríguez, 2011, p.103). 

Por tal razón, el autor Manuel Aragón (2009) contextualiza esta dimensión de supremacía 

formal en su carácter fundacional del sistema gubernamental desarrollando la perspectiva de 

racionalidad política, es decir la Constitución es concebida como norma suprema al garantizar 

la protección y perpetuación del modelo político establecido (p.160). 

Entonces de acuerdo al autor, la Constitución se configura como norma jerárquicamente 

superior al delimitar y proteger, la distribución y facultades de los órganos estatales, la 

soberanía nacional y la participación ciudadana como fuentes originarias que deben ser 

respetadas y acatadas en todos los niveles de gobierno; con la finalidad de evitar abusos del 

poder sobre este sistema ya constituido y organizado (Aragón, 2009, p.170).  

Por ende, en esta primera dimensión, la supremacía constitucional consiste en, reconocer la 

superioridad de la Constitución por ser una herramienta fundacional del modelo u organización 

estatal que ha sido constituido (Zagrebelsky, 2002, p.23). De ahí que para salvaguardar este 

modelo de Estado también se debe reforzar el texto constitucional con un proceso diferenciado 

y especifico al de las leyes ordinarias; el cual tiene por objetivo evitar actos jurídicos y estatales 
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arbitrarios que perjudiquen y menoscaben este sistema constitucional y estatal ya consolidado 

(Lowenstein, 1970, pp.150-151).  

En complementariedad de aquello, Hans Kelsen (2005) añade el criterio de validez y vigencia 

de la norma, como instrumento que exterioriza y consolida este precepto supremacía al 

catalogar a la constitución como norma suprema que funda y da origen a todo ordenamiento 

jurídico (p.332). 

Bajo esta lógica Kelseniana es necesario que la Constitución postitivice de forma normativa y 

taxativa los procedimientos y requisitos que debe cumplir una norma inferior o secundaria para 

existir y estar vigente en el sistema jurídico originario; todo esto en razón de evitar la 

producción de actos jurídicos y administrativos incompatibles y contrarios a la norma superior 

(Kelsen, 2005, p.333). 

En ese contexto el principio de supremacía constitucional en la dimensión formal de carácter 

normativo- positivista se manifiesta como un precepto que legitima y valida a las demás 

normas del ordenamiento jurídico; de modo que, la Constitución al contener procesos 

específicos y taxativos para la generación de actos jurídicos inferiores necesariamente deben 

acatar estos procedimientos, caso contrario al inobservar o inaplicar estos requisitos y 

procedimientos  esta nueva norma o ley inferior carece de validez y vigencia en el sistema 

jurídico (Nino, 2013, pp.155-156). 

En ese orden la dimensión formal de la supremacía constitucional, se caracteriza por contener 

dos elementos: el elemento fundacional contenido en el texto constitucional que configura el 

límite y división de poderes del Estado que debe ser salvaguardado y protegido materializando 

esta superioridad al designar cada una de las competencias y atribuciones de organismos 

gubernamentales (Sanchís, 2015, p.119). Y el segundo elemento que se configura en el carácter 

de jerarquía normativa estableciendo a la Constitución como fuente primaria y originaria de 

toda la estructura normativa; la cual al ser superior a las normas inferiores determina requisitos 

y procedimientos taxativos que dotan de vigencia y validez a las demás normas del 

ordenamiento jurídico. Consolidando así un sistema uniforme y compatible con la 

Constitución, evitando cualquier arbitrariedad del poder y la emisión de normas 

inconstitucionales que perjudiquen este modelo de Estado ya constituido (Nino, 2013, p.156). 
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Por consiguiente, en esta primera dimensión de supremacía constitucional en el sentido formal 

la Constitución se posiciona como una norma jerárquica superior al ser resultado de la voluntad 

soberana del pueblo que divide, limita, y designa competencias a sus autoridades estatales; y 

que está concebida como forma de proteger y salvaguardar este mandato de organización del 

Estad ante eventuales abusos de poder (Zagrebelsky, 2002, pp.23-24).  

Además de posicionar al texto constitucional como la norma positiva suprema que delimita y 

establece los requisitos y procedimientos para la creación de normas inferiores, las cuales 

deben acatar estos requisitos para adecuarse al sistema jurídico estatal, manifestándose en 

dicho sistema como vigentes y válidas (Rodríguez, 2011, p.106).  

ii) El sentido material del principio de supremacía constitucional, se exterioriza como una 

dimensión que rompe el esquema formalista y positivista de la Constitución como texto 

normativo supremo, ya que en este nivel material de la supremacía Constitucional se debe 

superar la idea de la Constitución  como un ente normativo que contiene el programa político 

y que materializa estas cuestiones orgánicas encargadas de distribuir facultades y 

competencias estatales en forma de leyes positivas (Vigo, 2012, p.33).  

Estableciendo de aquello como nueva perspectiva el análisis de la relación del Estado frente a 

los individuos, para ello esta dimensión material propone como objeto de estudio destacar la 

supremacía constitucional en base al contenido sustancial de las normas constitucionales, en 

cuanto a:  la inclusión de principios y valores fundamentales, la categorización a rango 

constitucional de los derechos fundamentales, y la determinación de garantías constitucionales 

para blindar y proteger estos derechos ante vulneraciones de los agentes estales o de actos 

normativos arbitrarios (Zagrebelsky, 2002, pp.34-35).  

En ese contexto, el sentido material del principio de supremacía constitucional posiciona a la 

norma constitucional como un ente normativo superior porque consigna principios, valores y 

derechos fundamentales que condicionan la actividad del Estado, legitimando el ejercicio del 

poder gubernamental a través del respeto y observancia de unos límites mínimos 

(indecidibles), inalterables e inmodificables que se manifiestan como garantías que tienen los 

ciudadanos frente al poder del Estado (Ferrajoli, 2010, p.85).   

En este punto, la Constitución se separa de la noción de supremacía que se encontraba basada 

en la perspectiva de norma jerárquica suprema por su contenido formal y fundacional de la 
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organización estatal y la designación de competencias por medio de leyes positivas que los 

órganos estatales debían acatar; para pasar a una transformación de esta concepción de 

supremacía fundamentada en la cualidad del texto constitucional por contener normas y 

principios universales que garanticen los derechos básicos de las personas (Rodríguez, 2011, 

p.111).  

Para ello la supremacía del texto constitucional además de los requisitos formales para tener 

un rango normativo superior también debe contener como característica, un contenido 

sustancial de norma, lo cual implica que las normas constitucionales deben contener factores 

normativos de índole axiológica y valorativa (Guastini, 2001, p.31). 

Es decir, el texto constitucional debe contener normas constitucionales que materialicen estos 

estos factores como instrumentos que legitiman el poder estatal constituido al permitir la 

proclamación y reconocimiento de la existencia de derechos fundamentales de carácter 

superior, los cuales actuaran como directrices de las prácticas y actos gubernamentales, a la 

par de consolidarse como normas que tutelen estos derechos fundamentales 

constitucionalmente reconocidos (Aragón, 2009, p.184).  

De tal forma que, ante la existencia y reconocimiento de derechos fundamentales y principios 

universales inherentes a todas las personas, la Constitución adquiere una cualidad de fuerza 

normativa dotando a dichas normas constitucionales con un carácter de eficacia y validez en 

el ordenamiento jurídico (Huerta, 2015, pp.28-29).  

Esto significa que, las normas constitucionales son superiores porque, legitiman y dirigen las 

actuaciones estatales; es decir determina en una ley positiva las reglas de juego dentro de la 

organización gubernamental.  Por otro lado, también contiene esta supremacía al ser eficaces, 

lo cual constituye en que estas normas configuran un significado mínimo y sustancial al 

introducir derechos fundamentales los cuales se concretan como exigencias constitucionales 

ineludibles que deben ser plenamente tutelados y protegidos (Prieto Sanchís, 2013, p.167).  

Este significado mínimo o sustancial de las normas constitucionales, de acuerdo a Luigi 

Ferrajoli (2010) se manifiesta en la esfera de lo no decidible (p.85),  o como lo expone también 

lo expone la autora Ana Lilia (2012), “el coto vedado de los derechos fundamentales” , que 

consiste en la existencia del criterio de validez sustancial en las normas constitucionales las 
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cuales dirigen la relación del Estado frente a las personas; de ahí que la autora se refiere a estos 

criterios en base a lo siguiente: 

La existencia de validez sustancial en las normas se determina al momento en que un sistema 

político que posee legitimidad, esto es respeta el principio de igualdad y libertad esencial de 

todos sus miembros; procurando que el Estado supere y/o compense dichas desigualdades 

(p.205).  

Este criterio de validez sustancial de las normas se manifiesta como un instrumento que da 

primacía a los derechos y garantías fundamentales, que deben estar materializados y elevados 

a un rango constitucional para fungir como normas que limitan las atribuciones y facultades 

de los órganos estales. Bajo este argumento el principio de supremacía constitucional se 

exterioriza como un precepto relacional frente a otra norma; lo cual se traduce a que la 

producción de normas y de actos administrativos de los órganos gubernamentales deben estar 

relacionados con lo estipulado por la norma constitucional, caso contrario carecen de validez 

y eficacia en el sistema normativo (Prieto Sanchís, 2013, p.168).  

De ahí que, como resultado de lo expuesto en el párrafo anterior, los actos administrativos y 

normativos que se produzcan adquieren esta validez sustancial y están relacionados con la 

norma constitucional superior cuando incluyen derechos y principios fundamentales, 

generando como resultado la unidad normativa de todo el ordenamiento jurídico al momento 

en que coexiste la norma constitucional con las demás normas inferiores (Vila, 2007, p.146).  

Por ende, este aspecto relacional de la norma constitucional con las demás normas inferiores 

del sistema jurídico genera un fenómeno de creación normativa “tipo espejo”, término que es 

acuñado por el autor Nino (2013), como un instrumento que permite concretar esta fuerza y 

supremacía de la Constitución al momento en que este texto constitucional sirve como norma 

base o norma de identidad para la creación de otras normas inferiores o secundarias (p.170).  

De ahí que a nivel de todo el ordenamiento jurídico este fenómeno de creación normativa tipo 

espejo expuesta por el autor Santiago Nino (2013), y asimilada al principio de unidad 

normativa, genera como efecto la consolidación de un sistema jurídico uniforme en el cual 

todas las leyes que componen dicho sistema deben desarrollar contenidos homogéneos y 

acordes a los derechos y principios fundamentales establecidos en la Constitución (pp.169- 

170). 
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Una vez que la Constitución está, conformada en este sentido formal y material, se obtiene un 

precepto de supremacía que designa en un primer nivel normas formales que prescriben los 

procedimientos y requisitos para la creación de leyes y la designación de facultades y 

competencias a los órganos gubernamentales. Para en un segundo momento complementar 

este principio de supremacía a partir de la dimensión material, que comprende la 

categorización de las normas a un rango superior por el contenido de derechos y preceptos 

fundamentales que guían y validan de forma sustancial cualquier acto administrativo y 

normativo del Estado.  

Como efecto de aquello la Constitución también se manifiesta como precepto de unidad 

normativa, al contener estas normas de organización estatal y estos principios y derechos 

fundamentales, bajo la lógica de que, la producción normativa y todos actos derivados de la 

administración deben de forma obligatoria guardar identidad con lo establecido en la 

Constitución; para así llegar al fin último de la actuación gubernamental, que corresponde a, 

tutelar, proteger y salvaguardar los derechos básicos de los administrados (Alexy, 2004, p.84).  

De estos postulados, cabe destacar la importancia del texto constitucional como norma 

superior formal que limita el poder y organiza el modelo de Estado; y por otro lado como 

norma superior material que limita y dirige la actuación estatal frente a los ciudadanos, a través 

del respeto e inclusión de derechos fundamentales en todos los actos jurídicos y 

administrativos.  

iii) El principio de supremacía constitucional y unidad normativa que corresponde a la garantía 

judicial que permite la protección de este principio, a través de la habilitación de la jurisdicción 

constitucional exteriorizado en el tribunal constitucional como órgano fiscalizador, revisor y 

de interpretación del texto constitucional (Prieto Sanchís, 2013, p.169).  

Esta garantía judicial se presenta como una dimensión que refuerza y concreta el principio de 

supremacía constitucional y unidad normativa, ya que introduce como mecanismo idóneo para 

exigir el cumplimento integral y pleno de estos preceptos un criterio de fiscalización judicial 

de los actos normativos y administrativos inferiores, establecido como misión principal de esta 

garantía la identificación de contradicciones en la normativa inferior (Prieto Sanchís, 2013, 

p.170). 
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Para ello, se concibe la utilización de un organismo jurisdiccional para que se manifieste como 

un ente fiscalizador y verificador de estos preceptos en la actividad normativa y administrativa 

dirigida hacia todos los niveles de gobierno, en razón de fortalecer esta supremacía 

constitucional a través de la verificación e identificación de normas y actos que son contrarios 

a la Constitución y además restringen el acceso y ejercicio de derechos fundamentales 

(Ferrajoli, 2010, pp.114-115).  

Por lo tanto de acuerdo a lo descrito, en estas tres concepciones que analizan al principio de 

supremacía constitucional de este último se deprende el deber último que tiene el Estado frente 

a la sociedad, la cual se determina en la protección de, la institucionalidad gubernamental y la 

salvaguarda de los derechos fundamentales; a través de la prevención de creación actos 

normativos y administrativos contradictorios  y restrictivos que limitan de forma arbitraria el 

ejercicio pleno de dichos derechos (Prieto Sanchís, 2014, p.75). 

Una vez contextualizadas cada una de las acepciones del principio de supremacía 

constitucional y unidad normativa, para utilidad de esta investigación cabe relacionar dicho 

precepto con el derecho a migrar. Puesto que esta facultad normativa al materializarse como 

un derecho fundamental que determina la forma de ejercicio de la migración dentro de un 

escenario de libertad, respeto, igualdad y no discriminación, también se consolida como un 

mecanismo que limita y guía las actuaciones Estatales. 

De acuerdo a esta perspectiva del derecho a migrar como derecho fundamental que posibilita 

el ejercicio y cumplimento de los demás derechos fundamentales pertenecientes a la población 

migrante, da lugar a que se genere como obligación y deber directo del Estado, el 

establecimiento de acciones normativas e institucionales que promulguen, protejan; y además 

limiten las actuaciones estatales frente a estos derechos fundamentales.  

En relación aquello, el principio de supremacía constitucional y unidad normativa, se posiciona 

como un precepto encaminado a dirigir la producción de actos jurídicos y administrativos 

sobre migración, ya que a través de este principio todo acto derivado de la administración o de 

cualquier órgano legislativo debe tener en cuenta como límite de actuación, aplicación y 

ejecución el derecho a migrar y los derechos fundamentales que protegen a las personas 

migrantes; caso contrario, esta norma o acto administrativo  será concebido como 
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contradictorio a la Constitución ; y por ende,  como un acto que vulnera y restringe derechos 

fundamentales. 

Entonces bajo este razonamiento apuntado en el párrafo anterior se desprende que, la relación 

del derecho a migrar con el principio de supremacía constitucional y unidad normativa, se 

verifica al momento en que las normas y actos administrativos que regulan la migración 

posibilitan y desarrollan de forma concreta mecanismos positivos encaminados a permitir el 

acceso, ejercicio, y cumplimento integral de los demás derechos fundamentales inherentes a 

la población migrante en un escenario libre de discriminación y de respeto.  

Como producto final de esta relación, la posibilidad de configurar una institucionalidad y un 

ordenamiento normativo coherente y apegado a los preceptos y derechos fundamentes de los 

migrantes que han sido reconocidos tanto en el texto Constitucional como en los instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos.  

Aproximando estas acepciones del principio de supremacía constitucional y unidad normativa 

en relación al derecho a migrar, en el caso ecuatoriano se puede identificar la manifestación 

dicho precepto  en  sentido material; debido a que a la Constitución del 2008, se funda como 

un texto normativo que pretende recobrar la relevancia de derechos fundamentales, valores y 

principios universales como mandatos que enfocados a guiar el que hacer del Estado 

ecuatoriano; siendo este el criterio  que exterioriza la categoría suprema de la Constitución al 

generar normas y principios encaminados a la a defensa, promoción y garantía de derechos 

básicos a todas las personas (Trujillo, 2004, p.90)  

Bajo esta consigna, en el ámbito migratorio la Constitución establece como derecho 

fundamental, el derecho a migrar determinando de lo cual se puede interpretar que el deber del 

Estado es, el desarrollo de acciones positivas para el ejercicio de los derechos de las personas 

sin importar su condición migratoria, además de la prohibición de identificación de los 

migrantes como ilegales a causa de su situación migratoria (CRE,2008, art.40).  

Incluyendo también como derechos fundamentales hacia la población migrante: el derecho a 

transitar libremente por el territorio nacional, escoger la residencia y también el de salir y 

entrar libremente al país (CRE,2008, art.66; núm. 14); todo esto en virtud de, llegar al 

cumplimento y ejercicio optimo del derecho a la igualdad formal, material y no discriminación 

(CRE, art.66; núm. 4).  
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Por tal razón en la Constitución de 2008, se determinan ciertos principios que actúan como 

instrumentos para alcanzar la eficacia y pleno ejercicio del derecho a migrar como derecho 

fundamental, lo cual de acuerdo a lo estipulado por Ferrajoli (2013) se manifiestan como 

criterios que dotan de eficacia y validez sustancial a la norma, posicionándola como una norma 

de rango constitucional superior que debe ser acatada y aplicada; ya que permite limitar y 

legitimar la actuación del Estado (p.167).  

Bajo este argumento las actuaciones administrativas y jurídicas de los órganos estatales en 

materia migratoria se encuentran regidas por lo establecido en el artículo 11 de la Constitución 

del Ecuador, ya todas las actuaciones gubernamentales y normativas deben estar subordinas a 

los principios siguientes: 

1.-  El principio de igualdad: el cual determinar que todas las personas son iguales y por tanto 

gozan de los mismos derechos y oportunidades; por lo que nadie podrá ser discriminado por 

cuestiones de etnia, lugar de nacimiento, pasado judicial o condición migratoria.  

2.- Principio de directa aplicación: que determina que los derechos y garantías básicas 

contenidas en la Constitución e instrumentos internacionales de derechos humanos son de 

directa e inmediata aplicación por parte de los órganos y agentes de gobierno; lo cual implica 

que para legitimar y dar eficacia a los derechos de los migrantes y personas en situación de 

movilidad como obligación directa del Estado este debe promover acciones que efectivicen la 

igualdad real en favor de todas las personas.  

3. Principio de progresividad: todos los derechos se desarrollarán de manera progresiva a 

través de las normas e incluso en la formación y hasta la ejecución de la política pública  

Además de lo establecido por el art. 416, ya que en materia migratoria se debe expedir normas 

y políticas públicas que se encuentren en concordancia con lo establecido por el principio de 

ciudadanía universal; que implica un carácter progresivo de los derechos humanos de las 

personas migrantes al configurar como deber primordial del Estado la promoción y respeto de 

dichos derechos reconocidos a nivel constitucional e internacional (CRE, 2008, art. 416).  

De ahí que, la producción de normas y actos administrativos deben regirse a lo establecido por 

la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos; ya que bajo ninguna 
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circunstancia la administración puede emitir actos jurídicos o administrativos que restrinjan el 

contenido de dichos derechos y garantías fundamentales (CRE, 2008, art.11; núm. 4).  

Por ende, aplicando estos principios al caso de estudio que está dirigido a los migrantes 

venezolanos, se identifica como obligación directa del Estado ecuatoriano la adecuación y 

aplicación del derecho constitucional a migrar además de los preceptos de favorabilidad, 

progresividad y de directa aplicación que se encuentran en los instrumentos de internacionales 

de Derechos Humanos, para que funcionen como criterios condicionantes de la producción de 

actos normativos y administrativos que regulan la migración (Corte Interamericana de 

Derechos Humanos, 2003, p.14). 

Sin embargo, a pesar de existir estos preceptos y garantías que dirigen la formación y 

desarrollo de la normativa y la política pública en materia migratoria, ciertos órganos estatales 

como, el Ministerio del Interior y el Ministerio de relaciones Exteriores y Movilidad Humana 

han omitido esta adecuación y directa aplicación de dichos principios al expedir normas y actos 

administrativos que son contrarios a la Constitución.  

Tal como se puede evidenciar en la expedición de los acuerdos ministeriales 0000242, 

0000244 y 000001, los cuales a través de la exigencia de requisitos como: la presentación de 

pasaporte, y pasado judicial, generan una normativa contradictoria, que vulnera este principio 

de supremacía constitucional y unidad normativa al contemplar requisitos de control 

migratorio   incoherentes y regresivos de derechos fundamentales. 

Por tal razón, en el texto constitucional se concreta también la dimensión de garantía que 

materializa la forma de protección del principio de supremacía constitucional y unidad 

normativa ante la existencia de normas contradictorias, la cual se expresa a través de las 

garantías constitucionales jurisdiccionales que consisten en mecanismos que viabilizan el 

cumplimento efectivo de los derechos fundamentales ante eventuales arbitrariedades de la 

administración (Guerrero, 2016, s/p). 

Ante la existencia de estas garantías constitucionales que permiten la protección de derechos 

fundamentales y protegen la prevalencia del principio de supremacía constitucional y unidad 

normativa frente a las actuaciones estatales. Como objetivo del siguiente acápite se analizará 

la utilización de la garantía constitucional materializada en la acción de inconstitucionalidad, 

frente a la posible existencia de contradicciones y vulneraciones a derechos fundamentales de 
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la población migrante venezolana a raíz de la vigencia de los acuerdos ministeriales 0000242, 

0000244 y 00001. 

3.2. Análisis de Caso: 0014-19-IN: Acción de Inconstitucionalidad relativa a los acuerdos 

ministeriales 000001 y 00000244 

 

De los elementos y dimensiones conceptuales que comprenden el principio de supremacía 

constitucional y unidad normativa, cabe destacar la funcionalidad de la dimensión de garantía 

de dicho precepto, el cual actúa mecanismo que, limita las actuaciones gubernamentales, como 

factor armonizador de todo el sistema normativo; y además como instrumento que permite el 

cumplimiento óptimo de los derechos y libertades fundamentales. 

Esto significa que el Estado esta obligado a crear y generar mecanismos de control que den 

validez y legitimidad a los actos juíridos y admnistrativos derivados de la actividad 

gubernamental; ademas de contener  instrumentos y mecanimos jurisdiccionales que 

garanticen la efectividad y el ejercio pleno de los derechos fundamentales (Guerrero, 2016, 

p.18). 

Bajo este argumento las garantías constitucionales se manifiestan como instrumentos que 

permiten controlar y limitar a la actuación de los poderes públicos y privados; a la par de 

garantizar y efectivizar el cumplimento integral de las normas y derechos fundamentales 

reconocidos por la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos 

(Cordero y Yepez, 2015, p.41). 

En ese sentido estas garantías constitucionales se establecen como los instrumentos que 

permiten que se haga efectivo el cumpliento de los derechos, lo cual da lugar a que las normas 

y prinpcios contenidos en la Constitución sean  de cumplimiento obligatorio tanto para 

gobernados como para gobernantes, generando así un cumplimiento y aplicación material de 

la Consitución y no una simple declaración ennunciativa de facultades y derechos reconocidos 

(Pérez Arroyo, 2002, p.154). 

De ahí, que para que estas garantías sean activadas o exteriorizadas, como instrumentos que 

protegen derechos fundamentales ante actuaciones arbitrarias de los órganos gubernamentales; 

también se debe contemplar la existencia del carácter jurisdiccional que estas conllevan, ya 
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que dentro del texto constitucional se debe prever: la aplicación específica de determinada 

garantía, su naturaleza, alcance, funcionalidad, procedimiento y el órgano facultado a conocer 

y resolver sobre dichas garantías constitucionales (Guerrero, 2016, p.29). 

Además de que al contener este carácter jurisdiccional determinan como único órgano de 

interpretación y de control constitucional a la Corte Constitucional, de tal forma que este 

órgano jurisdiccional en observancia y cumplimiento de sus atribuciones está llamado a 

realizar el control de constitucionalidad de todos los actos jurídicos y administrativos en todos 

los niveles de gobierno, con el objetivo de verificar la adecuación de todos estos actos al 

sistema jurídico y en caso de identificar normas u actos de la administración incompatibles y 

contrarios al texto constitucional declarar su inconstitucionalidad y cesar la vulneración 

derivada de dicho acto ( LOGJCC, 2009, art.74).  

Para ello, la utilización de la garantía constitucional jurisdiccional correspondiente a la acción 

pública de inconstitucionalidad permitiría a la Corte Constitucional realizar el control de 

constitucionalidad sobre los actos normativos emitidos por el Ministerio de Relaciones 

Exteriores y Movilidad Humana; y por el Ministerio del Interior, enfocados a los acuerdos 

ministeriales 0000242, 000244 y 000001, con el objetivo de determinar la adecuación y 

compatibilidad de estas actos jurídicos inferiores frente a la Constitución; además de 

identificar la posible existencia de disposiciones vulneratorias a derechos fundamentales de 

las personas migrantes venezolanas. 

De tal forma, que el orden de estudio del caso, se basará en los siguientes puntos: i) ámbito de 

aplicación de la acción pública de inconstitucionalidad al caso,  ii) el análisis del articulado 

contenido en estos acuerdos ministeriales iii) la identificación de los derechos y principios 

vulnerados, estipulados en la demanda de acción de inconstitucionalidad, a partir de la vigencia 

de estos acuerdos ministeriales y iv) la posibilidad de identificar  la supuesta constitucionalidad 

o inconstitucionalidad de estas disposiciones-. 

i) el ámbito de aplicación de la garantía constitucional jurisdiccional relativa a la 

acción pública de inconstitucionalidad:  

Esta garantía consiste en ser un mecanismo de control de constitucionalidad que es realizado 

a través de la Corte Constitucional, cuya función consiste en verificar actos jurídicos y 



102 
 

 
 

administrativos que se presumen inconstitucionales una vez que estos han sido promulgados y 

se encuentran vigentes (CRE, 2008, art. 36; núm.2-4).  

De aquello, se desprende que el objeto de la acción pública de inconstitucionalidad es 

garantizar la unidad, coherencia y compatibilidad de todo el ordenamiento jurídico con la 

Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos, a partir de la 

instrumentalización del control constitucional abstracto como herramienta idónea para la 

identificación y eliminación de contradicciones e incompatibilidades normativas, por razones 

de fondo y forma contenidos en todas las normas y disposiciones del ordenamiento jurídico 

(LOGJCC, 2009, art.74). 

De modo que esta garantía jurisdiccional se manifiesta como un verdadero escudo que protege 

y tutela los derechos y principios contenidos en la Constitución, al facultar a la Corte 

Constitucional a realizar dicho control en todos los ámbitos de actuación normativa y 

administrativa (Guerrero, 2011, p.69). En efecto de aquello el Art. 75 numeral 1 de la 

LOGJCC, prevé dicha verificación de constitucionalidad a través de esta garantía sobre: a) 

enmiendas y reformas constitucionales b) resoluciones legislativas aprobatorias de tratados 

internacionales c) Leyes, decretos leyes de urgencia económica y demás normas con fuerza de 

ley; y d) sobre actos normativos y administrativos con carácter general (LOGJCC,2009, art 

71; núm. 1).  

Bajo estos supuestos determinados en la LOGJCC, la acción de inconstitucionalidad para 

pertinencia de este caso, viabiliza la impugnación de actos normativos como los acuerdos 

ministeriales en cuestión, facultando a la Corte Constitucional para realizar el control de 

constitucionalidad concreto de estos acuerdos y resolver si existe dicha inconstitucionalidad. 

Además de evidenciar la vulneración de derechos fundamentales contenidos en estos acuerdos 

ministeriales que regulan el control e ingreso de migrantes venezolanos al Ecuador. 

ii) Análisis del articulado establecido en los acuerdos ministeriales 0000244 y 000001. 

El acuerdo ministerial 0000244, en el considerando primero determina que ante el masivo flujo 

migratorio venezolano en la región sudamericana requiere la adopción de medidas para 

promover una movilidad humana ordenada y segura (Acuerdo ministerial 0000244, 2018, 

considerando 1), a efecto de aquello una de las medidas adoptadas es la presentación de un 

certificado de validez de la cédula de identidad, la cual debe ser emitida por un organismo 



103 
 

 
 

internacional o regional reconocido por el Ecuador o a su vez la presentación de dicho 

certificado de validez una vez que haya sido emitido por las entidades autorizadas del gobierno 

venezolano, y se encuentre debidamente apostillado (Acuerdo ministerial 0000244, 2018, 

art.1). 

Ahora bien, la razón para emitir este acuerdo ministerial como se verificó en el capítulo dos, 

deviene del fenómeno de securtización de la migración, ya que al momento que 600.000 

personas venezolanas  ingresaron al país en el periodo de 2017 a 2018, el gobierno ecuatoriano 

optó por problematizar el flujo masivo de migrantes venezolanos como un asunto de seguridad 

nacional que debe ser tratado de forma prioritaria y por todos los medios con el objetivo 

disminuir y controlar el ingreso de migrantes venezolanos.  

De modo que una vez que se categoriza al flujo masivo de migrantes venezolanos como un 

problema de seguridad nacional prioritario y urgente, también se evidenció la instauración de 

un discurso político (Speech act) basado en lo siguiente:  

Es necesario aclarar que la decisión gubernamental adoptada tiene como fin precautelar la 

seguridad de los ciudadanos ecuatorianos y la de los propios migrantes. Además, que dicha 

decisión fue sustentada en un informe técnico que develaba inconvenientes de seguridad en 

las cédulas y partidas de nacimiento de las personas que ingresaban al territorio nacional 

(Secretaria de Comunicación, Comunicado oficial,2018; s/p). 

De tal forma que, a partir de estos inconvenientes develados en las partidas y cédulas de 

identidad de los migrantes venezolanos, el gobierno ecuatoriano decide concretar medidas 

extraordinarias con el objetivo de impedir el ingreso de migrantes venezolanos; a través de la 

implementación de requisitos burocráticos que condicionan y restringen el ingreso de este 

grupo poblacional al Ecuador. 

Es entonces que, a partir del requerimiento de validez de documentos de identidad como 

condicionamiento para entrar al país, el gobierno ecuatoriano pretende materializar 

instrumentos disuasivos que eviten el tránsito e ingreso de migrantes venezolanos al Ecuador; 

de allí la razón de ser en la exigencia de certificación y validación de la cédula de identidad 

como requisito para ingresar al país (El Comercio , 2019, s/p). 

De forma reiterada se puede verificar la utilización de la securtización y selectividad en el 

ámbito migratorio por parte del Estado ecuatoriano, debido a que como se especificó en el 
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anterior capítulo de forma similar se evidenció la problematización de la migración venezolana 

a partir de un fuerte discurso político que colocaba a los migrantes venezolanos como 

potenciales delincuentes a partir del femicidio sucedido en Ibarra en enero de 2019 (Ramírez, 

et al., 2019, p.22). 

Ante este suceso la reacción de los órganos estales se basó en la promulgación de un nuevo 

acuerdo ministerial que tiene como objetivo prevenir y evitar el ingreso de migrantes 

venezolanos que se encuentren en una categoría de sospecha; a través de del requisito de 

presentación del certificado de Antecedentes penales debidamente apostillado (Valle, et al 

2018., p. 212). 

Por tanto, en el acuerdo ministerial 000001 se concreta esta intención gubernamental de 

impedir el ingreso de migrantes venezolanos que representan dicha peligrosidad y amenaza al 

orden público del país, al momento en que en el considerando de este acto normativo se 

establece como tarea primordial del Estado la garantía de la seguridad y la paz pública ante 

fuentes potenciales y directas de peligrosidad que amenacen la seguridad de la sociedad 

ecuatoriana (Acuerdo interministerial 000001, 2019, considerando primero).  

De ahí que para afianzar esta salvaguarda del orden público ante la supuesta amenaza de los 

migrantes venezolanos en el artículo 1 se establece como requisito de ingreso al país la 

presentación del certificado de antecedentes penales del país de origen, o del país de residencia 

durante los últimos cinco años debidamente apostillado o legalizado (Acuerdo Interministerial 

000001, 2019, art.1).  

 Del análisis del articulado contenido en estos acuerdos ministeriales se desprende la 

motivación para interponer una acción pública de inconstitucionalidad, ya que como se verá a 

continuación, la demanda que da inicio a  esta acción de inconstitucionalidad  cuestiona los 

artículos de estos acuerdos, debido a que estos artículos se manifiestan de forma contradictoria 

e incompatible al principio de supremacía y unidad constitucional, además de  que incluyen 

normas que afectan y vulneran los derechos de la población migrante venezolana.  

iii) Identificación de los derechos y principios vulnerados que han sido determinados 

en la demanda de inconstitucionalidad interpuesta. 
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 En esta demanda se impugna la inconstitucionalidad de estos acuerdos ministeriales, ya que 

estos atentan contra el principio de igualdad y no discriminación, al determinar en su articulado 

un trato discriminatorio por cuestiones de nacionalidad, lugar de nacimiento y pasado judicial. 

Bajo esta lógica, lo estipulado en el artículo 1 del acuerdo interministerial 000001 prevé como 

requisito para la población migrante venezolana que desea ingresar al país la presentación de 

certificado de antecedentes penales debidamente apostillado o legalizado.  Lo cual da lugar a 

que se active el cuestionamiento de constitucionalidad sobre dicho acto normativo, al 

manifestarse como una norma inferior contraria y discriminatoria de los derechos de los 

migrantes contendidos en la Constitución e instrumentos internacionales de Derechos 

Humanos (Corte Constitucional del Ecuador 0014-IN-CC, 2019, fj.14).  

Ante este cuestionamiento de constitucionalidad o inconstitucionalidad de esta norma inferior, 

es necesario verificar lo estipulado en la Constitución y los instrumentos internacionales de 

Derechos Humanos; con el objetivo de determinar la existencia de esta contradicción y a su 

vez la vulneración al principio antes mencionado que se ha vulnerado. 

En ese sentido, dentro del Sistema Universal de Derechos Humanos, la igualdad y no 

discriminación son principios que permite el ejercicio y garantía de todos los demás derechos 

reconocidos (Declaración Universal de Derechos Humanos, art.1). En consecuencia, de 

aquello la Constitución del Ecuador determina como obligación primordial del Estado el 

garantizar sin discriminación alguna el efectivo goce de los derechos establecidos en la 

Constitución y demás instrumentos internacionales, para lo cual establece como prohibición 

todo tratamiento u acto que impida, restringa y limite el pleno ejercicio de estos derechos y 

garantías fundamentales (CRE, 2008, art.11; núm. 4).  

De este principio de igualdad y no discriminación frente a lo estipulado en el artículo 1 de los  

acuerdos ministeriales 000001 y 0000242 se puede evidenciar que estos acuerdos trasgreden 

directamente dichos preceptos , ya que de acuerdo a la interpretación  realizada en el Amicus 

Curiae de la Clínica de Derechos Humanos de la Universidad San Francisco (2019), al 

determinar cómo requisito la presentación de antecedentes penales exclusivamente a los 

migrantes venezolanos se categoriza directamente a estas personas, la calidad de ilegalidad e 

irregularidad en el territorio, asociando dicha ilegalidad con percepciones negativas que crean 

un estereotipo del migrante como, sujeto peligroso y proclive a cometer delitos (p.26). Lo cual 
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contraviene y contradice lo establecido en articulo 11 numeral dos, en cuanto a que ninguna 

persona podrá ser discriminada por su lugar de nacimiento, identidad cultural pasado judicial 

o condición migratoria (Corte Constitucional del Ecuador, Caso 0014-IN-CC, 2019, fj. 16) .  

De igual forma, este principio de igualdad y no discriminación ha sido analizado en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional de Ecuador, ya que se ha determinado que la 

atribución o distinción de cualidades negativas a un determinado grupo poblacional que 

tradicionalmente han sido excluidas, presupone una distinción ilegítima y por tanto 

discriminatoria (Corte Constitucional del Ecuador, Sentencia Nro. 14-18-SEP-CC, 2018, 

p.74). 

En base a este criterio jurisprudencial, también cabe destacar y relacionar lo estipulado dentro 

del sistema interamericano, ya que estos pronunciamientos refuerzan la interpretación y 

compresión del principio puesto en consideración. En ese sentido la Opinión Consultiva Nro. 

18 determina como obligaciones para los Estados (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, 2003): 

1) Abstención de realizar acciones que de cualquier manera vayan dirigidas, directa o 

indirectamente a crear situaciones de discriminación de iure o de facto, y:  

2) La adopción de medidas positivas para revertir o cambiar situaciones discriminatorias 

existentes en sus sociedades, en perjuicio de determinado grupo de personas. Esto implica 

el deber de protección que el Estado debe ejercer con respecto a actuaciones y prácticas 

de tercer que, bajo su tolerancia o aquiescencia, creen mantengan o favorezcan las 

situaciones discriminatorias (párrs.103-104 y 109). 

De esta comparación entre la normativa inferior correspondiente a los acuerdos ministeriales 

ante la norma constitucional y los criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional y de la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos, se puede verificar la inconstitucionalidad de los 

acuerdos ministeriales 0000244 y 000001; porque los requisitos previstos en estos acuerdos  

imponen dichos requerimientos de forma exclusiva a las personas de nacionalidad venezolana, 

lo cual podría llegar a estructura una normativa que  justifica y consolida un trato 

discriminatorio y selectivo hacia los migrantes venezolanos, contradiciendo directamente lo 

establecido en la Constitución y los instrumentos internacionales de Derechos Humanos 

relativos al principio de igualdad y no discriminación.  

Otro punto que se impugna como inconstitucional dentro de estos acuerdos ministeriales es la 

vulneración al derecho a migrar y libre movilidad humana causada por la exigencia de 
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pasaporte, cedula certificada y antecedentes penales apostillados como requisitos impuestos a 

las personas migrantes de nacionalidad venezolana (Corte Constitucional del Ecuador, 

Demanda, Caso 0014-IN-CC, 2019, fj. 20). 

En virtud de lo expuesto, de igual manera es necesario realizar este examen de compatibilidad 

entre lo establecido en la Constitución y los instrumentos internacionales correspondientes; así 

las normas de Derecho Internacional de los Derechos Humanos reconocen la libertad de 

movilizarse por todas las circunscripciones territoriales de los Estados, determinado como 

obligación de los Estados el respeto y la garantía de ejercicio de derechos y libertades 

fundamentales de cualquier persona en situación de movilidad humana como si se tratara de 

un ciudadano nacional (Declaración Universal de Derechos Humanos,2004, Arts. 12-13).  

Respecto de aquello, en la normativa interna del Ecuador, la Constitución de 2008 reconoce 

de forma expresa el derecho a migrar señalado además de la prohibición de identificar a 

cualquier persona como ilegal a causa de su condición migratoria; por lo cual determina como 

obligación del Estado la ejecución de acciones y medidas positivas que viabilicen el ejercicio 

de las personas independientemente de su condición migratoria (CRE, 2008, Art.40). 

Siguiendo con lo estipulado en el texto constitucional, también se reconoce como derecho, el 

libre tránsito por el territorio nacional, así como la libertad de escoger residencia; y entrar y 

salir libremente del país (CRE, 2008, Art. 66; numeral 4). Lo cual se encuentra dirigido por 

los principios configurados en el artículo 416, donde se reconoce el principio de ciudadanía 

universal como precepto que determina el carácter progresivo de la condición de extranjero al 

determinar cómo mandato la promoción y exigencia de respeto y pleno ejercicio de los 

derechos humanos hacia la población migrante en un ámbito de igualdad al que los nacionales 

del Estado ecuatoriano (CRE, 2008, Art. 416; númls.7-9). 

Así que en concordancia con lo expuesto en estos artículos conforme al artículo 423 de la 

Constitución (2008) se evidencia la existencia de la ciudadanía latinoamericana como 

mecanismo de implementación de políticas que garanticen los derechos humanos de las 

poblaciones de frontera, refugiados y protección común de los latinoamericanos y caribeños 

en los países de tránsito y destino migratorio. 
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Profundizando este análisis en el contexto de migración venezolana también cabe señalar lo 

establecido en la Resolución 2/ 18 de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos 

(2018) la cual exhorta a los Estados miembros de la OEA a:  

3. Garantizar el ingreso al territorio a las personas venezolanas que buscan protección 

internacional o que desean satisfacer necesidades humanitarias urgentes.  

6. Expandir canales regulares, seguros accesibles y asequibles de la migración. 

11. No criminalizar la migración de personas venezolanas, para lo cual los Estados deben 

abstenerse de adoptar medidas tales como: el cierre de fronteras, la penalización por ingreso o 

presencia irregular, la necesidad de presentar un pasaporte para obtener ayuda y protección 

internacional, detención migratoria; y discurso de odio (pp.3-5). 

En la jurisprudencia de la Corte IDH, también se evidencia la obligatoriedad de respeto y de 

garantía del derecho de los migrantes y refugiados estableciendo lo siguiente:  

El respectivo Estado debe en toda circunstancia respetar los derechos de la población migrante 

y refugiada, puesto que estos tienen su fundamento precisamente los atributos de la persona 

humana, es decir más allá de la circunstancia de que sea o no su nacional, o residente en su 

territorio, o se encuentre transitoriamente, o de paso en dicho Estado,  o este allí ilegalmente, 

o se encuentre en una situación migratoria irregular la normativa interna deben reconocer y 

respetar estos derechos en todas las circunstancias y casos en concreto (párr. 62). 

En concordancia con lo establecido por la CIDH (Comisión Interamericana de Derechos 

Humanos) y la Corte IDH, dentro de la jurisprudencia ecuatoriana de forma similar también 

se determina que la norma constitucional y la ley especial correspondiente a materia migratoria 

deben contener como finalidad última, la máxima satisfacción de los derechos de las personas 

en situación de movilidad humana; para ello. la Corte Constitucional (Caso 0036-10-TI, 2010) 

determina que:  

Tomando como base de estructuración de normas y actos administrativos secundarios e 

inferiores, la observancia y aplicación de los principios de ciudadanía universal y libre 

movilidad humana; todo esto en razón eliminar y superar toda práctica discriminatoria y 

vulneratoria de derechos y libertades fundamentales en especial de la población migrante 

(p.15).  

Por lo que, de todo este análisis normativo y jurisprudencial a nivel interno e internacional, se 

puede llegar a determinar que, las medidas contenidas en los acuerdos ministeriales que 

corresponden a: la exigencia de pasaporte, cedula certificada y antecedentes penales 

apostillados, como requisitos impuestos a las personas migrantes de nacionalidad venezolana, 

también evidencian que estos actos jurídicos son contrarios a la Constitución  al obstaculizar 
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el ejercicio integral del derecho a migrar y la libre movilidad humana (Corte Constitucional 

del Ecuador, Demanda, Caso 0014-IN-CC, 2019, fj. 23).  

De los derechos vulnerados a raíz de la vigencia de estos acuerdos también se contempla la 

afectación al principio de seguridad jurídica y reserva de ley, ya que estos acuerdos al ser 

normas inferiores que pretender regular el ejercicio y las garantías que comprenden el derecho 

a migrar y el derecho a la libre humana, concretan de forma evidente esta calidad de contrarias 

e inconstitucionales (Corte Constitucional del Ecuador, Demanda, Caso 0014-IN-CC, 2019, 

fj. 18). 

En lo correspondiente al principio de reserva de ley establecido en la Constitución se 

manifiesta como un precepto que guía a la creación de las demás normas, dando lugar a que 

bajo este precepto se determinen cuáles van hacer las materias, contendidos y regulación en 

específico de una norma inferior; en ese ámbito la Constitución determina de forma expresa y 

taxativa que el contenido y desarrollo de derechos y garantías fundamentales corresponden 

directamente a una Ley orgánica (CRE, 2008, art. 133; núm. 2). 

Esto quiere decir que la Constitución como norma suprema restringe mediante el principio de 

reserva de ley, las materias y el contenido normativo que otras leyes inferiores deben regular; 

todo esto en razón de mantener esta unidad y coherencia normativa en todo el sistema jurídico 

(Naranjo, 2003, p.150). 

Para este supuesto la regulación sobre derechos y garantías en materia migratoria, está prevista 

a través de una norma competente y específica, en este caso la LOMH; ya que ésta, es el único 

cuerpo normativo que puede regular y desarrollar los derechos, obligaciones y garantías en 

materia migratoria.  Por ende, las disposiciones normativas de los órganos estatales encargados 

de la creación de normas migratorias inferiores deben limitarse únicamente a lo que la ley 

competente a la materia y lo que la Constitución determine, sin expandir su capacidad de 

regulación o actuación (Corte Constitucional del Ecuador, Demanda, Caso 0014-IN-CC, 2019, 

fj. 19). 

Al respecto de los acuerdos ministeriales impugnados, estos actos normativos pretenden 

regular cuestiones de ingreso, tránsito y movilización del flujo migratorio en el país , lo cual 

resulta totalmente contradictorio a lo establecido en el principio de reserva de ley, ya que en 

el artículo 84 de la Ley Orgánica  de Movilidad Humana; (norma competente y especifica en 
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materia migratoria) establece que, los ciudadanos Sudamericanos pueden ingresar circular y 

salir del territorio ecuatoriano presentando solamente su documento de identificación nacional 

por los puestos de control, lo cual en concordancia con estipulado en el artículo 4 del Acuerdo 

sobre Residencia para Estados Partes MERCOSUR determina que para ingresar y residir en 

cualquier territorio de los Estados partes se necesita pasaporte y cédula de identidad  vigente ( 

MERCOSUR, 2014, art. 4)  .  

Entonces de la normativa anotada en el párrafo anterior, se podría llegar afirmar que los 

acuerdos ministeriales 000001 y 0000244 al pretender regular cuestiones de ingreso 

circulación y tránsito del flujo migratorio venezolano en el país, pueden contravenir lo 

establecido en la Constitución y también lo estipulado en el Acuerdo MERCOSUR. Debido a 

que al ser normas inferiores no pueden regular ni mucho menos establecer requisitos 

adicionales para regular la entrada de migrantes venezolanos al país, más allá de las ya 

dictaminadas; puesto que dichas competencias normativas le corresponden única y 

exclusivamente a la Ley Orgánica de Movilidad Humana, la Constitución y al Acuerdo de 

Residencia MERCOSUR. 

En adición a esto también se identifica la vulneración al principio de seguridad jurídica, ya 

que, a través de lo establecido en estos acuerdos ministeriales en cuanto a la determinación de 

requisitos adicionales para el ingreso de migrantes venezolanos al país, se evidencia el 

quebrantamiento de esta certeza y confianza que tiene los individuos sobre el ordenamiento 

jurídico. 

Debido a que el principio de seguridad jurídica se materializa como un precepto que 

salvaguarda y evita la manipulación normativa por parte de los órganos estatales, ya que al 

prever la existencia de normas claras, públicas y conocidas por todos (Peces-Barba, 1992, 

pp.256-257); este precepto asumen un rol en el cual se resguarda los derechos y libertades de 

las personas al momento en que la sociedad tiene plena confianza y certeza de que las normas 

del ordenamiento jurídico que están hechas para limitar el poder y hacer efectiva la realización 

de libertades básicas en un Estado de derechos y justica (Latorre, 1976, p.121) 

Al respecto de aquello la Corte Constitucional (2013) señala que este principio debe 

fundamentarse en la siguiente forma:  
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Para tener certeza respeto de una aplicación normativa, acorde a la Constitución, se prevé que 

las normas que formen parte del ordenamiento jurídico se encuentren determinadas 

previamente; además deben ser claras y públicas; solo de esta manera se logra conformar una 

certeza de que la normativa existente en la legislación será aplicada cumpliendo ciertos 

lineamientos que generan la confianza acerca del respeto de los derechos consagrados en el 

texto constitucional. Mediante un ejercicio de interpretación integral del texto constitucional 

se determina que la seguridad jurídica es el pilar sobre el cual se asienta la confianza ciudadana 

a las actuaciones de los distintos poderes (Sentencia Nro. 016-13-SEP-CC).  

De lo que se puede apreciar de este criterio de la Corte Constitucional es que, el principio de 

seguridad jurídica, concreta esta certeza y confianza en el sistema normativo al momento en 

que este precepto se manifiesta como un instrumento que dirige y limita las actuaciones 

gubernamentales frente a los derechos de las personas.  

Por consiguiente, este precepto aplicado al caso en cuestión determina que las actuaciones 

normativas y administrativas de las entidades migratorias deben observar este principio como 

precepto que dirige la creación de actos jurídicos y administrativos que deben estar 

previamente promulgados y además deben ser conocidos por todos (CRE,2008, art.82).  

Sin embargo, con la promulgación de estos acuerdos ministeriales se puede evidenciar el 

quebrantamiento de estos componentes de certeza y confianza en el sistema jurídico, ya que 

las autoridades migratorias modifican y emiten cada vez más nuevos requisitos en materia 

migratoria, generando como resultado un ambiente de incertidumbre en la población migrante 

venezolana que desconoce e ignora los derechos y facultades que los amparan y protegen.  

En consecuencia, de todas estas vulneraciones identificadas en la demanda de inconstitucional 

en relación con la vigencia de estos acuerdos ministeriales se determina de forma evidente la 

existencia de contradicciones normativas que desembocan en la inconstitucionalidad de estos  

artículos ya señalados; puesto que a partir del análisis realizado se puede colegir que: los 

acuerdos ministeriales 0000244 y 000001 desobedecen a lo establecido en la Constitución y la 

Ley Orgánica de Movilidad Humana, ya que el contenido de estos actos normativos justifican 

y legitiman un régimen que avala la discriminación y la vulneración de derechos sobre las 

personas migrantes venezolanas. 

Por tal razón como conclusión de este acápite es posible determinar que la finalidad de estos 

acuerdos ministeriales pretenden securtizar la migración venezolana al momento en que este 

hecho migratorio se trata como un problema de seguridad nacional que afecta al orden público 
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de la sociedad ecuatoriana, generando como resultado una reacción estatal dedicada a crear 

normas y a utilizar políticas públicas arbitrarias que tienen por objeto restringir el ingreso de 

migrantes venezolanos por la supuesta condición de amenaza y peligro que estos representan 

(Valle, et al., 2018, p.216). 

Entonces, con esta gestión securtista y selectiva de la migración venezolana, reflejada en el 

gobierno ecuatoriano se evidencia como efecto la existencia un sistema jurídico y de una 

política de gobierno totalmente contradictoria que vulnera derechos fundamentales, lo cual 

dentro de un Estado de derechos y justicia no puede contemplarse bajo ninguna circunstancia 

(Montaña, 2011, p.22).  

Es así, que ante esta problemática suscitada en materia migratoria en el siguiente punto de esta 

investigación se plasmará como propuesta el desarrollo de diferentes criterios y argumentos 

que deberían ser tomados en consideración por la Corte Constitucional del Ecuador, con miras 

a posibilitar la armonización  y equilibro  del derecho a migrar frente a la facultad estatal del 

Estado en el control fronterizo  y de flujo migratorio; procurando como máxima y misión  

esencial la progresividad de derechos y la superación de toda forma de discriminación y 

desigualdad hacia la población migrante venezolana que desea ingresar al país.  

3.3.  Criterios que deberían considerarse por la Corte Constitucional del Ecuador a 

partir de la Acción de inconstitucional del Caso 00014- 19-IN-CC:   Efectos para tomar 

en cuenta en la política migratoria y el ordenamiento jurídico 

 

En el último punto de esta investigación, se estructurará ciertas nociones que deberían ser 

tomadas en cuanta por la Corte Constitucional del Ecuador ante la acción de 

inconstitucionalidad interpuesta sobre los acuerdos ministeriales 0000244 y 000001, todo esto 

con la finalidad de exponer argumentos y lineamientos que permitirían generar una normativa 

y política pública migratoria, compatible y coherente con la Constitución y los instrumentos 

internacionales de Derechos Humanos. 

Para ello, dentro del análisis de este acápite como primer elemento se analizará la utilización 

del control constitucional abstracto cuyo fin es examinar y analizar la existencia de 

contradicciones y vulneraciones a derechos fundamentales que pueden encontrarse en normas 

inferiores a la Constitución y los instrumentos internacionales. Y luego desarrollar la 



113 
 

 
 

utilización del test de igualdad como método de interpretación jurídica que permitirá 

comprobar si en estos acuerdos ministeriales existe un trato discriminatorio y vulneratorio a 

derechos fundamentales de los migrantes venezolanos.  

Así, cabe empezar por el primer elemento que recae en el control de constitucionalidad 

abstracto, cuyo análisis le corresponde a la Corte Constitucional del Ecuador, ya que este 

órgano jurisdiccional tiene como deber primordial el garantizar la unidad, coherencia y 

compatibilidad de todo el ordenamiento jurídico a través de la identificación y supresión 

incongruencias normativas y demás disposiciones del sistema jurídico (LOGJCC, 2009, 

art.74).  

Es así que ante este deber de la Corte Constitucional, la acción de inconstitucionalidad que fue 

analizada en el acápite anterior, se manifiesta como una garantía jurisdiccional idónea debido 

a que a este órgano jurisdiccional constitucional le compete verificar de forma integral y 

detallada estas supuestas contradicciones e inconstitucionalidades derivadas de los acuerdos 

0000244 y 000001, que exigen como requisito de ingreso al país a los migrantes venezolanos 

la presentación y certificación de la cédula de identidad y pasaporte; además de la presentación 

del documento de antecedentes penales debidamente apostillado.  

De tal forma que, en primera instancia para realizar el control de constitucionalidad abstracto 

sobre estas disposiciones normativas impugnadas, esto debería regirse por ciertos principios 

para verificar y poder llegar a declarar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de estos 

actos jurídicos, enmarcados en los siguientes:  

i) Control integral: este principio consiste en que se examinar la disposición acusada 

con la totalidad de las normas constitucionales, inclusive aquellas que no fueron 

invocadas por el accionante (LOGJCC, 2009, Art. 76; núm. 1).  

 

De forma que el juez se encuentra en la obligación directa de comparar el acto 

jurídico controvertido con todas las normas, reglas y principios constitucionales, lo 

cual da lugar a que este principio de control integral evite y salvaguarde cargas 

argumentativas posteriores sobre eventuales o futuras disposiciones 

inconstitucionales (Guerrero, 2011, p.77).  
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ii) Principio de presunción de constitucionalidad 

 

En la LOGJCC este precepto dictamina la presunción de constitucionalidad de las 

disposiciones jurídicas, de modo que, al realizar el control de constitucionalidad de 

un norma u acto administrativo, los jueces constitucionales deben realizar dicho 

control partiendo de la idea que la norma en cuestión es constitucional (LOGJCC, 

2009, art 76; núm. 2).  

 

Lo cual implica que a lo largo del análisis jurisprudencial dicho órgano 

jurisdiccional debe desvirtuar la constitucionalidad de la norma para emitir una 

resolución motivada; es decir que este pronunciamiento debe materializar la certeza 

de que dicha norma cuestionada es efectiva y evidentemente contraria a la 

Constitución (Guerrero, 2011, p.78). 

 

iii) In dubio pro legislatore 

Este principio determina que, al realizarse el control constitucional de la norma 

cuestionada, al existir o generarse una duda en cuanto a su constitucionalidad o 

inconstitucionalidad, se optara por preferir la constitucionalidad de la norma, 

excepto si dicha inconstitucionalidad es manifiesta, expresa y evidente 

(LOGJCC,2009, art. 76; núm. 3).  

 

A efecto de aquello el autor Manuel Aragón (citado por Víctor Ferreres, 1997) 

conceptualiza a este principio bajo la siguiente idea:  

 

El tribunal solo declarará la inconstitucionalidad de la ley cunado su 

contradicción con la Constitución es clara. Cuando tal claridad no existe, 

hay que presumir la constitucionalidad del legislador. Y ello significa la 

aplicación de esa máxima esencial en la jurisdicción constitucional; ya que 

no solo es una exigencia de la técnica jurídica, sino también y, sobre todo, 

una consecuencia del principio democrático en la delimitación de 

facultades del Estado y los derechos fundamentales de las personas (p.142).  

 

En ese sentido, la Corte Constitucional al momento en que evidencia la existencia 

de duda razonable debe optar por la validez y constitucionalidad de dicha norma 
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puesta en cuestión, en caso de que no se verifique con claridad la contradicción o 

inconstitucionalidad por la cual dicho acto normativo ha sido impugnado (Guerrero 

, 2011, p.79).  

 

iv) Principio de conservación del Derecho  

 

Por último, este principio se exterioriza como un precepto que permite la 

permanencia de las disposiciones normativas, puesto que al momento de que la 

Corte realiza el control de constitucionalidad de una norma impugnada ( LOGJCC, 

2009; Art.76, núm. 4) , debe procurar en la medida de lo posible por que dicha 

norma o disipación normativa no sea expulsada del sistema jurídico; para lo cual 

debe señalar de forma expresa y manifiesta en su resolución las alternativas para 

interpretar os sustituir de forma más favorable esta disposición normativa 

cuestionada (Guerrero, 2011, p.79). 

 

Así como finalidad de este precepto se materializa la protección del principio de 

supremacía constitucional normativa, al momento en que la Corte Constitucional 

determina otro tipo de interpretación, alcance u otras alternativas para evitar que 

una disposición contradictoria e inconstitucional, perjudique al sistema jurídico y 

por ende a los derechos fundamentales establecidos en el mismo (Soto, 2011, 

p.172). 

Una vez establecidos los preceptos por los cuales se rige el control de constitucionalidad 

abstracto, aproximando dichos principios al análisis del caso, estos se manifiestan como 

insumos que podrían ser tomados en cuenta por la Corte Constitucional, para que se 

identifiquen de forma clara e integral las supuestas contradicciones que pueden ser encontradas 

en los acuerdos ministeriales en materia migratoria. 

En consecuencia de estos argumentos expuestos, el control de constitucionalidad que es 

realizado por la Corte Constitucional, también incluye otra obligación en su análisis , puesto 

que dicho examen de constitucionalidad no debe ser relativizado a un control constitucional 

de tipo formal, que solo se dedique a examinar la formalidad y el procedimiento que rige la 

creación de normas y demás disposiciones jurídicas;  sino que también dicho control  debería 
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estar orientado a la examinación del contenido de una disposición normativa, con el ánimo de 

identificar si este acto jurídico es contrario a la Constitución al contener normas que limitan y 

vulneran derechos fundamentales (Bernal, 2005, pp. 37-38). 

Para ello, dentro de este examen de constitucionalidad. también se debe incluir como 

componente la utilización del control constitucional abstracto de tipo material, debido a que 

este control material permite determinar si el contenido o los contendidos que se encuentran 

desarrollados en diferentes actos administrativos o jurídicos pueden llegar a afectar o limitar 

el efectivo goce de derechos fundamentales.  

En lo relativo al caso de los acuerdos ministeriales que regulan los requisitos de, ingreso, 

tránsito y residencia de la población migrante venezolana en el Ecuador este examen 

constitucional de tipo material permitiría determinar a la Corte Constitucional la posible 

existencia de normas inferiores con contenidos regresivos de derechos fundamentales y 

además que restringen de forma arbitraria e ilegítima  los derechos y garantías fundamentales 

reconocidos a esta población inmigrante por la Constitución y los instrumentos internaciones 

de Derechos Humanos.  

Entonces, de este primer elemento relativo al control constitucional abstracto de tipo material 

y en aplicación de los preceptos que rigen dicho control,  el examen de constitucionalidad que 

es realizado por la Corte Constitucional frente a estos acuerdos ministeriales que suponen la 

existencia de normas contradictorias y vulneratorias de derechos fundamentales en el contexto 

migratorio venezolano; debería estar encaminado y propender a la tutela de derechos y 

garantías básicas a través de  una interpretación y determinación de medidas más favorables y 

progresivas de derechos hacia los inmigrantes venezolanos que desean ingresar, residir o 

transitar en el país.  

De modo que, para concretar esta interpretación favorable y progresiva de derechos hacia la 

población migrante venezolana, la Corte Constitucional también debería considerar como 

segundo elemento en este análisis la utilización del test de igualdad que permitiría verificar la 

pertinencia y razonabilidad de estos acuerdos ministeriales. Además de poder llegar a 

determinar y comprobar si dichos acuerdos podrían resultar en un trato discriminatorio 

injustificado, ilegitimo y contradictorio a la Constitución; y por tanto violatorio de derechos 

fundamentales de los inmigrantes venezolanos.  
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En ese contexto el test de igualdad se materializa como un método de argumentación o 

interpretación jurídica que permite a un órgano jurisdiccional constitucional,  analizar y 

comprobar si una restricción o intervención del Estado en derechos fundamentales derivada de 

un acto jurídico o de un acto administrativo que están dirigidos hacia un grupo de personas en 

particular suponen la existencia de un trato diferenciado, discriminatorio; y por ende 

vulneratorio de derechos fundamentales hacia este grupo de personas (Vázquez, 2018, p.82).  

Bajo esta conceptualización del test de igualdad, lo que se preténdete es, que a través de la 

argumentación y razonamiento judicial se pueda verificar la existencia de la pertinencia y 

finalidad legítima en las actuaciones normativas y administrativas del Estado.  Puesto que este 

test permite identificar al órgano jurisdiccional si existe un fin razonable, objetivo, y válido 

perseguido por los órganos estatales para restringir derechos fundamentales; y a demás 

establecer un trato diferenciado a ciertos individuos (Vázquez, 2018, p.84). 

En ese sentido, para que el órgano jurisdiccional constitucional llegue a verificar o comprobar 

de forma concreta si este trato diferenciado es legítimo o a su vez un si este trato diferenciado 

es ilegitimo;  debería materializar un escrutinio o fiscalización  que permita analizar y valorar 

de forma integral,  los diversos argumentos y motivaciones utilizados por los poderes públicos 

para, intervenir, restringir, y establecer tratados diferenciados sobre otro derecho 

constitucionalmente reconocido e incluso sobre un grupo de individuos con derechos en 

específico (Bernal, 2005, p.34). 

En aras de que este órgano jurisdiccional constitucional valore y compruebe la legitimidad y 

objetividad de un trato diferenciado hacia un grupo de individuos producto de una medida 

normativa o administrativa de los poderes públicos, este test de igualdad se vale de la 

observancia de tres componentes o elementos que según el mismo autor Carlos Bernal Pulido 

permitirían dilucidar si, dicho trato diferenciado es legítimo y objetivo, los cuales están 

definidos de la siguiente manera (2005):  

1. Idoneidad: toda intervención en los derechos fundamentales debe ser idónea para 

contribuir a alcanzar un fin constitucionalmente legítimo. 

 

2. Necesidad: toda intervención en los derechos fundamentales debe realizarse con la 

medida más favorable para el derecho intervenido de entre todas las medidas que 

revista la misma idónea para alcanzar dicho objetivo perseguido. 
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3. Proporcionalidad: la importancia que persigue la intervención en el derecho 

fundamental debe estar en una relación adecuada con el significado del derecho 

intervenido, es decir las ventajas que se obtengan de esta intervención en el derecho 

fundamental deben compensar los sacrificios que ello implica para su titular y para la 

sociedad en general (p.67).  

 

De tal forma que a partir del análisis conceptual del test de igualdad  y los elementos de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad  que este método configura, se puede afirmar que el 

aspecto medular del test de igualdad; como método de argumentación jurídica en el ámbito de 

la jurisdicción constitucional, se denota al posicionarse como un mecanismo que permite 

analizar, verificar y limitar las actuaciones del Estado, al momento en que dichas actuaciones 

intervienen o restringen el ejercicio de un derecho fundamental reconocido hacia un grupo de 

personas en concreto (Ortiz, 2018, p.84).  

 

Aplicado dicho aspecto al caso de estudio, este teste de igualdad  permitiría comprobar y 

verificar a la justicia constitucional ecuatoriana, si las medidas normativas contenidas en los 

acuerdos ministeriales regulan o determinan un trato diferenciado hacia la población 

inmigrante venezolana se desenvuelven en base a un trato diferenciado legítimo y objetivo que 

garantiza el ejercicio pleno de los derechos fundamentales de los inmigrantes; o comprobar si 

dichas medidas se alejan de estos criterios de legitimidad y objetividad  generando un trato 

diferenciado  discriminatorio y vulneratorio de derechos y libertades básicas de la población 

inmigrante venezolana. 

 

Para ello, dentro del contexto de la migración venezolana a raíz de los acuerdos ministeriales 

enlistados cabe analizar los elementos del test de igualdad para llegar a verificar si dichos actos 

normativos que regulan al flujo migratorio venezolano son idóneos, necesarios y 

proporcionales; todo esto en virtud de concluir de forma integral su legitimidad y objetividad  

 

Siguiendo lo expuesto en el párrafo anterior, la Corte Constitucional del Ecuador determina 

también como criterio jurisprudencial los parámetros de legitimidad y objetividad que deben 

existir en un acto jurídico o en un acto administrativo que regula materia migratoria o 

determina un trato diferenciado hacia aun grupo poblacional afirmado lo siguiente:  
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Para que una distinción o trato diferente sea legítimo, debe probarse que este fue proporcional, 

necesario, y razonable, que se justifique en la necesidad de garantizar justamente el ejercicio 

de derechos en condiciones de igualdad, pues solo así estamos frente a una distinción legítima 

(Sentencia Nro. 292-16-SEP-CC, 2016, p.28). 

En adición a aquello, la jurisprudencia de la Corte IDH en el caso Gonzales Lluy y otros vs. 

Ecuador (2015) también establece el estándar de análisis que debe conllevar este test de 

igualdad con el fin de identificar si una medida es discriminatoria o no bajo lo siguiente:  

i) Se examinará si la medida es o no adecuada, es decir si constituye o no un medio idóneo 

para alcanzar un fin constitucionalmente valido; ii) se analizará si el trato diferente es o no 

necesario o indispensable; y iii) se realiza un análisis de proporcionalidad en estricto 

sentido, para determinar si el trato desigual no sacrifica valores y principios 

constitucionales que tengan mayor relevancia que los alcanzados con la mediada diferencia 

(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C, Nro. 298, párr. 256)  

En base a estos estándares establecidos por la Corte Constitucional del Ecuador y la Corte 

IDH; en lo que corresponde al estudio de este caso, se deben cotejar los elementos de 

idoneidad, necesidad y proporcionalidad para determinar y comprobar si estos elementos 

fueron cumplidos y aplicados en los acuerdos ministerios 0000244 y 000001; para finalmente 

llegar a verificar si estas medidas son legítimas y progresivas de derechos fundamentales hacia 

la población migrante venezolana; o si representa todo lo contrario.  

a) Elemento de idoneidad 

Aproximando el elemento de idoneidad al caso de esta investigación se debería llegar a 

comprobar si estos acuerdos ministeriales persiguen un fin constitucionalmente valido; de 

acuerdo al análisis de estos acuerdos en el capítulo anterior y de lo detallado en la demanda de 

inconstitucionalidad se podría inferir que estos acuerdos ministeriales materializan como fin 

perseguido la protección de la seguridad nacional y orden público a través del control del flujo 

migratorio  venezolano que pretende ingresar al país  (Corte Constitucional del Ecuador, Caso 

0014-19-IN-CC, 2019, Demanda, fj. 13).  

Para ello el gobierno ecuatoriano en aras de concretar este supuesto fin constitucionalmente 

valido empieza a implementar y condicionar el ingreso de migrantes venezolanos al Ecuador 

a través de la imposición de mayores requisitos como: la certificación y validez de la cedula 

de ciudadanía y pasaporte, además del apostillamiento de los antecedentes penales de estos 

inmigrantes.  
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Con estos requisitos de ingreso circulación y residencia, impuestos exclusivamente a los 

inmigrantes venezolanos se puede llegar a interpretar de forma inicial que estos requerimientos 

no serían idóneos, puesto que en líneas jurisprudenciales anteriores, estos condicionamientos 

rígidos impuestos a los inmigrantes como requisitos para ingresar no se puede utilizar como 

medios para justificar el control de flujo migratorios; así las sentencia Nro. 011-09-DTI-CC, 

correspondiente al Estatuto migratorio entre Perú y Ecuador (2009), en cuanto al requerimiento 

de presentación de pasado judicial establece que:  

La medida en cuestión vulnera el principio constitucional de igualdad y discriminación 

señalando ut supra contraviniendo además con el art 40 inciso primero de la constitución, 

porque se estaría restringiendo el derecho de todos los seres humanos a migrar, en esta línea 

argumentativa, la Corte Constitucional se pregunta ¿Qué pasaría entonces si una persona 

registra antecedentes penales? o ¿Qué pasaría si la persona no registra antecedentes penales 

no presenta dicho documento, por falta de recursos?. La consecuencia sería la misma; se estaría 

discriminando por razones de pasado judicial (p.22).  

De igual forma en el caso Nro. 035 -17-SIN-CC, la Corte Constitucional se pronunció sobre 

la situación de la población migrante colombiana ante el mismo requerimiento de certificado 

de antecedentes penales (2017):   

La incorporación de la exigencia de presentación del certificado de antecedes penales, como 

un requisito adicional para el ingreso al país por parte de las personas de nacionalidad 

colombiana es incompatible con la prohibición de discriminación contenida en el art 11 

numera 2 de la Constitución (p.15).  

Entonces, a partir de estos criterios jurisprudenciales de la Corte Constitucional, se pude llegar 

a concluir que la medida impuesta de estos acuerdos no persigue los fines establecidos en la 

Constitución en cuanto a seguridad y control migratorio; más bien terminaría  por vulnerar 

derechos fundamentales,  de lo cual se podría llegar a interpretar la existencia de 

contradicciones e incongruencias con el principio de igualdad y no discriminación, puesto a 

partir de estos acuerdos ministeriales se  podría  evidenciar  un trato diferenciado que 

desemboca en la discriminación hacia los migrantes venezolanos en base a estereotipos y 

características selectivas negativas . 

b) Elemento de necesidad  
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En relación a este elemento la Corte Constitucional debería verificar si los requisitos de 

certificación y validez de documentos de identidad y pasaporte; además de la prestación del 

certificado apostillado de antecedentes penales, se materializan como requerimientos 

necesarios y razonables para evitar el ingreso de inmigrantes que supuestamente comportan 

una amenaza a la seguridad nacional y orden público (Corte Constitucional del Ecuador, Caso 

0014-19-IN-CC, 2019, Demanda, fj. 14). 

Para llegar a comprobar dicha necesidad señalada en el párrafo anterior los acuerdos 

ministeriales cuestionados deberían justificar de forma razonada y objetiva que, la imposición 

de estos requisitos que regulan la entrada circulación y residencia de la población migrante 

venezolana se posicionan como la única vía que tiene el Estado para tratar con la gestión del 

flujo misterio venezolano a partir de las problemáticas de inseguridad y violencia que se ha 

suscitado. 14 

Sin embargo, de lo que se pudo evidenciar en el segundo capítulo; y a través del análisis de   

la demanda de inconstitucionalidad, es que este elemento de necesidad únicamente se basó en 

una justificación subjetiva derivada de un discurso gubernamental y de un solo hecho delictivo 

que catalogó y generalizó a todas las personas inmigrantes de nacionalidad venezolana como 

potenciales delincuentes. Según el Amicus Curiae anteriormente señalado resultó en la 

creación medidas y condicionamientos dirigidos exclusivamente a los inmigrantes de 

nacionalidad venezolana porque supuestamente estos individuos personifican esta calidad de 

peligrosidad y amenaza (Clínica de Derechos Humanos de la Universidad San Francisco de 

Quito, 2019, p.27)  

Entonces de este razonamiento se podría llegar a inferir que los requisitos establecidos en los 

acuerdos 0000244 y 000001 no cumplirían con este elemento de necesidad ya que estas 

disposiciones normativas al no justificar ni presentar criterios objetivos para argumentar la 

imposición y necesidad de dichos requerimientos establecidos en estos acuerdos ministeriales 

señalados; podrían llegar a generar como consecuencia un trato discriminatorio  encaminado 

a identificar, categorizar y generalizar a toda la población migrante venezolana como un sujeto 

                                                             
14 Estas problemáticas de inseguridad y violencia suscitadas se refieren al femicidio cometido por un inmigrante 

venezolano ocurrido en la ciudad de Ibarra en enero de 2019 
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no deseable y peligroso que amenaza el orden público de la sociedad ecuatoriana (Defensoría 

del Pueblo, intervención en la Audiencia del caso Nro. 0014-19-IN). 

c) Elemento de proporcionalidad 

Este elemento señala que la medida impuesta deber ser proporcional al fin que se persigue, lo 

cual, aproximado a las medidas impuestas por los acuerdos ministeriales, suponen que el fin 

perseguido es una migración segura y ordenada bajo la idea de que se debe prevenir la entrada 

de inmigrantes que puedan perjudicar o poner en peligro la seguridad de la sociedad receptora 

y la seguridad de otros inmigrantes (Canciller José Valencia, Intervención en Audiencia del 

caso Nro. 0014-19-IN, 2019). 

Sin embargo al igual que en los anteriores elementos analizados, los requisitos y medidas 

establecidos en los acuerdos ministeriales  podrían ser  desproporcionados, ya a que al 

escudarse en supuestos fines de protección de seguridad, y control migratorio y fronterizo; 

estos acuerdos ministeriales impugnados podrían terminar  restringiendo de forma arbitraria y 

abusiva el derecho a migrar , puesto que el cumplimiento de dichos requisitos están dirigidos 

únicamente a la población migrante venezolana; cuestión que no se denota en migrantes de 

otras nacionalidades (Corte Constitucional del Ecuador, Caso 0014-19-IN-CC, 2019, 

Demanda, fj. 15). 

En ese sentido, este supuesto carácter desproporcionado de las medidas impuestas pretende de 

forma ilimitada restringir la movilización, tránsito y residencia de la población migrante 

venezolana en el Ecuador, ya que, por el hecho de no contar con estos documentos de 

identidad, pasaporte y certificado de antecedentes penales apostillado , podría desembocar en 

una estructuración que justifica el trato discriminatorio que es dirigido exclusivamente a 

migrantes de nacionalidad  venezolana (Clínica de Derechos Humanos de la Universidad San 

Francisco de Quito, 2019, p.19).  

Por consiguiente, del análisis de los elementos de idoneidad, necesidad y proporcionalidad que 

conlleva el test de igualdad aplicados a los acuerdos ministeriales 0000244 y 000001 que 

regulan la gestión del flujo migratorio venezolano en el Ecuador;  se puede llegar a interpretar 

y concluir que el trato diferenciado hacia los inmigrantes venezolanos propuesto en estas 

disposiciones normativas como una forma de controlar el ingreso de inmigrantes y proteger la 

seguridad y orden público; podrían resultar en un trato discriminatorio ilegitimo, contrario a 
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la Constitución ; y por consiguiente vulneratorio de derechos fundamentales hacia la población 

inmigrante venezolana.  

Entonces a raíz de lo analizado en todo este capítulo, como aporte final de esta 

investigación se establece que la generación de política pública y normativa en materia 

migratoria que desarrolla requisitos y condiciones concernientes a la entrada circulación y 

tránsito de los diferentes flujos migratorios, debería estar encaminada al respeto, 

observancia y límite de lo establecido en la Constitución y los instrumentos de Derechos 

Humanos. Puesto que como finalidad de aquello se podría llegar a materializar un régimen 

que permita a los inmigrantes el ejercicio tutela y garantía integral de sus derechos en un 

escenario de igualdad, respeto, y no discriminación.   
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Conclusiones 

 

1. De los antecedes históricos de la migración correspondientes a los flujos migratorios 

colombianos, peruanos, cubanos, haitianos, y venezolanos se pudo verificar el 

posicionamiento del Ecuador como un país receptor o de preferencia para esta 

población migrante, puesto que se materializaron factores de atracción como la 

posibilidad de satisfacer necesidades básicas, el aprovechamiento de plazas laborales 

vacantes, el mejoramiento de la calidad de vida; además de facilidades respecto a la 

entrada , circulación y residencia en el territorio  ecuatoriano.  

 

2. Al darse un incremento de los grupos migratorios; como, por ejemplo, el flujo 

migratorio cubano y venezolano, en el cual se pudo identificar un cambio en la 

regulación y gestión de dichos flujos migratorios, ya que ésta se encaminó a generar 

condiciones y requisitos, cuyo objetivo fue impedir y obstaculizar el ingreso y 

circulación de la población migratoria.  

 

3. En lo relativo a la emigración ecuatoriana se pudo notar que, el Ecuador se categorizó 

como un país expulsor a causa de la crisis económica que generó un escenario de altos 

índices de pobreza, desempleo y falta de satisfacción de necesidades básicas, 

provocando la salida de la mitad de la población ecuatoriana hacia países extranjeros 

con mejor estabilidad económica.  

 

4. Del análisis cronológico relativo a los antecedentes legales migratorios 

correspondiente al año de 1938 hasta el año de 1971, se identificó la existencia de una 

regulación de flujos migratorios en base a criterios normativos selectivos y restrictivos 

que condicionaron el ingreso de ciertos grupos migratorios, por razones de 

nacionalidad, y al supuestamente manifestarse como posibles fuentes de amenaza hacia 

el orden público y seguridad del Estado ecuatoriano. 

 

5. En el ámbito legislativo correspondiente a la Constitución de 2008, se verificó un 

cambio de paradigma en la regulación migratoria, puesto que a partir del 

reconocimiento del derecho a migrar y el principio de ciudanía universal como 

preceptos y mandatos constitucionales de directa aplicación, dio lugar a que, la 

normativa y todos los actos de la administración deberían estar encaminados a la 

protección, cumplimento y ejercicio integral de los derechos fundamentales de los 

inmigrantes independiente de su condición migratorio o nacionalidad.  

 

6. De acuerdo a los antecedentes de la política migratoria en el Ecuador que va desde el 

año de 1938 hasta el año de 1971, se pudo determinar la existencia del aperturismo 
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segmentado y la migración selectiva como programas de gobierno, que estuvieron 

encaminados a condicionar la entrada y circulación de migrantes, debido a que, en este 

contexto, estos individuos fueron considerados como sujetos potencialmente 

peligrosos para el orden público la seguridad del Estado ecuatoriano.  

 

7. La política migratoria en el año de 1999 al año 2002, se caracterizó por posibilitar la 

creación de programas y planes de gobierno encaminados a optimizar la protección de 

ecuatorianos en el extranjero, la generación y mejoramiento de vínculos familiares, 

además de la utilización de remesases en la economía ecuatoriana.  

 

8. En lo que corresponde a la política migratoria del año 2006 hasta el año 2007, se pudo 

evidenciar un tratamiento de la migración y los migrantes bajo la lógica de que este 

grupo poblacional debería ser un agente de desarrollo e intercambio cultural, cuya 

participación e integración permitiría la existencia de una sociedad receptora 

encaminada a materializar un escenario de igualdad y, libertad de tránsito, entrada y, 

circulación como si se tratara de un nacional ecuatoriano. 

 

9.  La política migratoria de acuerdo a la Constitución de 2008, se basó en la 

implementación de un programa gubernamental  más humano hacia la población 

migrante internacional y regional, destacando por posicionar como eje al ser humano 

en la formación de política pública; y como agente de desarrollo a nivel, social, político 

y económico; todo esto,  gracias al reconocimiento de la ciudadanía universal y todo 

un catálogo de derechos fundamentales con el objetivo de superar toda forma de 

discriminación hacia las personas migrantes . 

 

10. De lo analizado en la normativa y política pública migratoria en relación al caso 

migratorio venezolano se puede evidenciar ciertas contradicciones e incoherencias en 

la regulación de este grupo migratorio, puesto que al darse una percepción 

problemática o de crisis incontenible en la gestión del flujo migratorio venezolano, 

estos preceptos de respeto igualdad y no discriminación cambiaron hacia practicas 

securitarias, que posicionaron a la seguridad y soberanía como asunto prioritario, antes 

que la salvaguarda y protección del derecho a migrar y los derechos que les 

corresponde al grupo poblacional migratorio venezolano.  

 

11. En base aquello, también se estableció que los órganos gubernamentales, empezaron a 

crear normas secundarías como los acuerdos ministeriales 0000242, 0000244 y 00001, 

con contenidos que pueden llegar a contradecir los mandatos constitucionales y lo 

establecido en los instrumentos internacionales de Derechos Humanos; todo esto con 

el objetivo de fomentar e institucionalizar un sistema gubernamental y normativo 

diferenciado y discriminatorio. 
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12. Como propuesta de armonización entre lo establecido en estos acuerdos ministeriales 

que regulan la entrada, circulación, y residencia del flujo migratorio venezolano y los 

derechos y garantías fundamentales reconocidos a los inmigrantes venezolanos se 

planteó la observancia y aplicación del principio de supremacía constitucional y unidad 

normativa, debido a que este precepto podría permitir  la generación de actos 

normativos y administrativos concordantes con lo establecido do en la Constitución y 

los instrumentos internacionales de Derechos Humanos. 

 

13. En el análisis del caso 0014-19-IN-CC, correspondiente a la acción de 

inconstitucionalidad de los acuerdos ministeriales 00000242, 0000244 y 000001, a 

través de la aplicación del control de constitucionalidad abstracto y el test de igualdad 

con sus elementos de idoneidad , necesidad y proporcionalidad,  se pudo verificar que 

los requisitos estipulados en estos acuerdos ministeriales son contradictorios y que 

además posibilitarían la existencia un trato diferenciado y discriminatorio que 

desembocaría en  la vulneración de   derechos fundamentales de los inmigrantes 

venezolanos. 
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